
USO ILEGAL 
DE CEBOS ENVENENADOS.
INVESTIGACIÓN 
Y ANÁLISIS JURÍDICOEl uso ilegal de cebos envenenados es una práctica de control 

de depredadores que causa la muerte de miles de animales to-
dos los años. Entre los años 2005 y 2010 el veneno ha sido la 
causa de la muerte de más de 45.000 ejemplares de distintas es-
pecies, algunas en peligro de extinción como el águila imperial 
ibérica, el quebrantahuesos, el lince o el milano real. En este 
último caso su población se ha visto reducida en un 50% en al-
gunas regiones como Castilla y León por efecto de la ponzoña 
utilizada en cebos colocados en el medio natural.

Nuestro ordenamiento jurídico rechaza el uso de cebos como forma de cazar animales, considerán-
dolo un método masivo y no selectivo. Es una práctica tipificada como delito contra la fauna en el 
Código Penal y recogida como una infracción grave o muy grave en la legislación autonómica. A 
pesar de ello, este tipo de ilícito cuenta con un insoportable nivel de impunidad, siendo pocos los 
casos que finalmente terminan en los tribunales o son objeto de procedimientos administrativos. 

Administraciones, ONG, fiscalías y agentes de diferentes cuerpos de seguridad han hecho un es-
fuerzo singular por dilucidar los casos de veneno que amenazan sin pausa nuestra biodiversidad. 
Las investigaciones llevadas a cabo y la depuración de las técnicas utilizadas han permitido poner 
cerco a los envenenadores, a lo que sin duda ha contribuido el trabajo legal hecho desde algunos 
sectores como las ONG del Programa Antídoto, impulsor de la lucha contra el veneno en España.

Esta obra recoge la experiencia acumulada por diferentes actores en la investigación y actuación 
legal contra el envenenamiento de fauna, de tal forma que sirva a los profesionales del derecho e 
investigadores en las acciones que emprendan para esclarecer esta práctica ilegal y exigir las res-
ponsabilidades a que hubiera lugar. 

La presente publicación se enmarca en el Proyecto Life+ VENENO, que pretende lograr una re-
ducción significativa del uso ilegal de veneno en España y que coordina SEO/BirdLife. 
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Prólogo

El brindarme la posibilidad de prologar esta obra en la que han participado diferentes autores y que
tiene como objetivo servir de orientación a distintos colectivos directamente implicados en la per-
secución de la utilización ilegal del veneno, es una oportunidad para mi de unirme en estas líneas
al trabajo de aquellos y desde ellas insistir en la importancia que reviste esta materia no solo para
los que participamos profesionalmente en las investigaciones contra esta práctica que tiene reper-
cusiones tan negativas, sino también para toda la sociedad en su conjunto, haciéndola partícipe y
conocedora de la influencia directa que el uso del veneno en la flora y en la fauna entraña para el
adecuado disfrute del derecho constitucional al medio ambiente tal y como se contempla en el ar-
tículo 45 de la Constitución española.

Comparto plenamente el planteamiento que se expone con carácter introductorio sobre la necesidad
de contar con pautas comunes de actuación en la lucha contra esta lacra que aún hoy goza de cierto
predicamento en algunos sectores sociales vinculados a nuestros campos, así como con la idea que
reitera la necesidad de aunar los esfuerzos de todos los colectivos que trabajan en la materia en torno
a la máxima de colaboración y coordinación entre los mismos, siendo el objetivo final la salvaguarda
del medio ambiente como bien común. Se manifiesta así la vocación integradora del texto, que
quiere proporcionar diferentes visiones de la misma problemática, profundizado en aspectos con-
cretos desde la perspectiva de lo histórico, de lo técnico, de lo práctico, de lo biológico y de lo ju-
rídico, si bien no cierra o agota las ópticas y contingencias de tratamiento sobre  la utilización del
veneno.

Entiendo que es contradictorio el estar ante una materia tan minuciosamente regulada desde el prin-
cipio por normas administrativas, y se haya llegado sin embargo a situaciones en las que la propia
norma ha sobrepasado su objetivo de controlar el problema para el que se creó, provocando otro
que puede ser más grave que el anterior o al menos de más difícil solución, en la medida que ya no
depende de la voluntad del legislador retroceder en la realidad creada por la aplicación de sus dis-
posiciones.

Sirva de ejemplo a lo anteriormente manifestado la situación del lince ibérico. Al ser el origen de la
utilización del veneno, su concepción como medio para evitar los daños ocasionados por determi-
nados depredadores en el ganado, su uso ha estado amparado incluso auspiciado por diferentes nor-
mas desde los tiempos de Carlos I. Así se llega al siglo XX y a la creación por Decreto de 11 de
Agosto de 1953 de las Juntas de Extinción de Animales Dañinos y Protección a la Caza que, cuya
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actuación supuso en relación concreta con esta especie, según se refleja en los cuadros aportados
en Capítulo I de este texto, que se pudiera dar caza a 153 individuos en el periodo de tiempo com-
prendido entre 1954 a 1962. Solo cuatro años más tarde, mediante ORDEN de 2 de marzo de 1966
se prohibió terminantemente en todo el territorio español y por tiempo indeterminado, la caza y
captura de la especie lince ibérico al considerarse que estaba a punto de extinguirse. Necesariamente
hay que pensar que hubo una clara falta de previsión en cuanto al lince ibérico se refiere en la apli-
cación de la normativa que premiaba su muerte y llevó a la necesidad inmediata de protegerlo por
encontrarse prácticamente extinguida la especie, de modo que a fecha de hoy se mantiene la misma
gracias a los programas específicos para su recuperación. A nivel internacional la protección del,
Lynx pardinus  tuvo lugar en el año 1977 cuando se incluyó en el apéndice II de CITES (España es
parte de CITES desde 1986) y se transfirió al Apéndice I en el año 1990, comenzando los planes de
conservación y recuperación de esta especie en los años 90 e incluyéndose como especie en peligro
de extinción en el Catalogo de Especies Amenazadas (Real Decreto 439/1990).

Un aspecto concreto tratado en esta obra y en el que he tenido ocasión de profundizar es en el de la
utilización en la composición de los cebos envenenados de sustancias que se encuentran prohibidas
desde hace años en el mercado comunitario, cuyos efectos destructivos en la fauna son devastadores
al ser muy pequeña la dosis necesaria para poder alcanzar su objetivo letal. Concretamente me estoy
refiriendo a la estricnina, aldicarb y carbofurano.

La prohibición del uso de la estricnina como fitosanitario data de 1991, como plaguicida de 1994 y
como biocida en 2006. El Aldicarb tiene prohibido su uso como fitosanitario desde 2003 si bien su
prohibición como biocida data de 1998. El carbofurano es el último que se ha prohibido para ser
utilizado como fitosanitario siéndolo en 2007. 

Quiero ahondar en la situación que deriva de la normativa aplicable a la materia, entendiéndola
compatible con la afirmación que se expone en la obra sobre estas sustancias y el planteamiento de
que su aparición en la composición de los cebos pudiera responder a la existencia de stocks que no
fueron retirados cuando se prohibió su uso por el órgano administrativo competente de las CCAA.
Conforme a la regulación vigente estas sustancias tienen terminante prohibido la utilización  para
los fines anteriormente referidos pero no para el resto de los usos a los que pudieran destinarse. De
hecho en la norma reguladora, constituida por el Reglamento 1907/2006 del Parlamento Europeo
y del Consejo de 18 de Diciembre, sobre registro, evaluación, autorización y restricción de sustancias
y preparados químicos, conocido como reglamento REACH, lo que se impone es la obligación de
registro de las sustancias y preparados químicos que se fabriquen o importen en cantidad superior
a una tonelada. Quedan de esta manera fuera de registro, no solo las excepciones expresamente pre-
vistas en el artículo 9 del Reglamento (que son las sustancias  destinadas a investigación y desarrollo
de productos y procesos, las prerregistradas y las que se consideran ya registradas entendiéndose
por tales las sustancias activas fabricadas e importadas utilizadas como biocidas o fitosanitarios au-
torizadas) sino también la fabricación e importación en cantidad inferior a una tonelada. Obviamente,
el uso que se dé a las sustancias que quedan fuera del registro obligatorio del REACH no debería
poder ser de los expresamente prohibidos.

Es incuestionable  que estas sustancias son sustancias altamente toxicas y por tanto peligrosas y así
vienen consideradas en el Reglamento del Parlamento Europeo de 16 de Diciembre de 2008, pero



lo cierto es que su comercialización es factible legalmente siempre que se cumplan los requisitos
reglamentariamente establecidos. A ello se añade que estas tres sustancias se encuentran prerregis-
tradas en el Agencia Europea de Sustancias y Preparados Químicos (ECHA) por varios operadores,
sin que hayan concluido todavía los periodos para que sea obligatorio su registro propiamente di-
cho.

El problema que entiendo que subyace es que, a pesar de la minuciosa regulación sobre la fabrica-
ción, importación y comercialización de estas sustancias, hay un aspecto que no ha sido abordado
en su totalidad, cual es el del control real del uso que de las mismas pueda hacerse por el destinatario
final. Por descontado el punto de partida ha de consistir en determinar cuáles sean los usos expre-
samente prohibidos para todas las sustancias consideradas como productos altamente peligrosos
por su toxicidad,  pero la realidad se empeña en demostrar que no se consigue erradicar el problema
si ello no va acompañado de un control efectivo sobre ese destino final que se dé a aquellas que han
podido ser adquiridas y no necesariamente de manera ilegal.

Los encargados del control de estas sustancias son los órganos de las distintas CCAA que si bien
han elaborado programas de vigilancia e inspección, son demasiados los supuestos que de hecho se
escapan a dichos controles. 

Esta visión de la actividad administrativa en relación a sus funciones de control efectivo de la uti-
lización de sustancias tóxicas que son utilizadas para la composición de los cebos envenenados es
en sí misma una perspectiva más desde la que abordar la materia de que trata esta obra, siendo un
aspecto sobre el que, a mi juicio, se debería profundizar para dar continuidad a la lucha contra esta
práctica en todos sus frentes.

Raquel Muñoz Arnanz
Fiscal Adscrita al Fiscal de Sala Coordinador de Medio Ambiente y Urbanismo.
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Introducción

El uso de cebos envenenados ha sido una práctica habitual en nuestros campos como método de
control de determinados depredadores. Inicialmente asociado a la ganadería para combatir los
ataques que sufría el ganado trashumante, se convirtió con los años en un método vinculado al
sector cinegético. En la actualidad los envenenamientos están vinculados principalmente a la
mala gestión de explotaciones cinegéticas y, aunque la ganadería sigue siendo otro origen del
uso de veneno, empieza también a aparecer asociado a actividades como la colombicultura o la
apicultura, como demuestran las últimas sentencias dictadas en la vía penal.
Las consecuencias ambientales del veneno han sido devastadoras y se han convertido en una de
las mayores amenazas para la biodiversidad. Los datos recogidos entre los años 2005 y 2010
evidencian que el envenenamiento sigue siendo una práctica habitual y que tiene consecuencias
sobre la fauna silvestre y doméstica. Su uso indiscriminado contra determinadas especies que
se consideraban “dañinas” ha provocado que muchas de ellas, tras la prohibición del uso de ve-
neno, pasasen a ser clasificadas en peligro de extinción o vulnerables, como es el caso del lince,
el águila imperial ibérica, el milano real o el buitre negro.
Tras siglos de uso indiscriminado, el empleo de veneno para cazar o pescar es en la actualidad
una conducta tipificada en el Código Penal desde el año 1995 y constituye un delito contra la
fauna debido precisamente a su impacto ambiental y por su carácter masivo y no selectivo. Ade-
más, prácticamente todas las comunidades autónomas han legislado prohibiendo y sancionando
el uso de venenos. Este marco legal se ha acompañado de planes y estrategias que a nivel na-
cional y autonómico han desarrollado, con diferente grado de implicación, medidas y acciones
para la prevención, investigación y persecución de este delito. 
Con todos estos elementos, la presente obra pretende recoger el acerbo legal y práctico acu-
mulado en años de trabajo de distintas entidades y colectivos para erradicar el uso de veneno
de nuestros campos. Algunos de los capítulos recogidos en este manual han sido desarrollos
por profesionales del derecho y expertos en la investigación de un delito que presenta enor-
mes dificultades para su esclarecimiento y ha gozado de una impunidad favorecida por la
complejidad de su investigación y la falta de acciones legales contundentes. Recoger esta
experiencia es una responsabilidad de cara a los que vengan después y que esperamos que
encuentren en estas páginas respuestas y soluciones en las acciones legales que emprendan
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o de las que sean responsables. Por su contenido principalmente legal, es una obra con vo-
cación de utilidad y dirigida a profesionales del derecho, abogados, jueces o fiscales, así co-
mo a miembros de los cuerpos y Fuerzas de seguridad del estado. No obstante, algunas de
sus páginas narran una realidad que debería ser de interés para toda la sociedad, por suponer
la pérdida de un patrimonio que nos pertenece a todos.
Esta obra se ha elaborado en el marco del proyecto Life+ VENE , que tiene como objetivo
lograr una disminución significativa del uso de veneno en España. Este proyecto se ha desarro-
llado entre los años 2010 y 2014, y ha contado la financiación de la Comisión Europea, que co-
financia el 40% y con la Fundación Biodiversidad, con el 26%.
SEO/BirdLife, junto con el Fondo para la Conservación del Buitre Negro y la Junta de Comu-
nidades de Castilla-La Mancha son los beneficiarios del proyecto. Los cofinanciadores, además
de los citados anteriormente, son el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente,
el Cabildo de Fuerteventura, la Junta de Andalucía y el Gobierno de Cantabria.
Más información:
www.venenono.org
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Capítulo I

LA UTILIZACIÓN ILEGAL DE CEBOS ENVENENADOS
David de la Bodega Zugasti, coordinador del Proyecto Life+ VENENO. SEO/BirdLife

El uso de veneno

El veneno se usa con la intención de matar animales que se consideran dañinos para distintas
actividades, principalmente para la caza, la ganadería y la agricultura, pero también para la co-
lumbicultura o la apicultura. En algunas ocasiones el veneno afecta a animales de compañía,
como perros y gatos, o sirve  para disputar rencillas entre particulares, siendo también un método
de venganza.

Cuando hablamos de veneno nos referimos a un método o modo de cazar animales que consiste
en emponzoñar un alimento común con alguna sustancia tóxica, normalmente fitosanitarios (in-
secticidas, rodenticidas, fungicidas, herbicidas, acaricidas, molusquicidas). El cebo, una vez pre-
parado, se dispone en el medio natural o en zonas urbanas con el objeto de que los animales a
eliminar acudan a él y mueran engañados y envenenados. Se trata de un método masivo, no se-
lectivo y cruento, y afecta a muchas especies a las que no va dirigido, entre ellas especies ame-
nazadas y animales domésticos.

El veneno es un método masivo en cuanto que puede causar la muerte en un breve espacio de
tiempo y sin posibilidad de control cuantitativo de un número elevado de ejemplares de diferentes
especies. Un ejemplo de ello fueron las más de 140 aves (milanos negros, reales, alimoches o
buitres) que murieron envenenadas en cotos de caza de los municipios de Tudela y Cintruénigo
en el año 2012 o las seis águilas imperiales ibéricas muertas en la Encomienda de Mudela en
Cuidad Real.

Unida estrechamente a la condición de masivo está la de ser un método no selectivo, en cuanto
que no es posible seleccionar las especies diana a las que va dirigido. Cualquier animal puede
resultar intoxicado por la ingesta de veneno, incluido el hombre. El comensal del cebo puede
no estar invitado al banquete y a pesar de ello morir envenenado, además de una forma cruel, ya
que las sustancias utilizadas normalmente provocan hemorragias internas y afectan al sistema
nervioso, dando lugar a convulsiones o fallo respiratorio.



Historia del veneno en España. Un enfoque legal

Podríamos hacer un análisis sobre la historia del uso de veneno en España, que es casi tan antigua
como la humanidad, pero dada la naturaleza de la presente obra es interesante conocer cómo
ese uso ha estado recogido en la legislación nacional y como ha evolucionado hasta nuestros
días la consideración legal y por tanto social de esta práctica.

Las primeras referencias que conocemos sobre la regulación del uso de veneno la encontramos
asociadas a un sector muy concreto, la ganadería. Ante los ataques que sufrían los pastores tras-
humantes en sus rebaños por los ataques de los lobos, Carlos I otorgó en 1542 en Valladolid la
facultad de los pueblos de desarrollar ordenanzas para la matanza de estos mamíferos, premiando
a aquellos que los diesen muerte. Para ello podían utilizar “yerba de ballestero”, un ungüento
que se aplicaba a las lanzas o saetas y que se obtenía de las raíces del eléboro blanco (Veratrum
album) o negro (Helleborus niger) y de acónito (plantas del género Aconitum). La alta toxicidad
de la planta debilitaba o provocaba la muerte del animal alcanzado y facilitando su captura. La
autorización otorgada por las Cortes de Valladolid suponía una excepción con respecto a la pro-
hibición de cazar con este tipo de artes, y únicamente estaba permitida para la caza del lobo. El
que matase o hiriese con “yerba” alguna pieza de caza podía ser sancionado. 
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Estatua de Pepín el de Fresneda, situada en el medio del pueblo, Cantabria. Este guarda era una persona reconocida por ser
un gran eliminador de lobos usando veneno. © David de la Bodega



Las primeras referencias legales hechas en el siglo XVI al uso de veneno muestran un arte de
caza selectivo, en cuanto que los tóxicos únicamente reforzaban el efecto de lanzas y saetas di-
rigidas a especies concretas. Dista por tanto mucho esta acepción de veneno de la que se recogerá
en siglos posteriores en la legislación nacional, en la que si hablamos de un método masivo y
no selectivo. En estos casos, la sustancia tóxica ya no se dispone en aquellos instrumentos de
caza sino en cebos que quedan a disposición de cualquier depredador. 

Entrados el siglo XIX, el Real Decreto de 3 de Mayo de 1834 reúne en su articulado una serie
de normas que venían a sustituir y unificar las ordenanzas de caza y pesca que regían hasta ese
momento. Aunque no se hace referencia explícita al uso de veneno para la caza si sienta un
marco legal y una práctica que será la base de futuras legislaciones que amparan la eliminación
de determinadas especies que se consideran “dañinas”, promocionando la administración, con
subvenciones incluidas, esta práctica.

El artículo 25 del Real Decreto de 1834 determina que es libre la caza de los animales dañinos,
enumerando al lobo, al zorro, garduñas, gatos monteses, tejones y turones. Para fomentar el ex-
terminio de los animales dañinos se pagará a las personas que los presenten muertos por cada
lobo 40 rs; 60 rs por cada loba, y 80 si está preñada; y 20 rs por cada lobezno (las cantidades
se iban reduciendo para el resto de especies). Para la caza se podían utilizar cepos o cualesquier
especie de trampa y armadijo, teniendo que advertir de su colocación mediante un patrón de
aviso el que los utilizase. 

La Ley de Caza de 10 de enero 1879 continuando con lo establecido en el Real Decreto de 1834
establece en su artículo 40 el germen de lo que, como se ha dicho, será una regulación centrada
en la estigmatización y eliminación de una serie de especies por considerarse dañinos. Se esta-
blece en la norma que “Los alcaldes estimularán la persecución de las fieras y animales dañinos,
ofreciendo recompensa a los que acrediten haberlos muerto”.  Con este precepto la administra-
ción local es la encargada de promover la caza de determinados animales que se clasifican como
“dañinos”, incentivando esa eliminación con medios públicos. La norma debería haber tenido
un desarrollo reglamentario que no llegó a aprobarse y donde se definirían los animales que tu-
vieran aquella consideración.

Para cumplir con los objetivos que marcaba la Ley de Caza de 1879 se establece que “Cuando
las circunstancias lo exijan, los Alcaldes, previa autorización del Gobernador Civil de la pro-
vincia, podrán obtener batidas generales para la destrucción de animales dañinos y el envene-
namiento de estos”(art.41). El veneno aparece por tanto como un método de control de
depredadores que debía contar con el permiso de la administración estatal. Para garantizar que
su uso no causase daños en la salud pública se establecía lo siguiente: “Tomarán las medidas
necesarias para la seguridad y conservación de las personas y de las propiedades, el modo, la
duración, el orden y la marcha de la operación, y todas las demás que sean necesarias para
asegurar la regularidad y evitar los peligros e inconvenientes”. Las únicas cautelas se daban
por tanto con respecto a las personas o la propiedad, sin que se considerase en ningún momento
la posibilidad de un daño ambiental.

Las batidas y los envenenamientos debían ser dirigidos por personas peritas que debían ser nom-
bradas por las autoridades administrativas y anunciadas durante tres días consecutivos por medio
de bandos en los pueblos en los que tuvieran lugar y en los colindantes.
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La regulación contenida en la Ley de Caza de 1879 es la primera en la que se hace mención al mé-
todo de control de depredadores que ha llegado hasta nuestros días y que deja de ser un método
selectivo como el que se utilizaba en la “yerba de ballestero”. Los cebos se disponen en el medio
natural a la espera de que determinadas especies se alimenten de ellos y caigan envenenadas.

Le Ley de Caza de 1902 introduce algunas novedades sobre la persecución de animales dañinos.
Recupera la enumeración de las especies que podían ser objeto de caza, bien por batida o por
envenenamiento. Así, era libre la caza de lobos, zorros, garduñas, gatos monteses, linces, tejones,
hurones y demás que determine el reglamento (art.39). En cuanto al premio a recibir por la muer-
te de alguno de estos ejemplares establecía la ley que “los ayuntamientos incluirán en sus pre-
supuestos, entre sus gastos obligatorios, la correspondiente partida para esas recompensas.”
(art.40) Es por tanto la propia administración la que incentiva el envenenamiento de fauna sil-
vestre, generando a su alrededor una actividad económica y un modo de vida entre la población
más desfavorecida que veían en la caza de animales dañinos una forma de sustento subvencio-
nado por la administración.

Las batidas y los envenenamientos, que se seguían programando durante 3 días, debían contar
ahora con la autorización, no sólo del Gobernador Civil, si no también de los propietarios de las
fincas, supervisando las actuaciones la Guardia Civil.

El Reglamento de 3 de julio de 1903 para la aplicación de la Ley de Caza desarrollaba en su
sección VII lo establecido por la Ley de Caza de 1902. En la norma se especifican las especies
que se consideran dañinas y el precio a recibir en caso de ser abatidas (ver Figura 1). En la lista
se incluyen especies como el lince ibérico o las aves de rapiña, entre las que se encuentran todas
las aves rapaces cazables según la clasificación de animales salvajes del artículo 2, que incluía
especies como el águila imperial, el quebrantahuesos, el alimoche o los milanos (negro y real).
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Fig. 1. Tablas de pago de animales dañinos en 1903



Según el Reglamento de Caza los Gobernadores Civiles no deberían de aprobar ningún presu-
puesto municipal que no reservase partidas para el pago de los ejemplares de animales dañinos
(art. 67). Para poder cobrar, los alimañeros debían de presentar los animales muertos en los
Ayuntamientos, donde se debían cortar la cola y orejas si eran lobos o zorros; la piel si fuese
animal de menor tamaño o la cabeza y garras en caso de las aves. Esta medida pretendía evitar
que se hiciese fortuna de ayuntamiento en ayuntamiento presentando las mismas presas.

Con posterioridad a estas normas se dictan algunas Reales Órdenes recordando a los ayunta-
mientos y Gobernadores Civiles el cumplimiento de la obligación de asignar partidas públicas
en los presupuestos municipales para la extinción del lobo y los daños que produce a la ganade-
ría. Un ejemplo de estas normas es la Real orden circular de 8 de julio de 1915, disponiendo
que por los Gobernadores civiles se excite el celo de los Alcaldes a fin de que en los presupuestos
consignen las cantidades necesarias para premiar a los cazadores de animales dañinos. La or-
den se dictaba ante las quejas del Presidente de la Asociación de Ganaderos del Reino denun-
ciando la falta de aplicación por parte de los ayuntamientos del artículo 40 de la Ley de Caza de
1902.  A esta orden siguieron otras de contenido similar con fechas de 28 de octubre de 1904,
15 de enero de 1913 o 7 de mayo de 1913. En todas ellas se resalta que el control de los animales
dañinos está asociado a la ganadería y la necesidad de extinguir a uno de los principales culpa-
bles, el lobo.

La legislación sobre el control de depredadores alcanza su cenit en pos del exterminio de deter-
minadas especies con la aprobación del Decreto de 11 de Agosto de 1953 por el que se declara
obligatoria la organización de Juntas Provinciales de Extinción de Animales Dañinos y Protec-
ción a la Caza. Esta norma institucionaliza el objetivo de extinción de determinadas especies
con la obligación de crear estas juntas que aparecen asociadas a la actividad cinegética. Entre
algunos de los fines de las juntas están:

a) Organizar los planes de lucha contra las alimañas, coordinando, si preciso fuera, la actua-
ción de cada Junta con las provincias limítrofes.

(…)

c) Procurar el suministro y distribución de venenos, lazos y demás medios de extinción.

d) Premiar a los alimañeros y a cuantos demuestren de modo fehaciente su aportación en la
lucha contra los animales dañinos. 
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Los resultados de estas Juntas fueron devastadores para la conservación de algunas especies, tal
como puede apreciarse en las tablas siguientes, en las que se muestran los animales eliminados
y premiados por las Juntas de Extinción de Animales Dañinos entre 1954 y 1962: 

Sorprende ver como muchas de las especies que se consideraban dañinas están catalogadas actual-
mente como amenazadas, como es el caso del lince ibérico, el águila imperial ibérica o el milano
real. Sin duda la cruzada iniciada en el siglo XIX para su extinción con el uso de veneno y otras
artes hoy prohibidas han contribuido a su estado de conservación actual. El cambio de clasificación
de las especies que se produce en la legislación a partir de los 70 y 80 también refleja un cambio en
la propia sociedad, más sensibilizada con la importancia de preservar el Patrimonio Natural.
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1954 1955 1956 1957 1958 1959 1960 1961 1962 Total

Águila Real 26 101 155 84 67 348 425 1 1207

Águila (s) 194 263 415 499 428 647 866 390 107 3.809

Aguiluchos 34 173 149 215 202 116 345 123 1357

Alcotanes 324 783 713 591 875 501 429 4216

Buitres 1 1 2

Búhos 59 10 473 47 69 81 133 117 49 1038

Cuervos 606 832 2630 10378 4212 4128 23472 6163 52421

Chovas 114 99 22 362 513 1168 2278

Gavilanes 7 11 59 1 42 17 66 31 234

Grajos 306 544 1525 1162 4753 2372 1768 2270 14700

Halcones 17 11 22 5 218 1 1770 2044

Milanos 388 869 1569 2098 2901 1193 1080 63 10161

Urracas 69 3958 6838 4239 6021 17700 12970 51494 1677 104966

Otras aves 7514 45185 108556 95892 35942 42888 4199 347 340523

Culebras 1952 260 197 2496 1658 1849 2484 166 11062

Lagartos 4756 1254 1902 1012 3463 3159 3017 170 18733

Víboras 2 65 18 85

1954 1955 1956 1957 1958 1959 1960 1961 1962 Total

Lobos 64 122 269 231 220 235 134 148 47 1470

Zorros 288 2712 5782 6306 8539 8386 8827 10345 2569 53754

Comadrejas 12 135 233 471 605 709 249 61 2475

Garduñas 10 8 121 49 32 51 46 43 1 361

Gatos 55 248 368 517 514 656 462 551 108 3479

Ginetas 176 723 522 577 572 684 966 36 4256

Linces 11 7 19 29 33 19 21 13 1 153

Nutrias 3 22 4 12 41 13 4 5 104

Tejones 31 37 283 224 385 123 54 184 18 1339

Turones 1 336 469 439 684 936 554 855 30 4304

Tabla 1. Aves y reptiles eliminados y premiados por las Juntas de Extinción de Animales Dañinos. 1954-1962. 

Tabla 2. Mamíferos eliminados y premiados por las Juntas de Extinción de Animales Dañinos. 1954-1962. 



La Ley 1/1970, de 4 de abril, de Caza introduce tímidos cambios legislativos en el control de
predadores y en el uso de veneno. En primer lugar abandona la clasificación de animales dañinos
y lo sustituye por el de especies de caza mayor y menor. No obstante, dentro de la primera ca-
tegoría entran especies como el oso, el lince o el lobo y en la segunda, desarrollada en el Decreto
506/1971, de 25 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley de
Caza de 4 de abril de 1970, se siguen incluyendo por entonces especies como milanos, águilas,
buitres, quebrantahuesos o alimoches y así hasta completar una larga lista en la que se incluyen
muchas aves amenazadas actualmente.  

En cuanto al uso de veneno la Ley de 1970, en su artículo 31.18 prohíbe “el empleo o tenencia
no autorizados de cuantos animales, útiles, artes o productos aplicables a la captura o atracción
de piezas de caza se detallen en el Reglamento para aplicación de esta Ley”. No contar con au-
torización para el empleo de cebos envenenados estaba castigado, como reos de delito, con la
pena de arresto mayor o multa de 5.000 a 50.000 pesetas y, además, a la privación de la licencia
de caza o de la facultad de obtenerla por un plazo de dos a cinco años.

El Reglamento al que hace referencia el artículo 31 es el Decreto 2122/1972, de 21 de julio, por
el que se regulan las armas y medios de caza que precisan de autorización gubernativa especial.
En esta norma se exceptúa la prohibición del uso de veneno mediante la obtención de la precep-
tiva autorización administrativa, lo que deja de manifiesto que la última ley estatal de caza siguió
dejando abierta la posibilidad del envenenamiento de fauna silvestre. Para el uso de cebos o co-
midas y objetos que se utilicen para cazar cuando el veneno se emplee en su fabricación o forme
parte de su composición era necesaria la autorización expedida con la conformidad del Gober-
nador Civil de la provincia en que tal utilización se haya de realizar (art. 12). 

Para obtener la conformidad del Gobernador Civil, según el Decreto 2122/1972 era necesario
que el expediente incluyera:

• La determinación de los medios a utilizar con expresión de sus características y modalidades
así como del tiempo y lugar de utilización.

• Compromiso formal del interesado de vigilar personalmente dicha utilización, garantizando
la protección de las personas y animales domésticos.

• Informe previo de los Servicios Sanitarios Locales cuando se trate de cebos envenenados.

• Informe de conducta y antecedentes del interesado.

La autorización debía comunicarse a la Guardia Civil; y, a costa del interesado, a las personas
respecto a las cuales los medios de caza puedan resultar peligrosos, para ellas o para sus bienes,
utilizando los procedimientos que se consideren más apropiados en cada caso.

El Decreto 2122/1972 fue derogado por el Real Decreto 2179/1981, de 24 de julio, por el que
se aprueba el Reglamento de Armas, aunque habría que esperar al año 1983 para encontrar las
últimas autorizaciones de uso de veneno y que este dejase de contar con el beneplácito de la ad-
ministración.

La legislación posterior también incluye la prohibición del uso de métodos masivos y no selec-
tivos que se reflejaba en la Ley de Caza de 1970 y terminó definitivamente, a pesar de mantener
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abierta la posibilidad de la autorización, con la legalización de la utilización de cebos envene-
nados. Así la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la
Flora y Fauna Silvestre, prohíbe en su artículo 34 la tenencia, utilización y comercialización de
todos los procedimientos masivos o no selectivos para la captura o muerte de animales y en par-
ticular los venenos. 

Uno de los principales cambios que introduce la Ley 4/1989 en el panorama de siglos anteriores
es la creación del Catálogo Nacional de especies amenazadas, cuya persistencia, dice su preám-
bulo, debe garantizarse, prohibiéndose la captura de este tipo de especies. En este catálogo se in-
cluyen algunas especies como el lince, el oso, el quebrantahuesos, el milano real o el buitre negro,
consiguiendo así un reconocimiento que garantiza su protección fuera de su clasificación como
animales dañinos. Esta protección comenzó ya con el Real Decreto 3181/1980, de 30 de diciem-
bre, por el que se protegen determinadas especies de la fauna silvestre y se dictan las normas pre-
cisas para asegurar la efectividad de esta protección y llega a nuestros días con el Catálogo Español
de Especies Amenazadas y el Listado de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial
(Real Decreto 139/2011) regulados por la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Na-
tural y de la Biodiversidad. 

El rechazo social al uso de veneno vendrá definitivamente recogido en la ley con la penalización
de esta práctica que hace la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que
en su primera redacción del artículo 336 rezaba así:

El que, sin estar legalmente autorizado, emplee para la caza o pesca veneno, medios explosivos u
otros instrumentos o artes de similar eficacia destructiva para la fauna, será castigado con la pena
de prisión de seis meses a dos años o multa de ocho a veinticuatro meses. Si el daño causado fuera
de notoria importancia se impondrá la pena de prisión antes mencionada en su mitad superior.

Con el Código Penal y con la legislación que comenzó a elaborarse a partir de los 80 y 90 en
España sobre caza y conservación de la naturaleza, tanto a nivel estatal como autonómico, se
cierra un periodo largo de la historia legislativa y social de nuestro país que fomentó la perse-
cución de determinadas especies y generó un declive en sus poblaciones que hemos arrastrado
hasta nuestros días. Tal vez el siguiente paso, cuando a la sociedad nos parezca lo suficientemente
cruel, podremos revisar o derogar otras normas existente como las referidas a los métodos de
control de depredadores, aún hoy amparados por la administración. 
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Capítulo II

SITUACIÓN DEL VENENO EN ESPAÑA (2005-2010)
David de la Bodega, coordinador del Proyecto Life+ VENENO. SEO/BirdLife
Eva Mínguez Jiménez, ingeniera agrónoma.

El uso de cebos envenenados tiene unas consecuencias ambientales que se evidencian año a año
en el medio natural. Tal como se recogía en el capítulo anterior, la persecución de determinadas
especies por considerarse dañinas ha provocado un descenso de sus poblaciones que ha llevado
a muchas de ellas a ser catalogadas “En peligro de extinción” o “Vulnerables”.

Muchos cebos envenenados son elaborados con alimentos comunes. © EAV.



Según el último Libro Rojo de las Aves de España (Madroño & AL., 2004), en el que se revisa
el estado de conservación de la avifauna española, el uso ilegal del veneno es la principal ame-
naza para, al menos, siete especies del Anexo I de la Directiva de Aves (este anexo recoge a las
aves más amenazadas, vulnerables o raras de la UE). Éstas son el águila imperial ibérica, el ali-
moche común, el buitre negro, el águila real, el águila-azor perdicera, el milano real, el milano
negro y el quebrantahuesos.

Además, el uso ilegal del veneno afecta a mamíferos como el oso pardo y el lobo, especies ca-
talogadas como prioritarias e incluidas en los Anexos II y IV (máximo grado de protección) de
la Directiva Hábitats (en el caso del lobo en la península Ibérica, sólo se incluyen en los citados
anexos las poblaciones al sur del río Duero).

Hay que tener en cuenta que las cifras de animales envenenados de las que disponemos están
subestimadas ya sólo se encuentran una mínima parte de los animales que realmente se envene-
nan, debido a la escasa detectabilidad de los mismos.

Los efectos del veneno van más allá de la muerte inmediata de los ejemplares, ya que la muerte
de estos individuos también puede suponer la pérdida de territorios, la disminución del relevo
generacional o el aislamiento de sus poblaciones. Otras consecuencias menos estudiadas son las
que afectan a los ejemplares sin llegar a matarlos, ya que algunos de los venenos pueden dañar
el sistema inmunológico, disminuir la fecundidad, alterar el comportamiento o el estado físico
de los animales o producir enfermedades.

En el presente capítulo se exponen las consecuencias ambientales del veneno entre los años
2005 y 2010. Los datos reflejados a continuación provienen de la información aportada por las
comunidades autónomas sobre aquellos episodios detectados y analizados en sus territorios en
dicho periodo. Estos datos no reflejan la magnitud del problema en su totalidad, dado que como
se ha dicho no se detectan todos los ejemplares muertos por veneno, y únicamente se encuentran
entre un 7% ó 10% (WWF/Adena, 2006) de los animales envenenados y no todos los hallazgos
se someten a análisis toxicológico para corroborar la muerte por envenenamiento.

Especies afectadas

Entre 2005 y 2010 se detectaron en España 3183 episodios de veneno positivos, ratificados por
la realización de los análisis toxicológicos correspondientes. Por episodio de veneno entendemos
cada uno de los casos en los que se han detectado animales de fauna silvestre y/o doméstica y/o
cebos envenenados. En total se recogieron y analizaron 4395 ejemplares de distintas especies
cuya muerte fue debida al uso de cebos envenenados. Si tenemos en cuenta que como decíamos
se encuentran entre un 7% ó 10% de los ejemplares envenenados, podríamos estar hablando de
unos 45.000 animales muertos por uso de veneno en un periodo únicamente de 5 años. Esta can-
tidad constata la severa amenaza que supone esta práctica para nuestra biodiversidad y la nece-
sidad de adoptar medidas suficientes para erradicarla.

De entre las especies analizadas se encuentran especies “en peligro de extinción”, como el milano
real, el águila imperial ibérica o el quebrantahuesos y otras clasificadas como “vulnerables” como
el buitre negro, el alimoche o la cigüeña negra (en peligro de extinción en algunas comunidades
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autónomas como Andalucía, Castilla-La Mancha, Extremadura o Madrid). Teniendo en cuenta
el número de especies afectadas o el grado de amenaza se han seleccionado en el periodo ana-
lizado las siguientes incidencias de veneno por especies (tabla 3): 
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En el año 2012 se registró un caso de envenenamiento que afectó a seis águilas imperiales en la Encomienda de Mudela (Cuidad Real).

Especie Número
Perro (Canis familiaris) 953
Buitre leonado (Gyps fulvus) 575
Zorro (Vulpes vulpes) 397
Milano real (Milvus milvus) 297
Milano negro (Milvus migrans) 212
Gato (Felis silvestris catus) 207
Buitre negro (Aegypius monachus) 133
Busardo ratonero (Buteo buteo) 123
Abejaruco (Merops apiaster) 107
Urraca (Pica pica) 88
Alimoche (Neophron percnopterus) 69
Cuervo (Corvus corax) 66
Águila real (Aquila chrysaetos) 41
Aguilucho lagunero (Circus aeruginosus) 35
Águila imperial ibérica (Aquila adalberti) 30
Cigüeña negra (Ciconia nigra) 23
Lobo (Canis lupus) 16
Aguilucho cenizo (Circus pygargus) 15
Quebrantahuesos (Gypaetus barbatus) 13
Buho real (Bubo bubo) 9
Águila calzada (Aquila pennata) 7
Oso (Ursus arctos) 3

Tabla 3. Especies envenenadas según catalogación de amenaza o número de ejemplares afectados.



Exceptuando los animales domésticos (perros y gatos) podemos observar que el mayor número
de episodios de veneno afectan a aves rapaces, especialmente rapaces carroñeras. Estos datos
ponen de manifiesto la falta de selectividad de este método de control de depredadores que afecta
a gran cantidad de especies a las que no va dirigido el cebo envenenado.

Una especie que merece especial atención es el abejaruco. Este ave migratoria ocupa buena parte
de la península Ibérica desde la primavera hasta finales del verano, momento en que regresan al
África subsahariana. Durante el periodo que visitan la península Ibérica sufren la persecución
directa por parte de algunos apicultores que han visto en el veneno un método para proteger sus
colmenas de los ocasionales ataques de esta aves.

Por otra parte, como se aprecia en la tabla 3 la especie más afectada por el veneno es el perro.
Muchos de estos, juntos con los gatos, tienen la consideración de asilvestrados y son objetivo
muchas veces del uso de cebos envenenados. Si bien no es posible individualizar a partir de los
datos aportados por las comunidades autónomas el lugar donde se producen los envenenamientos
de estas especies, desde la práctica del teléfono de atención “SOS Veneno” (900 713 182), puesto
en marcha por el Programa Antídoto para la denuncia de episodios de veneno, se ha podido
constatar que la mayoría de las llamadas recibidas referidas a perros y gatos supuestamente en-
venenados se dan en el entorno urbano o periurbano. Se trata de un uso del veneno distinto al
producido en el medio natural que tiene como motivación la venganza o la eliminación de ani-
males que se consideran molestos. El alto número de animales domésticos también se debe al
hecho de que muchos de sus envenenamientos son denunciados por su dueños y por tanto pueden
ser cuantificados, algo que no sucede con las especies de fauna silvestre.

El caso del milano real

De los datos reflejados en la tabla 3 el milano real aparece en 4ª posición con 297 ejemplares
muertos entre 2005 y 2010. Se trata de una especie catalogada “En Peligro de Extinción” por el
Real Decreto 139/2011, de 4 de febrero, para el desarrollo del Listado de Especies Silvestres en
Régimen de Protección Especial y del Catálogo Español de Especies Amenazadas, que eleva su
grado de amenaza ante el descenso de población sufrido por la especie.

El censo nacional realizado en 1994 arrojó un total de 3.300-4.100 parejas reproductoras, mien-
tras que en 2004 se estimaban unas 1.900-2.700 parejas. Por otra parte, el milano real parece
haber sufrido, en tan sólo siete años, una regresión del 50% en Castilla y León, donde se con-
centraba alrededor de la mitad de la población española. Extinto recientemente en las islas Ca-
narias, y localmente en varias zonas marginales de la distribución peninsular, está al borde de la
extinción en las islas Baleares, Andalucía y Castilla-La Mancha, y ha sufrido también impor-
tantes regresiones poblacionales recientes en la Comunidad de Madrid, área de Doñana, y lo-
calmente en Extremadura. Únicamente las poblaciones del noreste peninsular (País Vasco, La
Rioja, Navarra, Aragón y Cataluña) parecen mantenerse estables o con incrementos locales.

En las estadísticas del Programa Antídoto el milano real figura entre las especies más afectadas
por el uso ilegal de veneno: con 408 ejemplares envenenados entre 1990 y 2000.
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Según los expertos, el veneno ha sido la primera causa de mortalidad no natural del milano real
en los últimos 20 años y continúa siéndolo en la actualidad. El veneno es una de las principales
causas del declive de la especie en España, donde el número de individuos invernantes se ha re-
ducido cerca del 50% y la población reproductora ha sufrido una  disminución del 40-46% entre
1994 y 2004.

La sensibilidad de la especie al veneno hace que el milano real sea considerado como un indi-
cador de la presencia de este problema.

El milano real es también especialmente sensible al uso de rodenticidas, y se han detectado mor-
talidades masivas de esta especie durante las campañas de control de plagas de topillos en Cas-
tilla y León durante 2007 en las que se usaban rodenticidas anticoagulantes. 

Distribución territorial del veneno

A continuación se expone la distribución territorial del número de episodios de veneno detecta-
dos entre los años 2005 y 2010. Esta distribución y la mayor aparición de episodios de fauna
envenenada en unas comunidades autónomas que en otras atiende, no sólo a un uso mayor de
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El milano real fue catalogado “En Peligro de extinción” entre otras causas por el uso de veneno. © Daniel Garrido.



este método para el control de depredadores en esas zonas, si no también a un mayor esfuerzo
de búsqueda de esos casos. No hay veneno donde no se busca y la mayor o menor implicación
de las distintas administraciones y la disposición de medios para la investigación y persecución
de este delito se refleja en los resultados de detección de episodios de envenenamiento.

Las comunidades autónomas (ver figura 2) que muestran una mayor incidencia de veneno entre
los años 2005 y 2010 son Andalucía (31% de los casos), Castilla y León (28%), Castilla-La
Mancha (10%), Cataluña (8%) y Extremadura (7%). Se trata de Comunidades con una alta ac-
tividad cinegética donde el veneno suele estar asociado a esta práctica como método de control
de depredadores que entran en conflicto con especies cinegéticas como la perdiz o el conejo.
Así lo demuestra el análisis realizado por el Cuerpo de Agentes Rurales de Cataluña sobre unas
60 sentencias penales dictadas en materia de veneno, donde de las 80 personas condenadas por
uso de veneno, 62 pertenecían al sector cinegético, habiendo cometido este delito contra la fauna
en su condición de guardas, propietarios, titulares, socios, trabajadores, gestores o arrendatarios
de cotos.

En cuanto al número de especies afectadas,  el mapa (ver figura 3) se corresponde lógicamente
con el del número de episodios registrados. En este punto es importante destacar que muchas
de las comunidades autónomas donde se registran los mayores números de envenenamientos
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Figura 2. Episodios de envenenamiento por comunidades autónomas (2005-2010).



coinciden con los hábitats de especies amenazadas y de gran valor para nuestra biodiversidad,
como el águila imperial ibérica, el lince, el alimoche o el buitre negro. El uso de cebos envene-
nados constituye una amenaza sobre estas y otras especies en las que se invierte un gran esfuerzo
por su preservación que puede verse frustrado por malas prácticas como esta que nos ocupa.

Distribución temporal del uso de veneno

En cuanto a la distribución temporal del uso de veneno, tal como se puede apreciar en la Figura
4, no ha sufrido en el periodo estudiado grandes variaciones, manteniéndose más o menos cons-
tante en el tiempo. Pero si se ha observado un ligero aumento de los episodios de veneno entre
los años 2007 y 2009, coincidiendo con la puesta en marcha de medidas de lucha contra el ve-
neno en algunas comunidades autónomas, tales como la aprobación de planes y protocolos, la
especialización de agentes de medio ambiente o las patrullas caninas. Estas medidas han podido
permitir una mayor detectabilidad de episodios de veneno.

El año 2010 entra de lleno en la crisis económica y financiera que comenzó un año antes. Durante
ese año hay un ligero descenso de los casos de veneno, lo que podría coincidir con una mayor
efectividad y reducción del uso de cebos envenenados fruto de las medidas puestas en marcha.
No obstante, y precisamente por la crisis económica a la que se hacía referencia, muchas comu-
nidades autónomas redujeron los medios empleados para la lucha contra el veneno, especial-
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Figura 3. Animales envenenados por comunidad autónoma (2005-2010).



mente la realización de análisis toxicológicos, lo que no ha permitido contabilizar algunos epi-
sodios como positivos y poder reflejarse en una menor cantidad de casos.

Sustancias y tipos  de cebos utilizados como veneno

De los datos aportados por las comunidades autónomas se puede observar que se han utilizado
más de 70 sustancias en la elaboración de cebos envenenados, en su mayoría productos fitosa-
nitarios y biocidas1. (De la Bodega, 2012)
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Figura 4. Distribución temporal de episodios de veneno (2005-2010).

La mayoría de las sustancias utilizadas como veneno son productos fitosanitarios. © EAV

1. De la Bodega Zugasti; D. 2012. Estudio sobre las sustancias que provocan el envenenamiento de fauna silvestre. SEO/BirdLife. Madrid.



Algunas de las 70 sustancias utilizadas en España como veneno son las siguientes:

La comercialización y uso de algunas de las sustancias enumeradas es legal y se encuentran au-
torizadas mayoritariamente para el control de plagas en los cultivos. No obstante, otras como el
aldicarb (prohibido en 2003), el carbofurano (prohibido desde 2007), la estricnina (prohibida
desde 1994) o el endosulfán, están fuera de la Lista Comunitaria de Sustancias Activas2 autori-
zadas para su uso como fitosanitarios, por haber demostrado ser peligrosas para la salud humana
y/o el medio ambiente. A pesar de esta prohibición, muchas de estas sustancias se siguen utili-
zando para la elaboración de cebos envenenados, lo que hace pensar que existe un importante
stock sin retirar o un comercio clandestino que permite abastecer de sustancias esta actividad
delictiva, siendo fácil su adquisición. De hecho en España existe un Sistema Integrado de Gestión
de envases de productos Fitosanitarios (SIGFITO) pero no un sistema de gestión de los fitosa-
nitarios cuyo uso o comercio ha quedado prohibido. Es decir, existe una gestión del continente
pero no del contenido.
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Tabla 4. Algunas de las sustancias registradas en episodios en España entre los años 2005-2010.

Sustancias registradas en episodios de veneno
Aldicarb Difacinona Metaldehido
Alfacloralosa Difenacum Metamidofos
Allethrin Dimetoato Metilparation
Bendiocarb Disulfotón Monocrotofos
Benfucarb Endosulfán Methilparageno
Brodifacum Endrín Methiocarb
Bromadiolona Etil paratión Metomilo
Carbaril Estricnina Naftalenol
Carbofurano Fenamidofós Paracuat
Cianuro potásico Fenitrothion Parationmethilo
Cloralosa Fenobarbital Permetrina
Clorfenvinfós Fention Pentobarbital
Clorofacinona Flocumafén Phorato
Clorpirifós-etil Forate Piperidona
Cumafós Formotion Terbufós
Cumatetralilo Fosmet Tiodicarb
Demetón-s metil Ionol Triacetina
Diazinón Ketamina Troclopir
Diclorvos Lindano Warfarina
Dicuat Malatión Zearalenona

2. En esta lista se incluyen las sustancias que pueden contener los productos fitosaniatarios si cumplen una serie de criterios. Estos criterios
hacen referencia a la eficacia de la sustancia, su composición, sus características, los métodos de análisis disponibles, la incidencia en la
salud humana y el medio ambiente, la ecotoxicología, la importancia de los metabolitos y los residuos. De este modo, una sustancia activa
sólo podrá incluirse en la lista si no ha sido clasificada como mutágena, carcinógena o tóxica para la reproducción, y si se considera que no
provoca alteraciones endocrinas. Además, tampoco se aprueba ninguna sustancia activa que se considere un agente contaminante orgánico
persistente, una sustancia persistente, bioacumulativa y tóxica o una sustancia persistente y bioacumulativa.



De todas estas sustancias las más utilizadas en el territorio nacional son los insecticidas aldicarb
y carbofurano, que aparecen en el 50% y en el 22% de los episodios de envenenamiento anali-
zados, respectivamente, seguidos de otros productos como el metomilo (4%), el endosulfán
(3%), la estricnina (3%) o el rodenticida bromadiolona (2%). (Ver figura 5).

Para darnos cuenta de la peligrosidad de estas sustancias podemos analizar la dosis letal media
(DL50) de alguno de estos productos. Se trata de la dosis de una sustancia que resulta mortal
para la mitad de un conjunto de animales de prueba. En este caso analizamos aldicarb, carbofu-
rano y estricnina por ser sustancias habitualmente utilizadas. Como se puede ver en la figura 6
unos pocos gramos de estas tres sustancias pueden causar la muerte de una gran cantidad de
aves y mamíferos, incluido el hombre.

Estas sustancias formaban parte de muchos de los cebos encontrados en diferentes episodios de
veneno. En total se recogieron 1694 cebos elaborados con diferentes materiales, principalmente
trozos de carne. En ocasiones las sustancias se impregnaban en cadáveres enteros que servían
de cebo, así se encontraron hasta 13 ovejas emponzoñadas que fueron la causa de algunos en-
venenamientos masivos de buitres leonados y negros. Otro aspecto a destacar es el uso de ali-
mentos comunes como embutidos, pan, tortillas o sardinas en conserva. La utilización de este
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Figura. 5. Sustancias más utilizadas como veneno en España entre los años 2005-2010.



tipo de cebos sin duda constituye un peligro potencial desde el punto de vista de la sanidad pú-
blica, sobre todo si se tiene en cuenta que algunos han aparecido en zonas públicas como colegios
o parques.
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Fig. 6. Potencial letalidad de las sustancias carbofurano, estricnina y aldicarb.



Conclusiones

Los datos analizados reflejan que el uso de veneno sigue siendo una práctica habitual en el medio
natural, utilizandose como método de control de depredadores. A pesar de los esfuerzos hechos
desde algunas administraciones públicas, ONG y cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado,
este delito contra la fauna continúa estando presente en nuestros campos. Si bien se aprecia un
descenso en el número de episodios y especies afectadas con respecto a estudios anteriores
(WWF/Adena, 2006) debido a los avances en la lucha contra el veneno, las cifras arrojan un im-
pacto sobre determinadas especies que obliga necesariamente a continuar disponiendo los medios
suficientes para prevenir, vigilar y perseguir esta práctica delectiva.
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Capítulo III

REGULACIÓN ADMINISTRATIVA DEL USO DE VENENO
David de la Bodega, coordinador del Proyecto Life+ VENENO. SEO/BirdLife.

El uso de cebos envenenados a parte de ser un delito recogido en nuestro Código Penal es una
infracción administrativa regulada tanto en la legislación estatal como autonómica. Además, en
el ámbito internacional comienza  tímidamente a elaborarse un marco jurídico que permita adop-
tar medidas contra esta práctica a nivel global.

A continuación se exponen las diferentes normativas que, más allá del ámbito penal, prohíben
el uso de cebos envenenados. 

Ámbito internacional

El control de depredadores mediante el uso de cebos envenenados está extendido a escala mun-
dial, en particular en las zonas donde existen conflictos con la ganadería y la gestión de la caza
(Graham, Beckerman & Thirgood 2005; Sotherton, Tapper & Smith 2009). El veneno es el mé-
todo de erradicación de depredadores más utilizado en todo el mundo (Márquez, Vargas & Fa
2012). A pesar de ello no encontramos un marco jurídico que prohíba esta práctica a nivel inter-
nacional. En el caso de las especies migratorias las acciones contra el uso ilegal de veneno en
ámbitos mayores a los nacionales se hace imprescindible para que el esfuerzo de conservación
realizado en determinados países no quede frustrado por la insuficiente actuación en otras zo-
nas.

En Europa, y dentro del Convenio relativo a la conservación de la vida silvestre y del medio na-
tural de Europa (Convenio de Berna hecho el 19 de septiembre de 1979), si encontramos la pro-
hibición del uso de cebos envenenados. El artículo 8 de esta norma insta a las Partes Contratantes
a prohibir la utilización de todos los medios no selectivos de captura y muerte y de los medios
que puedan causar localmente la desaparición o turbar seriamente la tranquilidad de las pobla-
ciones de una especie. Algunos de esos medios se enumeran en el anexo IV del tratado, inclu-
yendo al veneno y los cebos envenenados o anestésicos. Este convenio fue ratificado por España
el 13 de mayo de 1986.

Las directivas relativas a las aves silvestres (Directiva 2009/147/CE) y a los hábitats (Directiva
92/43/CEE) constituyen el marco en el que se aplican las disposiciones del Convenio de Berna



en la UE. La primera incluye en su artículo 8 la obligación de que los Estados miembros prohíban
los métodos de captura enumerados en la letra a) de su Anexo IV, entre los que se encuentran
los cebos envenenados o tranquilizantes. En los mismos términos se expresa la Directiva Hábitats
que recoge la misma prohibición en su artículo 15 y en la letra a) de su Anexo VI.

En otras regiones como África nos encontramos con el Convenio Africano sobre la Conservación
de la Naturaleza y los Recursos Naturales que establece para las partes signatarias diversas obli-
gaciones de conservación, entre ellas la de actuar contra los métodos de caza ilegales. El artículo
IX 3 b) iii prohíbe el uso de todos los medios masivos y no selectivos de caza, identificando en
su Anexo 3 el uso de venenos y cebos envenenados o anestésicos como uno de esos medios.

A nivel internacional únicamente el Convenio sobre Especies Migratorias, ha alertado de la ne-
cesidad de adoptar medidas de forma global ante esta amenaza para la biodiverdiad mundial.
En la Resolución 10.26 adoptada en la 10ª Conferencia de la Partes de dicho convenio (Bergen,
20-25 Noviembre 2011), se hace un llamamiento a los países firmantes para reducir al mínimo
el riesgo de envenenamiento para las aves migratorias. La resolución también prevé la creación
de un Grupo de Trabajo sobre minimización del envenenamiento de especies migratorias que
trabaja al tiempo de la publicación de este manual en unas guías que permitan alcanzar ese ob-
jetivo. Se han establecido 5 áreas de trabajo y que son el origen del envenenamiento de especies
migratorias: plomo, productos veterinarios, fitosanitarios, rodenticidas y cebos envenenados.
Esas guías serán sometidas a la aprobación de la reunión de las Partes que tendrá lugar en 2014
y podrán ser la base para una regulación legal sobre el envenenamiento de especies migratorias. 

Ámbito estatal

La transposición de la normativa comunitaria que prohíbe el uso de veneno para la captura o
muerte de animales la encontramos en la Ley 42/2007, del Patrimonio Natural y de la Biodiver-
sidad (BOE nº 299 de 14/12/2007), que establece en su artículo 62.3 la prohibición de la tenencia,
utilización y comercialización de todos los procedimientos masivos o no selectivos para la cap-
tura o muerte de animales, enumerando en su anexo VII al veneno como uno de estos métodos.

Por otro lado, en el año 2004 fue aprobada, con un amplio consenso, la Estrategia Nacional con-
tra el Uso Ilegal de Cebos Envenenados en el Medio Natural en España, que contiene los criterios
orientadores para acabar con el problema. Se estructura en tres grandes objetivos: información
y mejora del conocimiento, prevención, disuasión y persecución del delito. Para cada uno de
ellos establece una serie de criterios orientadores dirigidos a la erradicación del uso ilegal de
cebos envenenados.

Ámbito autonómico

Adicionalmente a la normativa europea y nacional, la legislación de las comunidades autónomas
también incluye preceptos sobre la prohibición de utilización de sustancias como el veneno. Esta
prohibición se recoge en normas reguladoras de la caza o de protección de la naturaleza, contando
la mayoría de las comunidades autónomas con regulación específica para la prohibición del uso
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ilegal de veneno. A continuación se expone la normativa en cada una de ellas (Tabla 5) y las in-
fracciones previstas en las diferentes comunidades autónomas por uso de veneno (Tabla 6). 
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Tabla 5. Normativa autonómica en materia de uso de veneno.

Comunidad Autónoma Normativa

Normativa autonómica en materia de uso de veneno

Disposición

Andalucía Ley 8/2003, de 28 de octubre, de la flora y la fauna silvestres de Andalucía art. 8, 16, 33 y 75 Anexo I

Aragón La ley  5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón art. 20 y 47

Baleares Ley 6/2006 de 12 de abril, balear de caza y pesca fluvial art. 33, 37, 73 y 90

Canarias Ley 7/1998, de 6 de julio, de caza de Canarias art. 43 y 50

Castilla y León Ley 4/1996, de 12 de julio, de Caza, de Castilla y León art. 31 y 74

Madrid - (Ley Estatal de Caza de 1970) - -

Valencia Ley 13/2004, de 27 de diciembre, de Caza de la Comunidad Valenciana art.12, 38, 58

Cataluña Decreto Legislativo 2/2008, de 15 de abril, por el que se aprueba el Texto re-
fundido de la Ley de protección de los animales

art. 5 y 44

Asturias Ley 2/1989, de 6 de junio, de Caza

Decreto 24/1991, de 7 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Caza

art. 25 y 46

art.49

Cantabria Ley 4/2006, de 19 de mayo, de Conservación de la Naturaleza de Cantabria

Ley 12/2006, de 17 de julio, de Caza de Cantabria

art. 38, 53 85 y 86 Anexo VI

art. 34 y 66 

Galicia Ley 4/1997, de 25 de junio, de Caza de Galicia

Decreto 284/2001, de 11 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento
de caza de Galicia

art. 32, 34, 57, 58, 59

art. 32 

La Rioja Ley 9/1998, de 2 de julio, de Caza de La Rioja

Decreto 17/2004, de 27 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de
Caza de La Rioja

art.37 y 82

art.59

Murcia Ley 7/1995, de 21 de abril, de Fauna Silvestre de la Región de Murcia

Ley 7/2003, de 12 de noviembre, de Caza y Pesca Fluvial de la Región de
Murcia

art. 26, 115 y 119

art. 46, 51 y 100 y 104

Navarra Ley Foral 2/1993, de 5 de marzo, de Protección y Gestión de la Fauna Silvestre
y sus Hábitats

Ley Foral 17/2005, de 22 de diciembre, de Caza y Pesca de Navarra

art. 27 y 112

art. 20, 39, 51, 77, 89 y 92

País Vasco Ley 16/1994, de 30 de junio, de Conservación de la Naturaleza del País Vasco

Ley 2/2011, de 17 de marzo, de Caza

art. 67 y 76

art. 34.4, 38.4 y 55.16

Extremadura Ley 8/1998, de 26 de junio, de Conservación de la Naturaleza y de Espa-
cios Naturales de Extremadura

Ley 14/2010, de 9 de diciembre, de caza de Extremadura

art. 66

art. 35 y 87 

Castilla-La Mancha Ley 2/1993, de 15 de julio, de caza de Castilla-La Mancha

Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza

art. 26, 36, 56 y 86

art. 22, 64, 69Bis, 109 y 111
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Además de la normativa administrativa referida, algunas Comunidades Autónomas han aprobado
instrumentos de planificación que incluyen objetivos y medidas de acción para la lucha contra
el veneno. 

La normativa referida a nivel estatal y autonómico conforma un marco suficiente que establece
claramente la responsabilidad legal para el uso de cebos envenenados. No obstante, su aplicación
requiere del compromiso político y la dedicación de medios a la investigación y persecución de
los delitos e infracciones cometidos.

En los capítulos siguientes se hace un análisis de algunos aspectos de la normativa estatal y au-
tonómica señalada.
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Análisis de las infracciones administrativas en materia de veneno

Administración Norma Fecha aprobación

Estatal 23/09/2004Estrategia nacional contra el uso ilegal de cebos envenenados en el
medio natural.

Andalucía 01/12/2004Estrategia para la erradicación del uso ilegal de cebos envenenados
en Andalucía.

Aragón 08/05/2007Orden del Departamento de Medio Ambiente, por la que se aprue-
ba el Plan de Acción para la erradicación del uso ilegal de venenos
en el medio natural en Aragón.

Castilla-La Mancha 02/08/2005Orden de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se aprueba
el Plan Regional de Lucha contra el Uso Ilegal de Venenos en el
Medio Natural.

Valencia 26/04/2012Instrucción de la Dirección General de medio natural, contra el uso
ilegal de veneno en la Comunitat Valenciana.

Tabla 7. Estrategias y Planes de actuación contra el uso ilegal de veneno.

Planes y protocolos



Capítulo IV
DELITO CONTRA LA FAUNA. 
ARTÍCULO 336 DEL CÓDIGO PENAL
César Estirado de Cabo, Fiscal Delegado de Medio Ambiente de Madrid.

Características del tipo penal
El uso de veneno recogido en el artículo 336 del Código Penal es un delito de simple actividad y de
peligro abstracto. Como se ha expuesto en algunas Sentencias de Audiencias Provinciales, mientras
los tipos de caza del artículo 334 ó 335 son de resultado, pues van referidos a especies determinadas,
el tipo que nos ocupa del artículo 336 se consuma con la colocación del veneno o los demás medios
típicos, con la finalidad de caza, sin ser necesaria la captura deseada para dicha consumación. De
este modo, el legislador anticipa la barrera de protección penal al momento en que se pone en peligro
el bien jurídico protegido (que es en principio la protección de la fauna y más específicamente el
equilibrio cinegético, aunque realmente se extiende a la seguridad y salud de las personas), sin es-
perar a su lesión efectiva. Por otra parte, al no exigirse ninguna proximidad a una situación real de
riesgo, considero que estamos ante un delito de peligro abstracto.

La conducta típica es el empleo ilegal de veneno para la caza o pesca, o bien medios explosivos,
o bien otros instrumentos o artes de similar eficacia destructiva para la fauna. Se trata, en defi-
nitiva, de lo que se ha denominado medios o procedimientos de caza “masivos”, pero con el
añadido de que debe tener eficacia destructiva equiparable al veneno o a los explosivos. Así ha
estado la redacción del tipo desde su redacción original con el Código Penal de 1995 hasta la
reforma de la Ley Orgánica 5/2010. Estas exigencias y el principio de legalidad y taxatividad
que rigen nuestro Derecho Penal, que proscribe cualquier interpretación analógica e incluso ex-
tensiva de la norma penal, han provocado importantes problemas en la interpretación del tipo,
en cuanto si el mismo era o no aplicable a la utilización de medios como los lazos. Así, en oca-
siones se hacía depender de su forma y características, su número y colocación, real capacidad
de incidencia para las especies que pudieran estar afectadas. Así, resoluciones de la Audiencia
Provincial de Asturias de 20-2-00 y 23-6-05, de Tarragona de 22-2-02, de Huesca de 11-10-01
y de Huelva de 25-9-06. En sentido contrario la de Cuenca de 14-5-04. Se han excluido del tipo
la utilización de focos luminosos y carabinas (Audiencia Provincial de Badajoz, Sentencia de
16-11-98), redes para la caza de aves (Badajoz, 2-11-98 y 19-10-98), luz eléctrica (Teruel, 10-
11-07) y colocación de cepos tipo ballesta (Tarragona, 8-1-07). La Audiencia Provincial  de Ta-
rragona ha dictado Sentencias contradictorias sobre el uso de la liga (reclamo eléctrico con
empleo posterior de disolvente para liberar las piezas no seleccionadas). 
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En este sentido, ha tenido una gran importancia la reforma de la Ley Orgánica 5/2010 que añade
a los medios de similar eficacia destructiva la importante expresión alternativa “o no selectiva”.
Sobre todo teniendo en cuenta que la Ley 42/2007 de Patrimonio Natural y Biodiversidad esta-
blece en su artículo 62.3 a) la prohibición de todos los procedimientos masivos o no selectivos
para la captura o muerte de animales, haciendo una relación expresa de algunos en su Anexo
VII. A estos efectos, en la reunión de la Sección de Medio Ambiente de la Fiscalía de Madrid
de 14-10-10, siguiendo el criterio establecido en la Reunión anual de Fiscales Delegados de Me-
dio Ambiente a nivel nacional, se acordó que “en relación con la nueva redacción del artículo
336, se debe interpretar la ampliación de la conducta típica relativa al empleo de artes de eficacia
no selectiva para la fauna, en el sentido de incluir en el tipo la utilización de instrumentos como
los cepos o lazos, que si bien no tienen gran eficacia destructiva (salvo colocación de un elevado
número), no son selectivos, en cuanto el agente no puede controlar el animal o incluso la persona
que puede ser víctima de la trampa instalada.” 

La gravedad. Agravantes específicas
Desde su introducción en el Código de 1995 se ha contemplado una agravante específica, con-
sistente en que “el daño causado fuere de notoria importancia”. Esta agravación implica, en pri-
mer lugar, la materialización del peligro típico en un daño, que queda fuera del tipo básico, como
hemos visto. Y, en segundo lugar, que este daño sea de notoria importancia. Considero que para
apreciar esta notoria importancia será preciso normalmente un informe pericial que la justifique,
por ejemplo, por afectar al equilibrio cinegético de una especie en una determinada zona, bien
por la cantidad de ejemplares afectados, bien por la singularidad de la propia especie. No obs-
tante, esta agravación no puede ser automática por el hecho de que la especie dañada esté cata-
logada como amenazada o en régimen de interés especial, situación que haría aplicable el delito
del artículo 334 ó 335.1, respectivamente, pues supondría una vulneración de la prohibición de
la doble punición por un mismo hecho (ne bis in idem), pues el resultado operaría como funda-
mento de la agravación y a la vez de otro delito. 

La comisión por dolo o a título de imprudencia
Este tipo sólo puede cometerse a título de dolo, pues no se prevé su comisión culposa o impru-
dente. Como se sabe, el Código de 1995 introdujo el sistema cerrado de comisión de los delitos
por impudencia, revocando el anterior sistema abierto. En efecto, el Código Penal de 1973 con-
tenía un precepto que operaba como cláusula general que permitía la comisión de cualquier
delito por imprudencia, siguiendo determinados requisitos. Por el contrario, el Código Penal de
1995 establece en su artículo 12 que “las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán
cuando expresamente lo disponga la ley”. Por tanto, si no hay tal previsión específica, el dolo
será requisito del tipo. Como en este tipo no se prevé expresamente dicha comisión imprudente,
es claro que sólo será típica la conducta dolosa. 

Además no podría ser de otra manera en este caso, pues si bien la conducta es de mera actividad,
debe haber una finalidad típica, cual es la del empleo del veneno o los demás medios típicos
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“para la caza o pesca”. Por tanto, se trata de las llamadas actividades típicas preordenadas. Esta
finalidad típica forma parte del dolo, que además opera como un dolo directo de primer grado,
y como un dolo específico, que presupone el dolo genérico, consistente en la conciencia y vo-
luntad respecto de la acción típica (por ejemplo, la colocación del cebo envenenado), al cual se
añade que dicha acción debe ir dirigida a obtener la captura de determinadas piezas o especies
animales. 

Delito continuado y el concurso de delitos
Difícil resulta en mi opinión la apreciación de la continuidad delictiva en este tipo, dada su con-
figuración. En efecto, el tipo requiere el empleo de veneno, explosivos o determinados instru-
mentos o artes para la caza o pesca, con lo cual, el que se utilicen una pluralidad de tales medios,
si se trata de una unidad espacio-temporal, existirá un delito simple, y no continuado, dada la
definición tan genérica de la conducta. Máxime cuando se contempla la agravación específica
de causar daños de notoria importancia, que normalmente requerirá el empleo muy numeroso
de estos procedimientos ilegales. 
Sólo será posible entonces la continuidad delictiva si se tratase de actuaciones claramente sepa-
radas en el espacio o/y en el tiempo, de modo que se diera lugar a conductas diferenciadas típi-
camente, que, por no estar excesivamente distanciadas, y formar parte de un mismo plan
criminal, reunieran los requisitos de la continuidad delictiva, prevista en el art. 74 del Código
Penal.
En cuanto al concurso de delitos, el mismo puede tener lugar al tratarse de un delito de mera ac-
tividad, en el caso que se produzca un resultado comprendido en otro tipo penal. En concreto,
si se produce la captura de una especie  amenazada (art. 334) o cuya caza está prohibida por
estar catalogada de interés especial o no estar prevista en la Orden de caza como pieza de caza
(art. 335.1), o incluso por tratarse de caza furtiva (art. 335.2). En primer lugar, debe aclararse
que en estos casos debe apreciarse concurso entre estos delitos y el del artículo 336, que preva-
lece sobre la agravación especial del artículo 335.4 consistente en la utilización de artes o medios
prohibidos, debido al principio de especialidad. En segundo lugar, veo claro que se trata de un
concurso de delitos, y no de normas, ya que se trata de una conducta que ataca bienes jurídicos
diferenciados, pues mientras en el artículo 336 se protege toda la fauna puesta en peligro por el
procedimiento ilícito utilizado para su eventual captura, en los otros tipos el bien jurídico pro-
tegido se limita al ejemplar o ejemplares concretos capturados de forma real y efectiva. Por lo
tanto, la aplicación del tipo del artículo 336 no agota el desvalor de la acción, que se extiende
con la producción de un resultado previsto específicamente en otros tipos. Es decir, las especies
que se ponen en peligro con la acción prevista en el artículo 336 del Código Penal van más allá
de los ejemplares concretos capturados. Por lo tanto, no puede funcionar el principio de absor-
ción o progresividad delictiva, que presupone que la misma acción pone en peligro un determi-
nado bien jurídico y luego lo daña, situación que nos llevaría al concurso de normas, en que el
tipo de resultado absorbe al de peligro. Finalmente, creo que estamos ante un concurso ideal de
delitos, previsto en el artículo 77 del Código Penal. En efecto, se trata de una conducta única (la
colocación de un cebo envenenado, o de un lazo) que produce el peligro genérico para la fauna
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previsto en el artículo 336, y además un resultado típico de los artículos 334 ó 335. La captura
ulterior no se produce por una nueva conducta diferente de la prevista en el artículo 336, sino
por el propio azar, si bien este resultado azaroso está comprendido en el dolo del sujeto. En de-
finitiva, se trata de una misma conducta, que ataca dos tipos penales distintos.

Penalidad y medidas complementarias de recuperación del daño
Las penas previstas en el tipo básico en su redacción inicial del Código Penal de 1995 consis-
tieron en la de prisión de 6 meses a 2 años o multa de 8 a 24 meses. En el artículo 337 se preveía
la pena adicional de inhabilitación especial para el ejercicio de derecho de caza o pesca por 3 a
8 años.  Tras la reforma introducida por la Ley Orgánica 15/2003 se redujo el límite inferior de
la pena de prisión a 4 meses, dejando igual el límite superior y la pena alternativa de multa.
Además se introdujo la pena adicional de inhabilitación para la caza o pesca en el propio artículo
336 pero reduciendo notablemente su duración, que pasa a ser de 1 a 3 años. Tras la reforma de
la Ley Orgánica 5/2010 se mantienen idénticas tales penas. El subtipo agravado siempre ha pre-
visto la imposición de la pena de prisión del tipo básico en su mitad superior. 
La responsabilidad civil consistente en la reparación del daño causado y la indemnización de
perjuicios normalmente se referirá a los daños efectivos que se causen a determinados ejemplares
de caza.  Debe recordarse que según nuestro Código Civil las piezas de caza son res nullius, y
su propiedad se adquiere por su apropiación u ocupación ejerciendo el derecho de caza. Por
tanto, la indemnización por la pérdida o daño de dichas piezas de caza debería tener como be-
neficiaria a la Consejería de Medio Ambiente, que tiene competencias sobre la protección de la
fauna. No obstante, si los hechos ocurren dentro de un coto de caza, con su correspondiente Plan
de Aprovechamiento Cinegético aprobado, está claro que aunque su titular no tiene la propiedad
de las piezas de caza, sí tiene derechos económicos derivados de la explotación cinegética del
coto, que se ven afectados, por lo que entiendo que en este caso dicha indemnización debe ir en
su favor. Puede haber casos en que los daños no se limiten a la pérdida de piezas, sino a la re-
cuperación de las mismas si no han muerto, o a otros daños ambientales, que habrá que acreditar
en cada caso para exigir su reparación. Así, podría contaminarse un terreno por restos de veneno
y ser necesaria su restauración. En cualquier caso, la necesidad de cualquier medida restaurativa
tendría encaje en el artículo 339 del Código Penal que prevé que “los jueces o tribunales orde-
narán la adopción, a cargo del autor del hecho, de las medidas necesarias encaminadas a restaurar
el equilibrio ecológico perturbado”.
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Capítulo V
Cuestiones práCtiCas ante la CalifiCaCión
provisional de un presunto delito Contra la
fauna por ColoCaCión de Cebos envenenados.
pablo ayerza, asesor jurídico del proyecto Life+ VENE (seo/birdlife) y WWf/españa

si tal y como se analiza en los diferentes Capítulos de este libro, el camino que se ha seguido
durante la instrucción ha sido normalmente largo y complejo, el momento en el que las acusa-
ciones se enfrentan al trámite de calificación no está exento de solventar numerosas cuestiones
de carácter jurídico. entre las más destacadas planteamos las siguientes: 

La continuidad delictiva
la penalidad de los delitos ambientales es baja y rara vez va a implicar el cumplimiento efectivo
de penas privativas de libertad, incluso en casos de trascendencia, sobre todo porque el conde-
nado no suele tener antecedentes penales y las penas impuestas no sobrepasan los dos años de
privación de libertad, pudiendo quedar relegadas a multa cuando se trata de delincuentes pri-
marios en asuntos donde no se ha podido acreditar la muerte de especies catalogadas. 
por esta razón, en el ámbito ambiental es especialmente importante valorar todo el material fác-
tico de que se disponga a fin de posibilitar a la acusación mantener la calificación de los delitos
en forma continuada, con el consiguiente aumento de pena.
el artículo 74 del Código penal establece que el que en ejecución de un plan preconcebido o
aprovechando idéntica ocasión, realice una pluralidad de acciones u omisiones que ofendan a
uno o varios sujetos e infrinjan el mismo precepto penal o preceptos de igual o semejante na-
turaleza, será castigado como autor de un delito o falta continuados con la pena señalada para
la infracción más grave, que se impondrá en su mitad superior, pudiendo llegar hasta la mitad
inferior de la pena superior en grado.

por tanto, para que exista delito continuado deberemos estar en presencia de una pluralidad
de acciones u omisiones punibles, que infrinjan el  mismo artículo del Código penal u otro
de parecida naturaleza, y que tales infracciones se hayan realizado en ejecución de un plan
preconcebido o aprovechando idéntica ocasión. existe un “plan preconcebido” cuando hay
una intención inicial que se va desarrollando en episodios sucesivos. existe “aprovechamien-
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to de idéntica ocasión” cuando el autor va repitiendo hechos en casos en que se le presentan
ocasiones también sucesivas. la presencia del plan preconcebido suele ser bien conocido e
identificado por los agentes actuantes en cada caso concreto, por cuanto normalmente las
acciones responden bien a una labor de erradicación indiscriminada de predadores en el ám-
bito cinegético, por intereses ganaderos, etc., que deberán ser puestos de manifiesto en el
atestado a través de los datos de que se disponga. el aprovechamiento de idéntica ocasión
en el ámbito ambiental vendrá referido habitualmente a la posición de dominio o garante que
el autor ejerza, por ejemplo, por su profesión o labor de guarda, titular cinegético, ganadero,
la disponibilidad de determinadas artes o medios prohibidos, el aprovechamiento de deter-
minadas épocas del año (veda, paridera, etc.).     

así, es habitual en los delitos contra el medio ambiente que no nos encontremos ante actuaciones
singulares o aisladas (un cebo, un disparo, una captura), sino que normalmente constituyan una
auténtica reiteración de acciones e incluso de utilización conjunta o simultánea de diversos mé-
todos para conseguir el mismo fin. por ejemplo, en la eliminación ilegal de predadores se suelen
utilizar varios métodos de forma conjunta (como veneno en unión de lazos sin medidas reduc-
toras de su impacto, cajas trampa con cebo vivo).

en todo caso es esencial acreditar: 

1) la reiteración  temporal del hecho delictivo, de forma que pueda quedar acreditado que se
realizaban labores de conservación y mantenimiento de la acción con un ámbito temporal
mayor al de la mera acción inicial (por ejemplo acreditando que existen cebos de varios días
junto con cebos muy recientes, de acuerdo a la pérdida de humedad o putrefacción que pre-
sentan), o las labores de limpieza de cadáveres del campo, con distinto grado de conservación,
y reposición de los cebos. 

2) la pluralidad de métodos empleada, como por ejemplo es habitual respecto de cebos enve-
nenados en unión de lazos ilegales o jaulas trampa, e incluso de métodos autorizados, que
precisan de revisión periódica. 

3) la diferente ubicación espacial de las acciones con desplazamientos necesarios, que permitan
separar y dar independencia a las acciones desarrolladas.

de esta forma, la apreciación de delito continuado ofrece la posibilidad de acometer con mayor
vigor y dureza la comisión sucesiva y reiterada de acciones contrarias a un mismo bien jurídico
protegido, que de ordinario suelen quedar calificadas como un solo delito, cuando su realización
esta poniendo de manifiesto una intensidad criminal y reiteración más allá de la mera unidad de
acción. el delito continuado exige que no exista esa unidad de acción, que concurre cuando los
mismos movimientos corporales típicos se reiteran en un mismo espacio y de manera tempo-
ralmente próxima (varios puñetazos seguidos configuran un único delito de lesiones…) de ma-
nera que para un observador imparcial el hecho pueda ser considerado como una misma acción
natural, careciendo de sentido alguno descomponerlo en varios actos delictivos (STS 670/01
de 19 de abril). 
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de forma usual, en los casos de envenenamiento, la continuidad delictiva está también presente
en el artículo 334 del Código penal, respecto de las especies protegidas, en el momento en que
se produce la mortandad indiscriminada de diversos ejemplares. la calificación más correcta
pasa por no considerar aisladamente cada uno de los ejemplares muertos como consecuencia de
la colocación de cebos como constitutivo de un delito, a la vista de los fundamentos anteriores. 

El concurso de delitos
también es usual que la colocación o empleo de cebos envenenados no aparezca como el único
hecho criminal en la calificación provisional, sino que vaya en unión del tipo del artículo 334
del Código penal (para la muerte de especies protegidas) o el artículo 335 (muerte de especies
respecto de las que esté prohibida su caza), e incluso, del delito de daños del artículo 263 del
Código penal cuando se trate de animales domésticos como perros o gatos, siempre que se supere
en tasación el valor señalado legalmente. es decir, lo casos donde el veneno ha conseguido su
finalidad.  

es evidente que dada la naturaleza del artículo 336 del Código penal, de riesgo, orientado a
avanzar las barreras de protección penal para evitar precisamente que por su peligrosidad y ca-
rácter no selectivo sea utilizado, no es preciso acreditar que se ha producido el resultado de dar
muerte a ningún animal. pero también es cierto que cuando aparece envenenado cualquier tipo
de animal, hay que optar en el escrito de acusación por qué fórmula concreta de concurso de de-
litos nos decantamos.

avanzando nuestra opinión, consideramos que lo más correcto técnicamente será formular acu-
sación por concurso ideal, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 77 Código penal, con la re-
percusión penológica que implica: 2 …  se aplicará en su mitad superior la pena prevista para
la infracción más grave, sin que pueda exceder de la que represente la suma de las que corres-
pondería aplicar si se penaran separadamente las infracciones. 3. Cuando la pena así compu-
tada exceda de este límite, se sancionarán las infracciones por separado.

seguimos en este punto el razonamiento que se establece desde la sentencia del tribunal su-
premo de 12 de noviembre de 1.998, posteriormente ratificada y consolidada, por la que se con-
sidera que entre los delitos de riesgo y los de resultado se establecerá relación de concurso ideal
cuando el resultado dañoso no se haya consumado sobre todos los posibles bienes jurídicos pro-
tegidos expuestos al riesgo, lo que en el caso de los delitos por envenenamiento es prácticamente
imposible, al existir siempre una generalidad de especimenes potencialmente susceptibles de
ser afectados mayor que a los que efectivamente se les ha causado la muerte. de esta forma la
condena es por los dos delitos, pero en la determinación de la pena habrá que atender a lo dis-
puesto en el artículo 77 del Código penal.  

Consideramos por tanto que no debe entenderse subsumido el delito del 336 del Código pe-
nal, de colocación de cebos envenenados, en los tipos de resultado a que de lugar la acción,
anulando en la práctica su aplicación ni el aumento de pena por la concurrencia con los delitos
de resultado que proceda, dado que las especies que hayan resultado muertas no suponen la
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totalidad de las existentes en el medio afectado, habiendo causado el riesgo en otras que no
se han visto afectadas.  
otro criterio sostenido en las acusaciones, e incluso en varias sentencias dictadas por acuerdo
entre las partes, es el que admite la independencia del delito del 336 y los correspondientes a ti-
pos de resultado, en el denominado concurso real. en aplicación del mismo se formula acusación
por los delitos de forma autónoma, sumándose individualmente. en apoyo de esta tesis siempre
se ha puesto de manifiesto que el delito de mero riesgo tipifica el empleo de un medio no selec-
tivo y masivo como el veneno, sin entrar a considerar si se ha creado o no un riesgo concreto
para ningún ejemplar, y que por lo tanto, la muerte o menoscabo posterior derivado de su empleo
constituye un delito autónomo del primero, que sólo tipifica el medio. 

La responsabilidad civil subsidiaria
si atendemos a un puro dato estadístico, en los procesos penales, por empleo de cebos envene-
nados, vamos a encontrarnos en la mayoría de los casos con imputados que, como presuntos
autores materiales de los hechos, son a la vez dependientes cinegéticos o de explotaciones ga-
naderas. dependientes en sentido amplio, es decir, trabajadores, servicios contratados como
guardería, colaboradores “oficiosos” pero con el dato de la regularidad en la prestación de su
trabajo, y en el caso de asociaciones y sociedades de capital, miembros de las Juntas directivas
u órganos de gobierno.
en estos casos, y a la vista de las importantes responsabilidades civiles que pueden derivarse de
la comisión de los delitos (daños a especies catalogadas y espacios naturales), es necesario que
dentro de la fase de instrucción quede acreditada la relación laboral, de dependencia u organi-
zativa, con la persona física titular o dentro de la persona jurídica, a los efectos de poder llamar
al procedimiento en calidad de responsable civil subsidiario (art. 120 del Código penal), y en su
momento se les pueda imponer fianzas para responder de los daños o recuperación del medio
afectado. la cuestión práctica afecta a que de otra forma, la insolvencia declarada del condenado
puede llevar a una total insatisfacción de la reparación del daño.
en principio dicho llamamiento no presenta especial problema y se viene materializando en los
escritos de acusación provisional, dándose traslado a quien se identifique como tal responsable
civil subsidiario de acuerdo a los datos de la instrucción. práctica hasta ahora poco habitual,
todo hay que decirlo, pero que por ejemplo, en los concretos casos en los que los imputados son
peones de las explotaciones agrarias y/o cinegéticas, o miembros de los órganos de gobierno,
merece ser tenida en consideración para evitar la insatisfacción de la recuperación ambiental,
elevada a rango constitucional por el artículo 45 de la Constitución.
también cobra especial importancia desde el momento en que por la reforma del artículo
339 del Código penal que ya no establece como posibilidad la imposición al condenado de
las medidas de recuperación del equilibrio ecológico o de protección de los bienes tutelados,
sino que las exige de Jueces y tribunales. de esta forma, la responsabilidad civil subsidiaria
avanza en el sentido que ya la legislación administrativa de forma tradicional viene reco-
giendo en las normas sancionadoras de caza y protección del medio ambiente, al establecer
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la responsabilidad de empleadores respecto de sus trabajadores o dependientes en sentido
amplio, como parte de la responsabilidad in eligendo o in vigilando: baste como ejemplo a
este respecto el artículo 22.1 de la ley 9/1999 de Conservación de la naturaleza de Castilla
la Mancha, al establecer que “los titulares cinegéticos son responsables subsidiarios de las
infracciones que en el ejercicio de su trabajo realicen sus empleados en acciones de molestia
intencionada, persecución, captura o muerte de especies de fauna amenazada”. de esta for-
ma se puede atenuar la estrategia de los verdaderos autores intelectuales de estos delitos, de
conseguir de sus empleados, usualmente con baja cualificación laboral y escasa remunera-
ción, que se hagan únicos responsables de la acción por no implicar la condena el cumpli-
miento en prisión. 

en las audiencias provinciales, y respecto de las personas jurídicas cuando alguno de los miem-
bros de sus órganos de gobierno aparecen como imputados, parece prevalecer el criterio de que
si coincide en la persona física imputada el carácter de administrador, apoderado o representante
legal de cualquier tipo, es suficiente incluso con que conste de forma clara la reclamación de
contenido económico contra la persona jurídica a los efectos de que se entienda bien construida
la misma. no obstante, en buena práctica se deberá cuidar en todos los casos en que haya daños
de la adecuada citación del posible responsable civil subsidiario a los efectos de tramitación de
pieza de responsabilidad civil en los términos de la ley de enjuiciamiento Criminal (art. 615 y
siguientes leCr.), o en todo caso, del traslado del escrito de acusación para defensa y asistencia
a juicio. en este sentido se pronuncia la sap valencia 13-10-2011.        

La reparación del daño y la responsabilidad civil derivada de los delitos de uso
de cebos envenenados
sin duda, es este un capítulo de extraordinaria complejidad, en el que con sentido práctico los
tribunales vienen acogiendo las indemnizaciones por muerte de fauna (sean especies catalogadas
o no) de acuerdo con los baremos administrativos publicados en cada comunidad autónoma. de
esta forma, al igual que sucede con el baremo de ámbito estatal para cuantificación del daño por
lesiones o fallecimientos derivados de accidente de circulación, los jueces y tribunales disponen
de una herramienta directa, fácil y de indiscutible objetividad para establecer el daño directo
causado por la muerte de especies silvestres. en los casos de animales domésticos es usual la
práctica de periciales judiciales, muy importantes cuando el valor supera los cuatrocientos euros
(algo por otra parte habitual en perros de raza), cualificando el resultado como delito de daños.

ejemplo paradigmático de lo anterior los tenemos en la sentencia 150, de seis de junio de 2013,
de la audiencia provincial de Jaén, en la que se establece como valor de un ejemplar de lince
ibérico (declarado en peligro de extinción) la cantidad de 6.010,12.- €, de acuerdo con el baremo
administrativo de la Comunidad de andalucía vigente al momento de producirse los hechos, y
revocando la inicial cantidad de 115.000.- € solicitados por las acusaciones y fijada por la sen-
tencia de instancia del Juzgado de lo penal, sobre la base de dividir el esfuerzo inversor de la
Junta de andalucía y otras administraciones destinado específicamente al mantenimiento y con-
servación de la especie entre el número de ejemplares de lince existentes en la Comunidad au-
tónoma. 
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la sentencia 93/13, de veintidós de marzo, de la audiencia provincial de Zaragoza, que confirma
los argumentos de la dictada por el Juzgado de lo penal 8, y en la que se mantiene el criterio de
valor establecido sobre la base de baremo administrativo (33.015,90.- € por dos ejemplares de
águila perdicera, declarada en peligro de extinción).
por tanto, como primera conclusión, ha de destacarse la necesidad de que la administración am-
biental autonómica apruebe, publique y mantenga debidamente actualizados los baremos in-
demnizatorios por especies catalogadas, pues es una herramienta de carácter objetivo a la que
se suele acudir en la determinación de los daños directos producidos por el envenenamiento de
estas especies.  
sin embargo, en este tipo de delitos, el daño no debe quedar reducido al pago por equivalente
de su valor económico: la biodiversidad resulta usualmente afectada, así como los procesos
ecológicos, y el concepto reparación va más allá de considerar el pago de una simple cantidad.
debemos esforzarnos al máximo desde las acusaciones y las administraciones ambientales en
ofrecer de forma documentada a los juzgados medidas de recuperación del medio, concretas y
orientadas al reestablecimiento de la realidad biológica afectada. esta vía, que en sede adminis-
trativa está desarrollada en la legislación de forma muy desigual según las comunidades autó-
nomas, debe permitir a los Juzgados de lo penal en fase de enjuiciamiento y a los Juzgados en
fase de instrucción, dictar las medidas cautelares y medidas de recuperación a que se refiere el
artículo 339 del Código penal, en tutela preventiva del bien jurídico protegido, o en imposición
de medidas de recuperación del medio a cargo de los responsables.
realmente es un campo en el que (al igual que por lo dispuesto en el art. 6 de la ley 26/2007, de
26 de octubre, de responsabilidad Medioambiental), las competencias judiciales y administrativas
se solapan y no son excluyentes entre sí, debiendo generar una adecuada coordinación entre la sede
judicial y la administrativa, que desde luego merece ser preparada dentro de la fase de instrucción,
jugando a nuestro juicio un papel decisivo los fiscales delegados de medio ambiente.
no obstante, también es frecuente comprobar que varias sentencias dictadas en materia del ar-
tículo 336 Código penal, difieren a la fase de ejecución de sentencia la concreta identificación
de las medidas de recuperación del daño (sentencia 206/2013, de 19 de julio, del Juzgado penal
4 de pamplona; sentencia 141/13, de 17 de junio, del Juzgado de lo penal 1 de don benito) con
el debido auxilio técnico y profesional de la administración competente, o se remiten a lo que
la administración tenga a bien realizar en el ejercicio propio de sus competencias, desligados de
la ejecución judicial de sentencia (sentencia 275/2012, de 24 de septiembre, del Juzgado de lo
penal 5 de Zaragoza).
de cualquiera de las dos formas, hay que procurar avanzar por parte de la administración am-
biental y juzgados de forma paralela, resultando que es la administración quien cuenta con los
medios técnicos y humanos necesarios, así como los conocimientos concretos, para el perma-
nente asesoramiento de los órganos judiciales, aunque no se encuentre desligada de su obligación
de dictar medidas administrativas de carácter cautelar y de recuperación, que en todo caso deben
ser objeto de comunicación a los órganos judiciales, que a su vez las pueden elevar al rango de
medidas cautelares o recuperadoras penales, sin las limitaciones que la legislación administrativa
pueda imponer, al tratarse de sedes distintas.
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La agravante específica de espacio natural protegido
de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 338 del Código penal: “Cuando las conductas definidas
en este Título afecten a algún espacio natural protegido, se impondrán las penas superiores en
grado a las respectivamente previstas”. la agravante tiene por tanto una especial función re-
presora de la conducta y preventiva sobre actuaciones que puedan afectar a dichos espacios, a
través de la sencilla fórmula de elevar la penalidad a la pena superior en grado, lo que puede si-
tuar las penas más allá de los dos años y constituir título suficiente para un cumplimiento efectivo
de pena privativa de libertad.

¿Qué debe entenderse por espacio natural protegido? parecería en un primer momento que que-
da asociado con algunas de las figuras de protección “clásicas” y de mayor rango como son la
de parque nacional, natural, reserva, en la nomenclatura utilizada por la legislación histórica
en la materia.

sin embargo, en nuestro criterio, la agravante del artículo 338 del Código penal no limita de forma
tan restrictiva su aplicación, sino que está encaminada a otorgar este mayor rigor en la pena a aque-
llos territorios que han recibido de la legalidad administrativa, la única competente para su decla-
ración como tal, un grado o plus de protección territorial y cumplan los siguientes requisitos:

a) identidad: el marco físico ha de estar perfectamente delimitado y poder ser reconocido y co-
nocido.

b) publicidad: la declaración, delimitación y régimen de las zonas protegidas tienen que haber
sido objeto de publicación oficial para general conocimiento.

c) régimen de uso y gestión o condicionamiento de actividades. no es suficiente una mera de-
cisión programática, de inventario, generalista o vacía de contenido, debiendo tener un régimen
concreto de protección, condicionamiento de actividades, régimen de autorizaciones, etc.

tal es el sentido que se le otorga al término, por ejemplo, en la sentencia 449/2008, de 23 de oc-
tubre, de la audiencia provincial de tarragona al disponer que “La aplicación de la norma penal
debe recaer sobre normas promulgadas por la autoridad competente, que concreten el tipo de
protección de un espacio natural y una exhaustiva delimitación de éste en superficie y contenido
limitatorio”, lo que en suma no viene a ser sino el respeto al principio de legalidad penal.

actualmente, para andalucía, la red de espacios protegidos de andalucía (renpa), decreto
95/2003, de 8 de abril, viene a configurar con los debidos requisitos de publicidad el sistema in-
tegrado y unitario de todos los espacios naturales ubicados en el territorio de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía que gocen de un régimen especial de protección en virtud de normativa
autonómica, estatal y comunitaria o convenios y normativas internacionales, con la posibilidad
de que sobre un mismo espacio físico recaiga más de una de las categorías.

de esta forma, y dado que a efectos penales un espacio natural protegido constituye algo más
que su mera aparición en inventarios, catalogación, declaraciones colectivas de protección con-
tenidas en normativa de todo tipo, o simples referencias genéricas a hábitats o especies, requi-
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riéndose una previa declaración formal por parte de la autoridad competente que garantice tanto
el régimen de publicidad adecuado como el conocimiento del contenido de la protección otor-
gada, podremos considerar espacio natural protegido todas las áreas que específicamente apa-
recen en el renpa, que colmarían en principio las exigencias del ámbito penal, siempre y
cuando se acreditara o acompañara al atestado la justificación documental de tal declaración,
régimen y su inclusión territorial en cuanto al concreto lugar en que han sucedido los hechos o
valores de los mismos afectados por hechos cometidos extra muros.  
en la Comunidad autónoma de Castilla-la Mancha se establece de un modo similar en el artí-
culo 60 de la ley 9/1999, de Conservación de la naturaleza, que  “Los espacios naturales pro-
tegidos y las zonas sensibles declaradas en Castilla -La Mancha se integran en la Red Regional
de Áreas Protegidas, a la que son de aplicación las disposiciones del presente capítulo.”

Consideramos de acuerdo a lo expuesto que, por ejemplo, en las dos anteriores Comunidades
autónomas, dentro del concepto de espacio natural protegido estarían incluidos las figuras ya
consolidadas de protección y además, las más recientes por mandato europeo de liC, Zepa,
ZeC (red natura 2000), y por supuesto, las áreas declaradas críticas en los planes de recupera-
ción de especies declaradas en peligro de extinción, y otras establecidas en virtud de acuerdos
o convenios internacionales, exigiendo en todo caso de los operadores jurídicos la acreditación
de los requisitos básicos de su publicación, régimen de protección e identificación territorial.
datos todos ellos actualmente accesibles con facilidad a través de los sistemas de geo referencia
puestos en funcionamiento por la mayoría de administraciones ambientales.
la ley 42/2007, de trece de diciembre, de patrimonio natural y biodiversidad, como norma
básica, ampara los anteriores ejemplos, al establecer en el Capítulo ii (protección de espacios
naturales protegidos) y iii (espacios protegidos red natura 2000) del título primero, las con-
diciones y requisitos para la declaración de cada una de las figuras que conforman los espacios
protegidos, siendo elocuente el artículo 41.2 respecto a la consideración de espacios protegidos
de los incluidos en la red natura 2000, al establecer que  Los Lugares de Importancia Comu-
nitaria, las Zonas Especiales de Conservación y las Zonas de Especial Protección para las Aves
tendrán la consideración de espacios protegidos, con la denominación de espacio protegido
Red Natura 2000, y con el alcance y las limitaciones que las Comunidades autónomas establez-
can en su legislación y en los correspondientes instrumentos de planificación.

¿Qué debe entenderse por afecten? Consideramos que caben dos posibilidades:
1) que en todo caso el hecho delictivo se haya producido en el interior del territorio protegido,

como un plus de antijuricidad por haberse realizado las acciones típicas en un territorio iden-
tificado como de protección (base territorial), y

2) que aún producido o realizado el hecho fuera de su demarcación territorial, se hayan mani-
festado adversas consecuencias sobre los valores propios que atesora, residen o son propios
de dicho espacio (base de contenido). al fin y al cabo la base territorial alberga poblaciones
animales que de forma natural transitan y no conocen de los límites administrativos, pero
que han motivado en buena forma o están incluidas en la justificación del grado de protec-
ción. en estos casos deberá acreditarse cumplidamente la existencia de tales especies y su
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debida referencia en la justificación del grado de protección, con el consabido requisito de
publicidad, a fin de garantizar el principio de seguridad jurídica y no realizar una vedada in-
terpretación extensiva de la ley.

Consideramos que este argumento es también defendible a la vista del tipo del artículo 330 del
Código penal, que establece que “Quien, en un espacio natural protegido, dañare gravemente
alguno de los elementos que hayan servido para calificarlo, incurrirá en la pena de prisión de
uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses”. el sentido de la afección a espacio
natural protegido del artículo 339 vendría referido por tanto a la simple producción de los hechos
en el interior de su límite territorial, o caso de haberse producido en el exterior, la efectiva cau-
sación de demérito sobre cualquiera de los elementos o valores presentes en sus límites territo-
riales. en ningún caso consideramos que se imponga que dicha afección reúna la condición de
gravedad que exige el artículo 330 del Código penal. se trataría por tanto de un plus de penalidad
por el simple hecho de haberse cometido el hecho dentro de la base territorial protegida o, de
haber sido cometidos los hechos en el exterior de los mismos, por haber resultado atacado y le-
sionado cualquiera de sus valores.
un ejemplo sería la muerte por envenenamiento de especie en peligro de extinción como el águi-
la imperial, que si bien nidifica en el territorio de un parque natural, ha resultado envenenada en
el exterior de dicho terreno por el consumo de cebos en un acotado cercano. los valores del es-
pacio protegido han sido afectados por acciones realizadas en el exterior del mismo.

La agravante de daño notorio del artículo 336 del Código Penal
se establece en dicho artículo que Si el daño causado fuera de notoria importancia, se impondrá
la pena de prisión antes mencionada en su mitad superior. es evidente que al encontramos ante
un delito de riesgo, en principio parece inexacto establecer consecuencias para resultados de la
acción, daños. pero entendemos en buena técnica legislativa que los daños a los que se está re-
firiendo específicamente el precepto no son precisamente los derivados de las acciones de cap-
tura o muerte de animales (caza y pesca) sino al daño colateral causado por el medio empleado,
explosivos, veneno, o de similar eficacia destructiva: a modo de ejemplo, si se utiliza una cor-
dada de explosivos en un río para la pesca del salmón y como consecuencia de dicha detonación
(se consiga pescar o no el salmón) se causa la destrucción de una importante faja de vegetación
ribera o se altera la estructura del lecho del río. el principio de absorción haría que quedara sin
castigo la consecuencia dañosa que pudiera derivarse de emplear un medio especialmente peli-
groso por su capacidad de destrucción.
de esta forma consideramos que el daño notorio del artículo 336 nada tiene que ver con el re-
sultado concreto de emplear el medio para la captura, de las posibles presas que se obtengan,
sino de los efectos que se derivan de su potencial dañino, como es el caso del veneno y de los
explosivos, de gran capacidad destructiva. 
todo ello sin entrar en los especiales problemas concursales que podrían presentarse de darse
el resultado de muerte en personas o su puesta en peligro concreto, y que sobrepasan este ámbito
de análisis.
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Capítulo VI

LA INVESTIGACIÓN EN LOS CASOS DE USO ILEGAL 
DE VENENO: PROCEDIMIENTO Y TÉCNICAS DE 
INVESTIGACIÓN. NUEVOS RETOS, NUEVOS MÉTODOS
Iñigo Fajardo y Antonio Ruiz, Estrategia Andaluza contra el Veneno (EAV)
Francisco Velasco, Seprona
Irene Zorrilla, Centro de Análisis y Diagnóctico (CAD)
Ngaio Richards, Working Dogs for Conservation

“No hay causas perdidas, solo gente sin esperanza”

Nos hemos acostumbrado a decir y oír en todos los foros que la colocación de veneno es un
delito y con ello damos a entender que quien hace uso del mismo es un delincuente y por tanto
ha de pagar por el daño infringido a nuestra fauna. Pero no hemos asimilado aún lo que ello im-
plica. Según nuestro ordenamiento jurídico los delitos han de ser investigados por quien proceda,
esclarecidos y puestos en conocimiento de la justicia para que se pronuncie al efecto ¿Pero todos
los delitos?, todos, incluidos los de envenenamiento, aunque internamente no lo hemos terminado
de asumir y todavía lo percibimos como más propio de series de TV o reservado para los come-
tidos dentro del ámbito humano. Debemos por tanto marcar un antes y un después y entender
que la investigación policial de estos ilícitos no solo es conveniente, sino que además es obligado
legalmente y hay que destinar a ello todos los recursos al alcance. No debe por tanto extrañarnos
que para investigar la muerte de un alimoche supuestamente envenenado, haya técnicos y agentes
tomando huellas dactilares, ADN o cualquier otra muestra hasta ahora reservada a los delitos
mayores convencionales. Las circunstancias han cambiado y en consonancia también nuestra
forma de trabajar.

Pero ¿qué es, cómo se hace y en qué consiste la investigación de un delito por uso ilícito de ve-
neno? El presente capítulo pretende arrojar alguna luz al respecto.

A diferencia de la mayor parte de los delitos contemplados en las leyes, los cometidos contra la
fauna silvestre transcurren en el medio natural y son en líneas generales: envenenamiento, muerte
de especies amenazadas, furtivismo y tráfico y comercio ilícito. En la actualidad y fruto de la
inercia o la inexperiencia, desde las Administraciones Públicas se aborda cada uno de ellos de
manera aislada, independiente del resto. 



El uso de veneno es un mundo en si mismo, que responde a una multitud de diversas situaciones,
motivaciones, compuestos, regiones, comarcas, formas de colocarlos, especies objetivo, entre
muchas otras variables de índole local. Estas variables pueden incluso a su vez tener múltiples
peculiaridades dentro de una misma provincia. A modo de comparación, es como el lenguaje
oral humano: existen innumerables idiomas y a su vez, dentro de cada uno, insondables formas
locales o dialectos. Es un mundo en constante evolución y cambio, aspecto que no debemos ol-
vidar cuando lo investigamos policialmente.

En ocasiones el veneno es colocado de forma puntual, en un momento y lugar determinado, sin
que ello implique una conducta reiterada. Pero por desgracia en la mayor parte de los casos se
trata de una práctica habitual por parte de los sujetos que recurren a su uso. Más aún, este ilícito
suele ir asociado a otros con los que comparte la finalidad de eliminar de forma sistemática de-
predadores generalistas (colocación de cepos, lazos, jaulas trampa) especialmente cuando está
vinculado a una mala praxis cinegética. No resulta raro tampoco que exista incluso cierto grado
de asociación, a veces bajo cobertura legal, de forma que el veneno es tan solo una de muchas
actividades ilícitas acometidas. Así ha sucedido cuando investigando un episodio de venenos,
de forma casual las pruebas incriminatorias más relevantes se han obtenido en el campo de la
balística forense u otras. Tampoco ha sido excepcional que investigando incendios forestales o
furtivismo organizado, los sospechosos estuvieran también involucrados en el uso de veneno.

Por todo esto el número de sentencias condenatorias sobre envenenadores es en la realidad su-
perior a la cifra oficial de sentencias directas por colocación de veneno, pues muchos delincuen-
tes no pudieron ser imputados por este último delito en concreto, sino indirectamente por otros
asociados. Por todo ello, los investigadores de episodios de envenenamiento deben estar perfec-
tamente preparados para investigar y conocer el conjunto de delitos cometidos contra la fauna
y las particularidades, similitudes y diferencias de cada uno. 

Conociendo al enemigo, las características del delito

La investigación criminal de los casos de envenenamiento supone un reto por su dificultad y com-
plejidad. Por lo tanto cuanto mejor lo conozcamos, mayores probabilidades de éxito tendremos.

La característica común a la mayor parte de los casos es la ausencia de testigos reales o funcio-
nales. Otras particularidades a considerar derivan de que solemos tener conocimiento de su co-
misión a posteriori (a veces incluso semanas o meses después), casi siempre se encubren y en
muchas ocasiones se cometen en lugares remotos y de difícil acceso. 

Por otra parte cuando investigamos el veneno nos encontramos en territorio ajeno (a veces com-
pletamente desconocido), mientras que el delincuente campea allí a sus anchas y lo conoce mejor
que nadie; tal vez ha nacido en el lugar y ha heredado importantes conocimientos del medio
local en varias generaciones. Lógicamente todo esto nos coloca en desventaja considerable, que
tendremos que compensar con astucia, profesionalidad y meticulosidad. 

La investigación está condicionada por estas peculiaridades, haciendo de este delito uno de los
más escurridizos y difíciles de resolver de los que ilustran nuestro nutrido Código Penal. Por
eso cuando se produce una sentencia condenatoria, debemos valorar el enorme trabajo que hay
detrás de ella y su carácter de excepcionalidad.
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Según la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECRIM), la labor de investigación de los delitos
por colocación de veneno recae directamente sobre los agentes que correspondan en cada co-
munidad autónoma en el marco de sus respectivas limitaciones funcionales y orgánicas, según
pertenezcan o no a las FFCCSS. También en este apartado existen variaciones según comunida-
des autónomas. En el caso concreto de Andalucía, esta labor se ve reforzada en el campo con la
ayuda de técnicos altamente especializados. 

Todo lo expuesto hasta ahora explica que haya tan solo un detenido por cada 40 delitos cometidos
en este ámbito según fuentes de la Guardia Civil, mientras que en otros ilícitos (incendios fo-
restales, etc.) la tasa es muy superior. En delitos comunes cometidos en medio urbano, la cifra
en el largo plazo es cercana al 1/1 de los delitos registrados.

En este contexto desfavorable de trabajo es fundamental que los agentes de la autoridad (Agentes
de Medio Ambiente y SEPRONA de la Guardia Civil), estén técnicamente cualificados y posean
recursos y herramientas que les ayuden a reconocer e identificar a los sospechosos y dirigir las
investigaciones e inspecciones técnico oculares en la dirección adecuada. En este capítulo apor-
taremos algunas claves y elementos de ayuda para esclarecer los episodios de envenenamiento
en fauna silvestre.

Investigando el delito

Hasta hace muy pocos años solo los casos en los que los imputados eran sorprendidos in fraganti
tenían alguna probabilidad de prosperar en vía penal, ante la dificultad de aportar pruebas con-
tundentes que vinculasen los acontecimientos con el presunto autor y solo en muy contadas oca-
siones se lograba sorprender a alguien en plena comisión del delito. En la práctica no se realizaba
investigación asociada, de forma que la labor de los agentes se limitaba únicamente a la recogida
del cadáver, sin guardar protocolos establecidos ni rigor alguno en la cadena de custodia. En
este contexto desfavorable en Andalucía en el año 2001 únicamente se había logrado una sen-
tencia condenatoria, a pesar de estar inmersos en el momento de mayor uso impune de veneno
de todos los registrados históricamente. 

Como se ha dicho ya en otras ocasiones, la investigación va encaminada a aportar respuestas
contundentes a las siguientes preguntas: ¿Quién ha colocado el veneno?¿podemos vincular la
presencia del sospechoso en el lugar y momento de los hechos?¿por qué razón?¿cuándo y có-
mo?¿ha sido un hecho aislado o es una práctica habitual?

A la finalización de las actuaciones, las respuestas han de ir acompañadas de su correspondiente
batería de pruebas que demuestren la solidez de nuestras afirmaciones. No debemos olvidar que
no es a nosotros mismos a quienes debemos convencer, sino al poder judicial, que es quién ha
de juzgar el hecho. En este sentido la Constitución Española es tajante y si las pruebas no son
suficientemente rotundas, el juez tiene la obligación de aplicar el principio de in dubio pro reo,
favoreciendo al imputado mediante el archivo del caso.

Mucho se ha avanzado en este sentido y a modo de ejemplo, hoy en Andalucía ya están incor-
porados en los procedimientos rutinarios las técnicas de investigación policial y forense aplicadas
al delito; de hecho existen brigadas de agentes especializados en ello, con formación específica.
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El resultado inmediato es un drástico incremento en el número de sentencias condenatorias, ya
sea en vía penal como administrativa y una presumible cantidad de otras tantas que en el mo-
mento actual están a la espera de juicio y cuyas diligencias fueron muy bien estructuradas.

La enseñanza que nos ofrece el camino recorrido durante más de una década de lucha contra el
veneno, es que se puede luchar penalmente contra el delito y que debe quedar definitivamente
desterrado el mito de que solo los casos in fraganti pueden ser abordados con éxito. En definitiva,
para la vía penal la clave reside en una buena investigación policial, meticulosa, concienzuda,
llevada a cabo sin prisas y por un equipo multidisciplinar bien organizado.

Fases en la investigación

La investigación policial se divide en tres fases clásicas: Inspección Técnico Ocular (ITO), In-
vestigación Derivada y Análisis de Laboratorio.

No parece oportuno que nos extendamos en exceso en este apartado, pues es descrito con detalle
en cualquier manual de técnica policial. Lo que sí es necesario recalcar, es que la ITO es el com-
ponente clave y que la calidad de todo el procedimiento pivota en este punto concreto hasta en
un 80%. Todo lo que aquí podamos decir es poco al respecto y no nos cansaremos en insistir
una y mil veces que este punto debe ser el centro de máxima atención. Los errores aquí arras-
trarán y estigmatizarán el resto del procedimiento. Por lo tanto, hay que sugerir que estas actua-
ciones sean dirigidas por personal con experiencia y formación adecuada.

Defectos, errores y fuentes de fracaso en la investigación de envenenamientos

Lamentablemente el esclarecimiento de los casos de envenenamiento no es fácil. Muy al con-
trario, se trata de un proceso lento y tedioso, que en nada se asemeja a los populares episodios
de las series de TV en las que los casos siempre se resuelven además y en cuestión de pocas ho-
ras. La realidad muestra una cara bien distinta, de forma que menos de la mitad llegan a escla-
recerse hasta aportar pruebas suficientes para que el poder judicial dirima que el procedimiento
es viable. De hecho, lo más probable es que los envenenamientos queden sin esclarecer, como
muy bien ponen de manifiesto las estadísticas disponibles. Actualmente estamos empezando a
resolver episodios con más de seis años de antigüedad. En consecuencia el principal requisito
es la paciencia y una voluntad férrea a prueba de bomba. No es descabellado llegar a la conclu-
sión de que los equipos de trabajo estén compuestos solo por personal con la debida motivación.
El tiempo y la experiencia harán el resto.

La realidad también nos ha mostrado la cara de los principales escollos que hemos de superar
para abordar con éxito nuestro trabajo. Si observamos con detenimiento el Cuadro I (modificado
de M.A. Pacheco, 2009) que describe el conjunto habitual de otros delitos asociados en los in-
cidentes de envenenamiento y el Cuadro II (infracciones administrativas), se deducen cuales son
las fuentes habituales de fracaso en su investigación dada la complejidad y concurso de activi-
dades delictivas.)
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La mejor herramienta para un trabajo exitoso es, sin lugar a dudas, la coordinación entre los
miembros del equipo y el respeto mutuo a las funciones de cada componente. Habida cuenta de
que los equipos más eficaces son los multidisciplinares y pertenecientes a diferentes Adminis-
traciones y cuerpos, es lógico pensar que cuánto más cohesionado sea el equipo, más eficaz será
y viceversa. Se cuentan por decenas los casos en los que no se ha llegado a buen puerto por des-
avenencias, conflicto de competencias corporativas y afán de protagonismo entre los miembros
del equipo, a pesar de tratarse de envenenamientos muy sencillos de resolver y con abundancia
de pruebas contundentes contra el autor del delito. Ni que decir tiene que este lastre intelectual
debe quedar fuera de nuestro maletín de herramientas de trabajo; el objetivo prioritario debe ser
compartido por todo el equipo y no es otro que la identificación del autor, la obtención de pruebas
sólidas y su puesta en conocimiento por la autoridad judicial. Todo lo que se aparte de esta má-
xima solo conduce a despilfarro de fondos públicos, al fracaso y la frustración. Afortunadamente
tenemos cada vez más y mejores ejemplos de trabajos excelentes, dignos de todo elogio, en los
que equipos de hasta treinta personas, de perfiles, cuerpos y hasta países diferentes, trabajaron
con una sincronía quirúrgica; los resultados fueron asombrosos.

Estos son los llamados errores generales. Existe otro tipo de errores, denominados errores téc-
nico-específicos (coloquialmente denominados síndromes) y son más propios de la inexperiencia
(o un exceso de ella) o falta de atención y son habituales durante la fase de inspección técnico
ocular. 

La investigación policial de delitos de envenenamiento es cada vez más sofisticada y compleja,
debido fundamentalmente a la necesidad de incorporar métodos y tecnologías avanzadas, propias
de delitos contra las personas. En consecuencia, cuanto más compleja y larga sea la investigación,
mayor probabilidad de cometerlos. Como contrapartida los errores son parte inherente del apren-
dizaje y en cierto modo es obligado cometerlos para aprender de ellos.
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Análisis de las infracciones administrativas en materia de veneno

Asociación ilícita
Delito contra la salud pública
Falsificación de documento

Cohecho
Delito fiscal
Caza ilegal

Tenencia ilícita de armas
Modificación sustancial de armas legales

Tenencia ilícita de medios de captura prohibidos
Tenencia de compuestos tóxicos ilícitos per se o en circunstancias ilícitas (envasado o etiquetado)

Molestar, inquietar y/o dar muerte a especies silvestres/amenazadas
Incumplimiento de acciones de vigilancia del territorio

Incumplimiento de las condiciones previstas en los planes técnicos de caza
Portar y utilizar medios de captura prohibidos

Posesión de especies silvestres sin documentación acreditativa legal
Obstrucción o resistencia a la labor inspectora de los agentes

Uso de sustancias tóxicas
Infracciones en materia de vedas y períodos hábiles

Cuadro II: Infracciones administrativas habituales en casos relacionados con el uso de veneno



La mejor manera para minimizar fallos en el procedimiento investigador, es protocolizar conve-
nientemente las ITO, con modelos de actas bien estructurados, acceder de forma ordenada al
lugar de los hechos solo por el personal imprescindible y planificar de antemano el trabajo a
desarrollar sobre el terreno.

No olvidemos que siempre será mejor una investigación simple y sin errores que densa y com-
pleja pero plagada de ellos.

Así pues, los síndromes más frecuentes se resumen de la siguiente manera:

• Síndrome del Cadáver. Consiste en conceder una desmesurada importancia al cadáver, es-
pecialmente si es de una especie amenazada, produciéndose agolpamientos y concentración
de personas innecesarias a su alrededor. Caso contrario ocurre cuando se trata de especies
vulgares y/o muy putrefactas, despidiendo olor u aspectos desagradables.

• Síndrome de la Sábana. Un acto instintivo cuando levantamos un cadáver envenenado para
remitirlo al laboratorio, es voltearlo y sacudirlo para que caiga al suelo la masa larvaria de
fauna cadavérica (vulgarmente denominados bicherío o gusanera) y así remitirlo lo más lim-
pio posible. Haciendo esto estamos eliminando una parte fundamental de las piezas necesarias
para el personal técnico del laboratorio, a la hora de datar la muerte y realizar una necropsia
completa y fiable.

• Síndrome del Cebo. Por razones capitales, el cebo es un elemento clave en la investigación
policial de los episodios de envenenamiento. Ni tan siquiera los propios investigadores sole-
mos conceder a este elemento la importancia que tiene, hasta el punto de que muchas veces
únicamente nos limitamos a su retirada sin más. Un análisis pormenorizado del mismo (ya
sea por si solo o del conjunto colocado) puede aportar información imprescindible y deter-
minante para resolver penalmente el caso. El cebo es el manuscrito de la obra del delincuente
o el lenguaje con que se comunica con nosotros; tan solo hay que aprender a interpretar su
escritura para acceder a esta información. No hay dos cebos iguales o forma de colocarlos.

• Síndrome de la hora o de la muñeca. Consiste en anteponer límites horarios a la investiga-
ción, dejando a medias el trabajo. Todas las evidencias que no se recojan en el momento y a
su debida pauta, se perderán de forma irreversible, bien por factores ambientales o bien por
interés del autor.

• Asunciones prefijadas (causa de muerte y autoría). No es infrecuente que al personarnos en
el lugar para investigar, tengamos prefijada y prejuzgada la autoría de los hechos o la causa
de la muerte del animal (no todos los animales mueren envenenados o al menos directamente).
Los juicios apriorísticos nunca son buenos compañeros de viaje.

• Imprecisiones geográficas. En áreas donde la extensión de los terrenos es reducida o existen
confluencias de límites de acotados cinegéticos, etc, deben extremarse las precauciones para
asegurar que los hechos o denuncias son imputados a los titulares correctos y no hay confusión
debido a colindancias u errores de medición de coordenadas o interpretación del plano.

• Imprecisiones en las Actas. El acta es la prueba principal, donde se recoge la mayor parte
del corazón del caso. Una deficiencia en la misma, puede invalidar la totalidad del procedi-
miento y las diligencias derivadas. Hay abundantes antecedentes al respecto.
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• Datación errónea del cadáver (tanatocronología errónea). Es habitual que los agentes y téc-
nicos de campo emitamos juicios personales que reflejamos en las actas, sobre el tiempo que
lleva un cadáver en el medio natural. Es posible que esta apreciación (generalmente subjetiva)
sea acertada, pero en otras ocasiones esta aseveración no coincide con las pruebas forenses
en base a entomología cadavérica, practicadas por el laboratorio. Un margen de error o desfase
en ambos documentos no es deseable y a no ser que tengamos certeza, no debemos aventu-
rarnos en un campo propio del diagnóstico forense.

• Inspección Técnico-Ocular (ITO) incompleta, deficiente o precipitada. No necesita una
explicación detallada este apartado. Obviamente cuantos menos elementos recojamos del
lugar, menos opciones tenemos de adquirir una perspectiva clara de lo sucedido: quién, por
qué y cómo. Es más, la probabilidad de llegar a equívoco es mayor cuanto menor es el vo-
lumen de información adquirido. Un error muy frecuente en personas muy motivadas y poca
experiencia, consiste en lanzarnos precipitadamente hacia lo más llamativo nada más llegar
al lugar de los hechos. Todos lo hemos cometido. En ese momento y fruto de nuestro entu-
siasmo, la visión periférica se anula y mostramos una tendencia directa hacia el epicentro,
que lo ubicamos intuitivamente en cadáveres y en menor medida en cebos. Cuando lleguemos
al lugar aconsejamos encarecidamente detenernos un rato desde la distancia, recordando que
a menos que otras circunstancias medien, el cadáver no va a irse por sí solo a ninguna parte;
analicemos el conjunto, observemos el entorno, visualicemos posibles rutas de entrada y sa-
lida del autor, de cómo ha operado y de cualquier otro factor que nos ayude a reproducir
mentalmente cómo tuvieron lugar los hechos. Una vez hecho esto, nos será mucho más fácil
localizar elementos transferidos desde el medio al autor y viceversa. Este impagable “truco”
es lo que denominamos cariñosamente, aprender a ver la “piedra de Sebas” y tiene una valía
indescriptible.

• No registrar documentalmente el cuadro postural cadavérico. El cuadro postural del ca-
dáver es un libro abierto, escrito también en su propio lenguaje. Solo tenemos que saber leer
ese idioma y descubriremos toda la información extraordinariamente útil que nos aporta para
dirigir adecuadamente las ITO. Podemos igualmente conocer si ha habido manipulaciones
postmortem, analizar la placa cadavérica y otros elementos esenciales. Tenemos además que
tener en cuenta que una vez que levantemos el cuerpo, al introducirlo en la bolsa para remitirlo
al laboratorio, toda la información contenida en el cuadro postural desaparecerá si no lo hemos
registrado antes de forma concienzuda.

• Contaminación de muestras (dactilar, ADN). Se han malogrado numerosos muestras de
enorme valía porque nosotros mismos la hemos contaminado al no emplear guantes o no cam-
biarlos entre muestras diferentes para evitar transferencias. Todo esto se corrige fácilmente
con la formación adecuada y el esmero mínimo al hacer nuestro trabajo.

• Contaminación del lugar de los hechos, mediante huellas propias, residuos o cualquier otro
elemento que pueda ser atribuible erróneamente a una posible transferencia desde el autor al
lugar de los hechos.

• Toma inadecuada y mal etiquetado de muestras. Este fallo puede invalidar la muestra o
muestras tomadas durante la ITO. No olvidemos que las muestras para ADN deben ir remi-
tidas al laboratorio en un tipo de recipiente, mientras que las de dactiloscopia deben ir en otro
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y así según se trate de cada tipo de muestra. El agente debe asegurarse de que cada cebo sea
individualizado del resto de muestras y lleve sus referencias identificativas.

• Ausencia o mal reportaje fotográfico. Deben presentarse fotografías tanto de detalle como
de panorámica, sin olvidar el uso de testigos numéricos y/o métricos estandarizados o en su
defecto caseros o de circunstancias.

• Mal envasado de muestras. Por desgracia un porcentaje elevado de las muestras que remi-
timos al laboratorio consisten en cadáveres, muchas veces en estado de descomposición avan-
zado. Este tipo de muestras se deben remitir al laboratorio  previamente congeladas para
minimizar olores y derrames, evitando que  la documentación (actas de ITO y cadena de cus-
todia)  quede impregnada y manchada por fluidos de la descomposición. Es siempre reco-
mendable introducir la muestra en un primer envase estanco (bolsa o bote PVC), seguida en
una segunda bolsa o saco de plástico etiquetado que será precintado. El conjunto se introducirá
en un bidón hermético que también ha de ir precintado. La documentación adjunta acompa-
ñará la muestra durante el transporte hasta el laboratorio en un sobre pegado en la tapa del
bidón hermético por la parte exterior.

• No blindar la cadena de custodia y el precintado. Sobra aquí cualquier comentario al res-
pecto.

• Caer en trampas/trabas/pistas falsas. Colocadas al objeto de alejarnos de la línea de in-
vestigación. Es asombroso comprobar cómo en determinadas circunstancias llegan a esme-
rarse en ello los autores de los delitos. Un claro ejemplo es la pericia que los furtivos más
o menos profesionales han desarrollado para despistar a los agentes investigadores, que
traspasa cualquier límite de lo imaginable; destaca la imaginación para idear falsos huecos
en los vehículos donde esconder tanto piezas de caza abatidas furtivamente, como productos
tóxicos ilícitos. Con el mismo fin se colocan cadáveres envenenados en carreteras, simu-
lando muerte por atropello o bajo tendidos eléctricos, fingiendo electrocuciones. La práctica
más frecuente por parte de envenenadores durante las inspecciones es dirigir a los agentes
hacia zonas del coto de caza o explotación ganadera en la dirección contraria a la que se
encuentran los cebos y en medio de esta maniobra de despiste, encomendar a terceras per-
sonas la retirada en tiempo real de todo lo ilícitamente colocado mientras nos mantienen
ocupados en el otro extremo. Por ello, es esencial siempre distribuir a los agentes de forma
que todo el personal del lugar inspeccionado, quede convenientemente controlado y a nues-
tra vista. En este sentido se muestra esencial el manejo de técnicas básicas de Comunicación
No Verbal (CNV), que aporta a técnicos y agentes información valiosísima. En nuestro
caso, podemos dar fe de ejemplos muy llamativos de hallazgo de cebos envenenados tras
largas horas de búsqueda infructuosa, gracias únicamente al análisis de los gestos y lenguaje
corporal del sospechoso.

• Conflictos de competencias entre agentes. Aunque no debieran ocurrir, lamentablemente
suceden a lo largo y ancho de la geografía nacional y por tanto debemos tratarlo. Sus conse-
cuencias son siempre las mismas: en el fracaso del caso investigado. Los conflictos y roces
suelen tener su origen en conflictos de competencias por falta de protocolos oficiales, pero
todos los problemas desaparecen cuando el objetivo es común y no debe ser otro que antepo-
ner la lucha contra el delito y el deber de llevar ante la justicia a los autores de un delito. Aun-
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que pudiera estar justificada cualquier reivindicación corporativa, ha de ser dirimida en otros
niveles.

Como puede verse a primera vista, prácticamente todos los errores o fallos descritos se circuns-
criben a la ITO, que como apuntábamos es sin lugar a dudas la fase más importante y delicada
de cualquier investigación. No importa la calidad de la investigación derivada o la fiabilidad del
laboratorio que analice nuestras muestras, si la base del sistema investigador no es sólida. Cual-
quier insistencia que hagamos en este punto nunca será suficiente.

Recursos de investigación

Queda fuera del ámbito de este libro hacer un tratado de investigación de ilícitos. En realidad,
hay tantas formas de investigar como investigadores y variedades de veneno y no es nuestra in-
tención enmendar la plana a los muchos agentes que en la actualidad tienen una enorme expe-
riencia en España, ya demostrada con abundantes sentencias condenatorias, sanciones y casos
resueltos a sus espaldas.

Sí podemos aportar alguna información sobre herramientas y métodos que están demostrando
ser tremendamente efectivos en la lucha contra el veneno, hasta hace poco reservados al escla-
recimiento de otro tipo de delitos ajenos a la biodiversidad. 
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Hay que comenzar resaltando que toda investigación ha de responder a un protocolo estandari-
zado, diseñado por los agentes y que garantice ante un tribunal la pulcritud en el cumplimiento
de los postulados de la LECRIM. 

Por nuestra parte el mejor protocolo que podemos proponer para realizar una investigación de
calidad no va tanto encaminado a cómo hay que hacer las cosas, sino en cómo no deben hacerse.
La experiencia demuestra que cada lugar, cada agente y cada veneno es en si un mundo y nadie
mejor que quien vive el terreno como para decidir lo más idóneo en esas circunstancias. Incluso
para un mismo equipo, no es lo mismo trabajar un caso en las marismas en verano, que en alta
montaña en invierno; son dos mundos distintos. 

En definitiva, cualquier método es válido siempre que esté protocolizado y estandarizado, persiga
los objetivos de identificar al autor y ubicarle en el lugar de los hechos y evite (o en su defecto
minimice) la comisión de los errores antes citados. 

La investigación policial en delitos contra la fauna, venenos incluidos, no se ajusta como vemos
a una receta establecida. Al contrario, es un plato que se cocina de forma diferente en cada casa
y caso. Los ingredientes pueden variar en intensidad y orden sin una regla fija, que dependerá
de su disponibilidad y circunstancias particulares. 

No obstante existen tres grupos de pistas o evidencias más o menos destacados en este apartado,
que denominamos huellas. Existen tres huellas de investigación: la toxicológica, la forense y la
circunstancial.

Por esta razón fundamental, preferimos no denominar métodos sino recursos de investigación y
en resumen pueden detallarse los siguientes:

• Análisis toxicológicos. Son la base de la huella toxicológica de un caso y la base técnica en
torno a la cual pivota toda investigación en un caso de envenenamiento. Desgraciadamente
en España no todas las CCAA disponen de laboratorios toxicológicos, propios o ajenos, que
aporten este servicio de forma sólida. La mayor parte de los envenenamientos en fauna sil-
vestre son por carbamatos y en menor medida, organofosforados, todos inhibidores de la en-
zima acetil-colinesterasa. Por ello, para diagnosticar con exactitud un envenenamiento en
cebo o cadáver, es necesario o bien identificar el compuesto en si, o bien comprobar que dicha
enzima está inhibida, como resultado de su ingestión. En muchas circunstancias los envene-
namientos pasan desapercibidos en las estadísticas oficiales porque se diagnostica de visu,
sin analizar compuestos ni posibles inhibiciones colinesterásicas, por lo que toda investigación
policial subsiguiente queda cuando menos, mermada. Es muy frecuente que la toxicología
resulte negativa a pesar de que el animal haya muerto por ingestión de cebos envenenados.
No debe extrañar esto por muy diversas razones: degradación del compuesto si no es reciente,
vómitos inmediatos a la ingesta del cebo y otras causas complejas de índole fisiológica o de
la naturaleza del carbamato. En la actualidad hemos logrado solventar estos falsos negativos
gracias a la huella forense: cuadros posturales, fauna cadavérica y huellas circunstanciales.
Sin embargo, desde una óptica técnica este tipo de peritajes debe recaer en forenses con ex-
periencia y la adecuada formación.
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• Entomología forense. Es otro de los campos que hasta hace poco quedaba fuera del maletín
de herramientas del investigador de venenos. Hoy, afortunadamente ya se ha incorporado en
algunas CCAA a los informes de necropsia. Su utilidad es capital desde una óptica forense,
pues no solo fecha la muerte, sino que informa sobre la causa y circunstancias en torno al
caso. Ni que decir tiene que solo debe ser abordada por personas muy cualificadas y altamente
especializadas. 

• Dactiloscopia/Lofoscopia. Poco podemos añadir a lo ya conocido sobre esta insustituible
herramienta, que ha sido ya incorporada al maletín del investigador de envenenamiento en
algunos equipos concretos. Sí conviene resaltar que por procedimiento (acceso al SAID entre
otros), su procesamiento requiere de la participación directa de los FFCC, según las CCAA.
Si bien este punto ha sido objeto de controversia competencial, nosotros aconsejamos un ma-
nejo de esta herramienta en íntima coordinación con los cuerpos que habitualmente la incluyen
en su ámbito habitual de trabajo con o cómo Policial Judicial específica.

• Balística forense. Aunque parezca algo ajeno totalmente al mundo del veneno, por las razones
aludidas al inicio del capítulo, sobre concurrencia de diversos delitos alrededor de los enve-
nenamientos, esta disciplina ha contribuido de forma relevante a esclarecer y fortalecer las
diligencias policiales recabadas en casos importantes. Deben recaer lógicamente sobre técni-
cos forenses con cierta experiencia y formación específica. A modo de ejemplo, se han dado
casos de confluencia de delitos en los que la fauna envenenada arrojó resultados negativos en
los análisis toxicológicos debido a la degradación de la muestra, aunque por fortuna algunos
cadáveres claramente tiroteados pudieron servir de prueba para demostrar una intencionalidad
clara y directa de dar muerte en circunstancias ilícitas a especies silvestres (SEO-BirdLife en
la actualidad se encuentra personada como acusación particular en un caso relevante de este
tipo). Esta herramienta fundamental aporta nuevos elementos de juicio y pruebas, que se aña-
den al conjunto de nuestras investigaciones. Ni que decir tiene que en la investigación de fur-
tivismo organizado o abatimiento de especies amenazadas por arma de fuego, el dominio de
este recurso es absolutamente relevante.

• Señales de autor en objetos. Al más puro estilo forense, podemos asegurar ya que este re-
curso criminalístico policial ha sido empleado con éxito en algunos casos que concluyeron
en sentencias condenatorias. Requiere no obstante de bastante pericia, hasta el punto de que
la Policía Judicial convencional posee laboratorios de Trazas Instrumentales con personal es-
pecializado y de una valía humana y profesional incalculable. Una vez más, debemos decir
que una buena coordinación permite hacer uso de estos medios, totalmente inalcanzables si
no se trabaja en equipos bien cohesionados. Aunque no debemos entrar en detalles por razones
de cautela, sí podemos señalar que para muchos envenenadores habituales (no así aquellos
que recurren al uso de veneno de forma ocasional), existen patrones ya consolidados e incluso
heredados, sobre la forma de confeccionar un cebo. Algo muy similar sucede en los incendios
forestales, donde el incendiario patológico elabora las mechas siguiendo un ritual casi litúrgico
y se regocija contemplando su obra, constituyendo ambos  una pieza clave en la investigación.
En nuestro caso concreto los cebos, posturas, formas y procedimientos de envenenamiento
evidencian a su autor y si sabemos cómo leer su lenguaje, no resultará difícil seguir su pista;
no olvidemos que el envenenador pone todo el esmero y personalidad en su obra (el cebo),
que en ocasiones llega a alcanzar niveles de sofisticación de enorme valor policial.
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• Estudios de ADN. Podemos asegurar desde aquí que muchos de los logros obtenidos en la
investigación de episodios de envenenamiento, lo han sido gracias a esta herramienta, total-
mente impensable hasta épocas muy recientes. En la actualidad algunos equipos procesan
tanto ADN individualizado de víctimas, como de cebos envenenados o incluso de los propios
sospechosos. Sin duda se trata de uno de los recursos con más futuro de cuantos tenemos al
alcance. En este caso podemos referir la investigación llevada a cabo por nuestro equipo, pu-
blicada en Quercus en 2013 (Cuaderno 323, Enero) donde se prueba la autoría de un envene-
namiento de dos quebrantahuesos, gracias al estudio en el Centro de Análisis y Diagnóstico
del ADN del cebo envenenado, que resultó ser de oveja; posteriormente se comparó con el
ADN de las ovejas de varios pastores sospechosos hasta encontrar coincidencia con uno de
ellos. Otro caso muy similar el es realizado en nuestro mismo laboratorio, en el que un acu-
sado de envenenar a un lince ibérico en 2008 fue condenado con sentencia firme en 2013, al
quedar demostrado por el ADN que fueron sus propias gallinas las empleadas como cebo;
que sepamos, esta es la primera sentencia en España por dar muerte a un individuo de esta
especie. Ha habido que esperar al ADN para lograr una sentencia con esta especie en nuestro
país.

• Cuadros posturales. Al morir, los animales adoptan una postura que a veces es peculiar e
indicativa que aporta pistas sobre la causa de la muerte. Esta característica de los cadáveres
es bastante informativa, de forma que en los casos de envenenamiento presenta un cuadro in-
dicativo que rara vez falla si poseemos las nociones y experiencia como para manejarlo. Por
el contrario, tiene como contrapartida que se presta a la generalización o equívocos apriorís-
ticos. Su valoración debe ser siempre corroborada en el laboratorio, mediante las analíticas
oportunas.

• Psicología Forense. Es un campo apasionante con mucho futuro (ya presente en algunos
equipos de trabajo), que aglutina varias disciplinas científicas (perfil psicológico, perfil geo-
gráfico, Comunicación No Verbal y Análisis forense del Cebo). Además de ambos tipos de
perfiles, psicológico y geográfico ya conocidos, conviene recordar 

- Comunicación No Verbal (CNV) Se trata de una herramienta que ayuda de forma espec-
tacular a reconocer e identificar sospechosos. Se basa en la interpretación del lenguaje cor-
poral de los sospechosos, quienes pueden afirmar verbalmente ser totalmente ajenos al
veneno, mientras que su condición no verbal pone claramente de manifiesto su implicación
directa en el incidente. No en vano, los recientes atentados de la maratón de Boston, fueron
resueltos en su mayor parte y en tiempo record gracias al uso de esta herramienta, anali-
zando los gestos y actitudes de los viandantes captados por las cámaras de seguridad ins-
taladas en la vía pública. No obstante por si sola la CNV no posee valor probatorio, aunque
sí contribuye a dirigir la investigación en la dirección adecuada. En el caso de Andalucía,
por citar un ejemplo, los miembros de la Unidad Forense de Apoyo (UFOA) ya han recibido
formación específica en este campo por parte de destacados especialistas nacionales con-
tratados al efecto. Nuestro consejo es que no se haga uso de este recurso si no se poseen
los conocimientos mínimos necesarios y acreditados para ello.

- Análisis Forense del Cebo. De la misma manera que la escritura delata la mano de su autor,
podemos afirmar que el cebo es la escritura del envenenador. El cebo es el lenguaje con el
que el autor se comunica con el medio. Su estudio convenientemente abordado aporta un
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volumen ingente de información útil y hasta elementos probatorios. Aquí podemos extraer
información valiosa sobre el número de personas que han participado en la comisión del
delito y en nuestra experiencia, esto ha demostrado tener valía cuando ha habido problemas
de colindancias y poder determinar si la procedencia del veneno nacía en uno y otro terre-
no.

• Órdenes de Entrada y registro domiciliario. Sin dudarlo un momento, es un recurso de
importancia capital tanto efectiva como disuasiva, al crear en el envenenador la sensación de
que la ley dota de herramientas conducentes a la persecución del delito hasta sus últimas con-
secuencias. Por otra parte estas actuaciones han supuesto que se intervengan importantes par-
tidas de veneno ilícitamente almacenado y listo para su empleo, a veces incluso en cebos ya
preparados. Ni que decir tiene que el mejor trabajo hecho es el que evita que el veneno se
haya colocado en el campo y eso justifica la necesidad de intervenir antes de que el compuesto
ingrese en el medio natural, con consecuencias imprevisibles. No son muchas las autoriza-
ciones obtenidas en España a día de hoy, pero hay que seguir avanzando en esta dirección. 

• Inspecciones en interiores. Naves de aperos. No debe confundirse el domicilio particular
con el concepto de nave de aperos. Debemos tener en cuenta que una gran parte de los medios
prohibidos y otros elementos de ilícita tenencia y uso se suelen almacenar en estos habitáculos,
además de ser el lugar idóneo donde hallar huellas dactilares y otras muestras dubitadas fun-
damentales para el investigador, por lo que su inspección es obligada en toda inspección téc-
nico ocular.

• Uso de Unidades Caninas (UCE). Desde su inicio en Andalucía en el año 2003, hace ya más
de una década hasta la actualidad, muchísimo se ha avanzado en su adiestramiento y empleo.
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Por suerte, muchas otras comunidades y países las han incorporado a su elenco de herramien-
tas. Queremos hacer mención aquí a la magnífica Unidad Cinológica de la Guardia Civil, que
es asistida por un equipo humano-canino impecable y es poseedor de una experiencia y pro-
fesionalidad extraordinario. No obstante hay que mencionar al respecto de las unidades ca-
ninas un error muy generalizado, que es pensar son la solución al problema del veneno. Nada
más lejos de la realidad. Los perros no imponen sanciones, ni deciden dónde han de ir a ins-
peccionar, ni elaboran informes. Sí son una potente herramienta disuasiva y de retirada de
veneno en campo, pero no la solución definitiva, desgraciadamente.

Tras más de diez años de experiencia, una de nuestras recomendaciones más oportunas con-
siste en elaborar un sistema de certificación de calidad estandarizado, que cada perro deba
pasar a modo de ITV con cierta regularidad, así como cualquier can aspirante a formar parte
de las unidades. El procedimiento evaluador ha de recaer sobre el perro, su interacción con
el guía, así como la capacidad de detección en diferentes ambientes, instalaciones, sobre per-
sonas, concentración, entre otras variables.

• Escuchas telefónicas. De forma análoga al domicilio, ha de ser autorizado por la autoridad
judicial y por tanto debidamente justificado en la solicitud. No nos constan muchas autoriza-
ciones en este sentido, aunque las otorgadas hasta la fecha concluyeron en sentencias conde-
natorias aportando un interesante volumen de información sobre varios tipos de delitos en
los que los sospechosos se veían involucrados. Dada la estrecha vinculación de este recurso
y el anterior con el trabajo habitual de la Guardia Civil, u otras FFCC, es evidente que el tra-
bajo en equipo entre agentes de varia naturaleza facilita sustancialmente el acceso a estas po-
sibilidades.

• Inspecciones de vehículos. A diferencia de domicilios y escuchas telefónicas no requiere de
orden judicial, siempre y cuando no sea un vehículo con habilitación a vivienda. En conse-
cuencia, un vehículo convencional de un sospechoso puede y debe ser inspeccionado si así lo
aconseja el curso de la inspección/investigación. Se trata de un recurso de asombrosa eficacia
real y alto poder disuasivo. Hasta la fecha ha aportado ya numerosas actuaciones con exce-
lentes resultados, de forma que es habitual en algunos equipos. En el caso de Andalucía la
inspección interna de vehículos es tan importante y rutinaria, que en las pruebas para certificar
la de las UCE, los perros aspirantes han de pasar una prueba estandarizada y específica en
vehículos. 

• Averiguación de la procedencia del veneno. Otra de las líneas maestras de investigación
para  vincular el veneno con el autor, es la consulta de los distintos registros documentales
existentes en los establecimientos de venta de productos plaguicidas, productos biocidas y
productos zoosanitarios, así como los libros de tratamiento de explotaciones agrícolas o ga-
naderas, según el caso.

• Formación específica especializada. Este recurso es fundamental. No solo porque cubre to-
das las lagunas de conocimiento y cualifica al personal adecuadamente, sino también porque
proporciona al mismo tiempo una motivación adicional muy importante. Las sesiones for-
mativas son también el marco ideal para abordar temas relacionados con la coordinación y
afinar protocolos de trabajo. Los programas de formación deben lógicamente abordar todos
los aspectos forenses, de investigación y operatividad descritos en este capítulo.
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Capacidad de trabajo y equipamiento material para investigar el veneno

Si bien cada investigador especializado en veneno ya conoce el material necesario, ya sea un
técnico o un agente de cualquier cuerpo, podemos aportar unas ideas orientativas al respecto.
Aunque lograr todo el equipamiento ideal suele caer fuera de nuestro alcance, no todo está per-
dido. Como siempre se ha dicho, “imaginación al poder” y esta vez no iba a ser menos. Muchos
compañeros elaboran artesanalmente una parte de su material, con resultados que superan a los
de los productos caros manufacturados. Nosotros mismos hemos empleado satisfactoriamente
Cola-Cao® en polvo para revelar huellas dactilares y en lugar de emplear pinceles originales,
hemos confeccionado brochas sobre la marcha con filamentos sintéticos de plumero barato del
supermercado de la esquina. De la misma forma, hemos fabricado campanas portátiles de reve-
lado de huellas para cianocrilato, por un coste inferior a 4 euros, cuando las originales de fábrica
rondan los 7.000. Dicho esto, obviamente lo mejor es enemigo de lo bueno y siempre que sea
posible, por seguridad y comodidad, conviene equiparse con material de calidad.

En la tabla 8 refleja los servicios, equipamiento y posibilidades de investigación que en la ac-
tualidad cuentan los equipos de la Estrategia de Veneno y el Centro de Análisis y Diagnóstico
en Andalucía.
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CONCEPTO/SERVICIO EAV CAD Observaciones

Análisis toxicológico No Sí Análisis completos concienzudos

Necropsia convencional No Sí Análisis completos concienzudos

Informe específico balística de heridas en fauna Sí Sí Por requerimiento

Revelado, protección y transplante de huellas dactilares
humanas

Sí Sí *, **

Toma de muestras de ADN humano y no humano Sí Sí Solo para casos relevantes

Análisis de residuos por disparo de arma (GSR) Sí No Solo para casos relevantes

Detección de residuos biológicos invisibles (fluidos huma-
nos, no humanos y fibras)

Sí Sí Mediante uso de luz forense y filtros

Detección de rastros antiguos de sangre 
(técnica de luminol)

Sí No ****

Cámaras fotográficas infrarrojas de seguimiento Sí No *****

Informes Periciales específicos Sí Sí ******

Análisis genéticos para estudios forenses No Sí

Detectores de metales
Sí Sí

Para cepos, lazos ocultos en el campo y diagnóstico
preliminar in situ de muerte por arma de fuego

Tabla 8. Servicios, equipamiento y posibilidades de investigación que en la actualidad cuentan los equipos de la Estrategia
de Veneno-Centro de Análisis y Diagnóstico en Andalucía.
* No incluye identificación pues esto solo se hace a través del SAID por Policía judicial (GC o CNP)
** Incluye métodos convencionales, magnéticos, fluorescentes, cianocrilato y químicos (v. Genciana).
*** Disponibilidad limitada. Los análisis se practican sobre las manos y cara del sospechoso en casos de abatimiento ilícito
de especies amenazadas o casos graves de furtivismo.
**** Detecta trazas de sangre invisible y antigua en cepos, lazos, suelo, jaulas trampa, etc.
***** Este equipo está especialmente diseñado para no ser detectado por destello del LED incorporado.
****** En aquellos casos en los que las DDT o Programas de Conservación requieran de apoyo forense adicional. 

Los técnicos de la EAV disponen de este recurso y su dominan las técnicas de aplicación, aunque su uso debe estar
amparado preferentemente por FFCCSS (SEPRONA) por razones puramente operativas y la LECRIM.



En la tabla 9 se desglosa el listado de material empleado y recomendado según niveles, básico
o avanzado, ya actualmente en uso en los equipos andaluces.
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LISTADO DE MATERIAL EMPLEADO Y RECOMENDADO

Concepto NivelObservaciones

Material de etiquetado y envasado, según naturaleza de
muestras.

BásicoIncluye bolsas papel, plástico, frascos vidrio y
plástico, etiquetas adhesivas, rotulador, 

Papel de aluminio. BásicoPara cebos envenenados.

GPS Básico

Cámara fotos.   Básico

Precintos numerados. BásicoGarantizan la cadena de custodia.

Mochilas o maletines. Básico

Pinzas plástico desechables y metálicas variadas. Básico

Cinta métrica 3m Básico

Escardillo para recoger tierra. Básico

Frontales Led o linterna. Básico

Lupa. Básico

Alicate multiuso. Básico

Kit toma de residuos de disparo GSR. AvanzadoSolo para uso por FFCCSS

Kit Hisopos ADN. AvanzadoSolo para uso por FFCCSS

Martillo de inercia. AvanzadoUso solo por expertos.

Calibre digital. Avanzado

Cinta de balizamiento. Avanzado

Cámara GoPro. Avanzado

Red camuflaje para esperas. Avanzado

Manga aspiración entomológica. AvanzadoPara colecta de fauna cadavérica.

Luminol. AvanzadoUso por expertos.

Detector metales. AvanzadoTener en cuenta legislación regional al respecto.

Cámara de espera por infrarrojos. Avanzado

Luz forense. AvanzadoMaletín con juego completo de todas las 
longitudes de onda de uso forense y gafas filtro.

Reactivos revelado dactilar, magnético, fluorescente y no
magnético.

Avanzado

Material revelado dactilar: pincel magnético, brochas de
vuelo, lifter, rollo de protección y milimetrado adhesivo.

Avanzado

Higrómetro digital. AvanzadoPara datación muerte mediante estudios de fauna
cadavérica.

Juego de testigos métricos y numéricos. Básico

Monos desechables de protección y máscara de gases,
guantes de nitrilo.

BásicoEquipo básico de protección individual (EPI)

Modelos de actas de levantamiento de muestras/cadáveres,
cadena de custodia y entrega.

Básico

Manual de investigación editado por la Junta de Andalucía
para los Agentes.

Básico

Sacos resistentes de plástico y bidones de envío de mues-
tras al laboratorio.

Básico

Tabla 9. Listado de material empleado y recomendado en la lucha contra el veneno.



No hace falta recordar que el uso de una gran parte de este material requiere de formación ade-
cuada específica y experiencia en su manejo. Por lo tanto, de nuevo hemos de insistir en la ne-
cesidad de programas de formación por parte de profesionales adecuados y expertos en el uso
de estos recursos avanzados. Trabajar en equipos multidisciplinares es la mejor garantía de abar-
car todo el elenco de especialidades requeridas para la investigación de los delitos contra la bio-
diversidad en el contexto actual. Existen el la actualidad numerosos profesionales, auténticos
maestros en cada una de estas disciplinas, procedentes de los diferentes laboratorios de policía
judicial del país y son la fuente ideal de formación para estos propósitos.

Otro aspecto a destacar es la naturaleza de muchas de estas materias. Nosotros siempre reco-
mendaremos un uso racional y en la medida de lo posible al amparo de las FFCCSS, al objeto
de guardar un escrupuloso respecto a los procedimientos de investigación policial y de la LE-
CRIM.

La coordinación, el arma más eficaz contra el veneno

Podríamos estar horas hablando de las bondades de tener recursos para la investigación, sobre
un novísimo adelanto tecnológico o aquel otro. Pero a la hora de la verdad, sin dudarlo un solo
segundo, la mejor herramienta vuelve a ser la buena voluntad y coordinación entre personas y
distintos cuerpos de agentes/técnicos intervinientes en un caso; o mejor aún, no intervinientes,
pero que tienen obligación de hacerlo. Podríamos también pasar horas, tal vez demasiadas, ha-
blando de todos los casos malogrados achacables a la falta de coordinación y trabajo en equipo. 
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La investigación policial en veneno es un procedimiento tedioso y con muchas aristas cortantes.
A cada paso que damos encontramos una fuente de fracaso y la probabilidad de que ocurra se
dispara exponencialmente cuando no fluye la comunicación. A lo largo de los años hemos oído
excusas de falta de medios desde todos los cuerpos de agentes para justificar una falta de coor-
dinación; también hemos sido receptores de quejas sobre desequilibrios en equipamiento y pro-
cedimientos entre cuerpos. Pero tenemos que decir que aunque tengamos el más completo y
moderno equipo del mercado, dominar como nadie técnicas de dactiloscopia, la balística o poseer
un olfato insuperable para identificar sospechosos escurridizos; de nada sirve si no somos inca-
paces de ponernos de acuerdo con la persona que nos ayuda. A nuestro humilde entender, la ma-
yor parte de los desajustes y deficiencias quedan fácilmente diluidas cuando nos une el objetivo
común. La lucha diaria contra el veneno no vende grandes titulares, no recibe premios, ni sale
en los medios mostrando la cara desagradable. Es un trabajo duro, que no invita a grandes cele-
braciones sino a todo lo contrario. El mayor éxito a contar es precisamente que no haya noticias,
porque cuando las hay, generalmente son negativas. 

Por eso en la lucha contra el veneno no sobra nadie y aún hoy falta gente que tiene mucho que
aportar. Se trata de motivación y sentido común; en una palabra, a más gente trabajando y mejor
coordinados, menos veneno en el campo.

El éxito no es la posición que ocupamos, sino la dirección en la que miramos.

Caso Práctico I: Esclarecimiento mediante nuevas tecnologías

Las bacterias halofílicas y parámetros físico-químicos de los cebos envenenados como
pruebas determinantes de incriminación penal

Irene Zorrilla1, Ngaio Richards2, Antonio Valero Garruta3, Isabel Fernández Verón1, Rosa Mar-
tínez Valverde1, Francisco Javier Salcedo4

1Centro de Análisis y Diagnóstico de la Fauna Silvestre, Consejería de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente, Junta de Anda-
lucía, Avda. Lope de Vega 9, Málaga 29010 (España).
2Working Dogs for Conservation, 52 Eustis Street, Three Forks, Montana 59752, EEUU.
3Estrategia de Control de Venenos y Otras Amenazas a la Fauna Amenazada, Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía,
Avda. Johan Gutenberg s/n., 41092 La Cartuja, Sevilla (España).
4Servicio de Geodiversidad y Biodiversidad, Dirección General Gestión del Medio Natural, Avda. Manuel Siurot, 50, Sevilla
41806 (España).

Hasta épocas muy recientes, la investigación de casos de envenenamiento era casi inexistente y
en aquellos contados casos en los que se acometía algún tipo de investigación, esta se desarro-
llaba de forma muy rudimentaria. En la actualidad, la intención de erradicar el delito por vía pe-
nal y la disponibilidad de recursos humanos y materiales para su esclarecimiento, permite
alcanzar unas metas y niveles que quedaban completamente fuera de nuestro alcance en el pa-
sado. Este caso real demuestra la eficacia de las nuevas tecnologías y métodos científicos avan-
zados cuando se ponen al servicio de la lucha contra el uso de cebos envenenados.
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Historial y antecedentes

En abril de 2012 se reciben varios avisos notificando la aparición de cebos envenenados y ca-
dáveres de fauna afectada en un coto de caza, ubicado en una zona de uso habitual de venenos
en la provincia de Sevilla. De forma rutinaria se procede a su inspección conjunta entre los téc-
nicos de la Delegación Territorial de Medio Ambiente, técnicos de la Estrategia Andaluza de
Veneno (EAV) y agentes de Medio Ambiente y del SEPRONA de la Guardia Civil, auxiliados
por la Unidad Canina Especializada.

Siguiendo el protocolo establecido se procedió a inspeccionar tanto la superficie del acotado,
como las instalaciones interiores de caseta de aperos, así como el vehículo del sospechoso. Los
métodos de inspección son los descritos en el presente capítulo de este libro, poniéndose especial
cuidado para no cometer los errores explicados en el texto. 

Las pesquisas iniciales apuntaban al encargado de la gestión de la finca como presunto respon-
sable de la autoría del delito, por lo que se prestó cuidada atención al escrutinio de las instala-
ciones empleadas por esta persona en particular. El interior del vehículo fue minuciosamente
inspeccionado por tres técnicos, dos agentes y la Unidad Canina, hallándose en el interior un
paquete de tabaco negro vacío de una conocida marca y arrugado de una forma característica,
una jaula con restos de comida para aves y un saco que contenía alambre acerado compatible
con el empleado para confeccionar lazos para jabalí y maíz en grano, utilizado habitualmente
para cebar comederos para jabalí.

Cercano al vehículo estacionado se encontraba una nave de aperos que ofrecía duda sobre su
posible condición de domicilio, por lo que los agentes de la Guardia Civil optaron por solicitar
al juez en persona y con carácter urgente la pertinente orden de entrada y registro. Tras su con-
cesión sobre la marcha, se procedió al registro ayudado de la unidad canina.

Aunque habría sido lo deseado en términos de investigación penal, no se halló rastro alguno de
veneno. Sin embargo, sí se encontró una bolsa con sardinas, de aspecto característico.

En paralelo se llevó a cabo la inspección del acotado de caza, que arrojó como resultado el le-
vantamiento de varios cebos envenenados, una jaula trampa y varios zorros muertos atrapados
en lazos para depredadores. Junto a la mayor parte de los cebos se hallaron colillas de cigarro
de la misma marca que la encontrada en el interior del vehículo y muy cercano a uno de los ce-
bos, otro paquete de tabaco negro, vacío y arrugado de la misma manera y marca que el del in-
terior del coche. Se encontraron también los cadáveres de dos meloncillos y un ratón de campo.

Los cebos retirados del campo consistieron en restos y carcasas de pollo y, por sorpresa, varias
sardinas de idéntica forma a las halladas en el interior de la nave de aperos frecuentada por el
encargado de la finca. Todos los cebos hallados por la Unidad Canina contenían granulado negro
cuya descripción era compatible con el aldicarb, lo que fue posteriormente confirmado por el
análisis toxicológico realizado en el Centro de Análisis y Diagnóstico (CAD). Por supuesto huel-
ga decir que todas las evidencias, cebos, indicios, etc, fueron recogidos en absoluta garantía de
la cadena de custodia por parte de los agentes de la autoridad, siguiendo los protocolos estable-
cidos en esta comunidad autónoma. El papel desempeñado por todas las fuerzas intervinientes
fue impecable.
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Por determinadas razones operativas no pudieron practicarse pruebas dactiloscópicas ni de ADN
a las colillas ni paquetes de tabaco, a modo de pruebas contundentes definitivas. Tampoco se
halló veneno en poder del sospechoso ni en sus instalaciones (vehículo y nave de aperos). Todo
esto mermaba aparentemente y en principio las perspectivas procesales y la investigación del
caso, especialmente cuando el fiscal apuntó en este mismo sentido que la mera aparición coin-
cidente de colillas y tabaco en las cercanías de los cebos y en el coche e idéntica forma de ma-
nipular el paquete, no era motivo suficiente como para imputar al sospechoso. Tampoco ofrecía
las suficientes garantías el hecho de que se hallasen sardinas colocadas como cebos envenenados
y también otras muy similares entre las pertenencias del sospechoso, retiradas dentro de la nave
de aperos; tal hallazgo podía deberse a una casualidad o no ofrecía la suficiente garantía que
otorga nuestra Constitución de 1978.

Consultados juez y fiscal, ambos apuntaron a que solo una vinculación rotunda y objetiva que
demostrase sólidamente que tanto las sardinas colocadas como cebos envenenados en el campo,
como las almacenadas por el sospechoso entre sus pertenencias correspondían al mismo lote de
compra, podría ser considerada como prueba incriminatoria suficiente. En el hipotético caso de
obtenerse esta prueba de cargo fundamental, se vería consolidada por el resto de pruebas indi-
ciarias formando un conjunto irrefutable.

Llegados a este punto la investigación parecía a todas luces quedar estancada y abocada a un ar-
chivo del caso por vía penal. No obstante el equipo de trabajo encomendó al CAD que explorase
y explotase todas las posibilidades analíticas que la ciencia pone a nuestra disposición para tratar
de vincular de forma incontestable la identidad de ambos grupos de sardinas como pertenecientes
a un mismo lote de compra. El reto que se presentaba no se solventaba con un simple análisis
toxicológico o un examen forense, sino que esta vez había que adentrarse en campos nuevos,
inéditos hasta la fecha en la investigación de casos de envenenamiento. 

Las pesquisas realizadas por el CAD concluyeron que existía una pequeña posibilidad, pero había
que recurrir al análisis al análisis de la población de bacterias en la superficie de las sardinas (res-
ponsables de la típica coloración que aparecen en las sardinas-arenques), propias de cada lote de
fabricación, así como otros parámetros físico-químicos contenidos en la piel de ambos grupos de
sardinas. Caso de encontrarse coincidencias exclusivas en dichos parámetros entre ambos grupos
de sardinas, el caso policial y procesalmente quedaría resuelto. Sin embargo todo esto pertenecía
al campo de la teoría ya que carecíamos de precedentes sobre esta metodología en concreto.

Aunque el coste de los análisis resultaba considerable, en todo caso eran bastante inferiores a
los costes anuales invertidos por la Consejería de Medio Ambiente en abordar episodios de en-
venenamiento reiterados en la misma zona de Sevilla. Si los resultados a obtener eran conclu-
yentes, en consecuencia el impacto penal del caso repercutiría en una reducción del uso de
veneno en el entorno. Por tanto la inversión a corto plazo en estas pruebas podría implicar un
elevado beneficio ambiental y una de reducción de costes económicos al hacer innecesarias ac-
tuaciones e inspecciones futuras. Además, de salir adelante el caso, se imputarían al procesado
todos los costes analíticos derivados, con el consiguiente ahorro en costes. Con estos antece-
dentes por parte de la Dirección General de Gestión del Medio Natural se adoptó la decisión de
proceder al análisis de las muestras y tratar de llevar el caso hasta sus últimas consecuencias,
siempre con implicación directa del SEPRONA de la Guardia Civil y los técnicos de la Delega-
ción Provincial de la Consejería en Sevilla.
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Este pequeño capítulo cuenta qué se hizo a partir de este momento y cómo se desarrollaron pos-
teriormente los acontecimientos.

Métodos y análisis realizados

Los peces recuperados en el campo como cebos envenenados y los localizados en el almacén
fueron meticulosamente examinados. Con fines analíticos comparativos se adquirieron otros
lotes de sardinas similares (conocidas como sardinas-arenques) en dos comercios distintos de
la ciudad de Málaga. 

Los análisis realizados y métodos empleados se resumen como sigue:

• Estudio macroscópico y biométrico, detallando el aspecto externo, el peso y la longitud tanto
de las sardinas recuperadas en el coto (grupos 1 y 2, imágenes 8 y 9) como los controles co-
merciales (grupos a y b, imágenes 10 y 11).

• Análisis toxicológico mediante cromatografía de líquidos y gases acoplada a espectrometría
de masas (GC-MS/MS; UPLC-MS/MS) en las sardinas requisadas (grupos 1 y 2).

• Análisis fisico-químicos y microbiológicos: Presencia y la concentración de bacterias halo-
fílicas (responsables de coloración superficial en este tipo de conservas) mediante métodos
microbiológicos, contenido de grasa (hidrólisis ácida y Soxhlet), de proteínas (método Kjel-
dahl) y otros parámetros organolépticos como el grado de humedad y la concentración de
sodio (potenciometría). Estos valores deben ser similares en un mismo lote de sardinas (si-
milar procesamiento), razón por la cual se planteó como alternativa para relacionar las sar-
dinas posiblemente envenenadas con las requisadas en el coto. Como controles se analizaron
las sardinas adquiridas en dos comercios distintos de Málaga (grupos a y b).

Resultados y Discusión

Análisis toxicológico

Aunque se analizaron todas las sardinas encontradas en el coto (grupos 1 y 2), solamente en  las
del grupo 2 conteniendo el granulado negro, se detectó aldicarb (386,2 mg/kg), y sus productos
de degradación, aldicarb sulfoxido (994,4 mg/kg), y aldicarb sulfona (131,5 mg/kg) (Tabla 1).

Estudio macroscópico, biométrico y características físico-químicas

No se observaron diferencias significativas en cuanto al peso y medidas entre los tres grupos de
sardinas (coto, almacén del coto y comerciales)  (Tabla 10). Cabe destacar, sin embargo, el as-
pecto macroscópico similar de los dos grupos de sardinas del coto y diferentes a las adquiridas
en los dos comercios de Málaga (grupos 1, 2, a y b; imágenes 8, 9, 10 y 11).

Las sardinas del grupo 1 (recuperada en la caseta), y del grupo 2 (en campo con aldicarb) tienen
valores similares en cuanto a contenidos de proteína (44,1% y 40 %), materia grasa (28,4% y
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28,6 %) y relación grasa/proteína (0,64 y 0,71). Estos valores son diferentes de las sardinas usa-
das como control (31,5% proteína, 35,7% de materia grasa y una relación grasa/proteína de
1,13). Hay que destacar que el contenido de cloruro sódico (ClNa) y humedad encontrado en el
grupo 2 difieren de los demás grupos. Esto se explica porque las sardinas del campo pudieron
sufrir un desalado parcial por la manipulación para incorporar el veneno (aldicarb), o bien por
el posible desecado como consecuencia de su exposición al sol o ambiente seco (Tabla 10). 

Cuantificación de microorganismos halófilos

Para la evaluación de los resultados se han considerado los criterios oficiales que determinan la
concentración de estas bacterias a partir de la cual se hace perceptible el deterioro del producto:
106 ufc/g (10 millones de bacterias/g). En los grupos 1 y 2, sardinas del coto, se obtuvieron va-
lores muy por encima del tomado como referencia (1 millón), en cambio en el grupo control el
valor es muy inferior a dicho límite (Tabla 1).

Conclusiones

Este caso práctico supone uno de los retos más complicados de cuantos hemos tenido que resol-
ver en los últimos años; es un claro ejemplo de la eficacia de los recursos tecnológicos actuales
puestos al servicio de la conservación de la biodiversidad.

Como pidieron juez y fiscal, la ciencia ha permitido vincular como pertenecientes al mismo lote
de compra a las sardinas empleadas como cebo envenenado y las halladas en la caseta de aperos
del sospechoso, o lo que es lo mismo, las sardinas usadas como cebo envenenado estuvieron en
el mismo envase de compra que las halladas entre las pertenencias del sospechoso en el interior
de su caseta. Los análisis presentados han sido considerados por la instancia judicial como ele-
mento de peso en el caso investigado. Esta circunstancia, unida al resto de pruebas indiciarias,
permitió demostrar que el sospechoso había tenido mucho que ver en la autoría de la colocación
de cebos envenenados en el medio natural, de forma intencionada.

Si durante el registro de la caseta del sospechoso los agentes hubiesen encontrado aldicarb, el
análisis detallado de las sardinas no habría sido necesario. Sin embargo, en ausencia de estas
pruebas, las sardinas adquirieron una importancia crítica para el caso. Nunca hay dos casos igua-
les.

Que sepamos es la primera vez que se ha recurrido a la presencia de bacterias y la evaluación
de parámetros físico-químicos de cebos desde una óptica forense para resolver un caso de enve-
nenamiento en fauna silvestre.

En el momento de redactar este texto, el sospechoso ha sido formalmente detenido policialmente
e imputado por el delito de colocación de cebos envenenados y uso de otros medios ilícitos de
captura de fauna silvestre, con resultado de muerte. La investigación derivada arrojó igualmente
la existencia de otros presuntos delitos asociados a una mala praxis cinegética, que han de ser
omitidos aquí por razones operativas y por secreto de sumario. La resolución final del caso está
ya en instancias judiciales, una vez que los equipos multidisciplinares han concluido su trabajo:
la presentación de pruebas ante la autoridad judicial.
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Este caso nos ha permitido añadir una herramienta más al conjunto de métodos, cada vez más
numerosos, para resolver casos similares en nuestra comunidad autónoma.
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Caso Práctico II: Esclarecimiento mediante nuevas tecnologías

Detección de veneno en muestras no convencionales como recurso forense de 
emergencia: detección de un insecticida organofosforado en el paladar de un buitre 
negro en avanzado estado de descomposición y uso de la genética para identificar 

cebos envenenados

Ngaio L. Richards1, Irene Zorrilla Delgado2, Antonio Ruiz Garcia3, Antonio Marín García2, Car-
men Ruiz Rubio2, Isabel Fernández Verón2

1 Working Dogs for Conservation, 52 Eustis Road, Three Forks, Montana, EEUU, 59752
2 Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía, División de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, Centro de Análisis
y Diagnóstico de la Fauna Silvestre - CAD, Avda. Lope de Vega, 9, Málaga 29010 (España)
3 Estrategia de Control de Venenos y Otras Amenazas a la Fauna Amenazada, Agencia de Medio Ambiente y Agua de Anda-
lucía. Avda. Johan Gutemberg s/n. 41092 La Cartuja, Sevilla (España)

Cuando tiene lugar un episodio de envenenamiento lo habitual es que los agentes retiren el ca-
dáver y los cebos envenenados y lo remitan al laboratorio para su análisis. Una vez allí, los téc-
nicos se centrarán en extraer muestras convencionales del digestivo para sondear y buscar allí
residuos tóxicos que revelen y demuestren la existencia de un envenenamiento. Pero la teoría
dista mucho de transformarse en realidad y en gran número de ocasiones los resultados son ne-
gativos, aún a sabiendas de que el animal ha muerto con toda certeza por la acción del veneno.
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Son muchos los factores que juegan en nuestra contra y motivan falsos negativos, que dan al
traste con todo el caso y por tanto permiten que los envenenadores queden impunes. Algunos de
los compuestos empleados para envenenar son extremadamente rápidos, incluso causando la
muerte antes de que el compuesto llegue al digestivo. Otras, el animal expulsa el veneno en
forma de vómito, quedando muy pocas trazas en su interior y en un enorme porcentaje de las
ocasiones, los mismos tóxicos se degradan. Todas estas circunstancias dan lugar a falsos nega-
tivos y con ellos también a una no menos importante frustración al no tener elementos penales
sobre los que construir una investigación policial.

En este caso práctico aportamos algunos elementos y recursos de emergencia de gran utilidad,
conducentes a maximizar las posibilidades de detección de veneno en un animal cuya muerte se
ha producido por la ingestión de compuestos tóxicos. Paralelamente mostramos cómo el uso de
técnicas de genética aporta información relevante para esclarecer episodios de envenenamien-
to.

Historial y antecedentes

En el tiempo que transcurre entre la ingestión del veneno y el descubrimiento del cadáver, las
muestras convencionales (por ejemplo tejidos blandos, contenido del estómago o fluidos) pueden
degradarse severamente hasta tal punto que no queda material para el análisis toxicológico ru-
tinario. Por tanto, más allá de la detección de residuos en los tejidos convencionales, es impor-
tante investigar la posibilidad de detectar residuos en otras partes del cadáver que mejor resistan
la degradación. Incluso, en nuestra experiencia, es vital recurrir al análisis de muestras que en
muchas ocasiones no se retiran del campo ni remitidas para su posterior análisis, porque pensa-
mos que no son importantes. Como decimos en el caso de ingestión de venenos de toxicidad
aguda la muerte suele ser tan rápida, que los análisis de tejidos convencionales pueden perfec-
tamente no reflejar exposición alguna al veneno (Mineau & al. 2011).

Cuando se ingiere un cebo envenenado, el animal previamente lo ha manipulado hasta introdu-
cirlo en su cavidad bucal. En virtud del mismo Principio de Locart o de Transferencia que rige
las investigaciones criminalísticas, durante todo ese proceso el veneno contacta con determinadas
partes del cuerpo, ajenas al digestivo y donde se acumulan con una tasa de degradación menor
que en el interior del propio digestivo. A modo de ejemplo, hemos encontrado veneno en las ga-
rras de un buitre tras quedar impregnadas al agarrar el cebo, en las comisuras del pico o incluso
en el hocico de un zorro. La bibliografía también da claros ejemplos de ello, mencionando las
garras de búho o en picos y garras de buitres africanos (Vyas & al. 2003 y 2005, Otieno & al.
2010; Otieno & al. 2011).

La biología forense nos ayudó a resolver un episodio similar muy relevante. Hace no demasiado
tiempo un zorro que murió con evidentes síntomas de envenenamiento en un espacio protegido
andaluz. Para la resolución penal del caso resultaba fundamental obtener un resultado toxicoló-
gico positivo según requería la fiscalía. Sin embargo en una primera instancia el cadáver del
zorro arrojó un resultado negativo. Se decidió entonces analizar tejidos alternativos, pero de nue-
vo igualmente con resultado negativo. Posteriormente se analizaron cebos supuestamente enve-
nenados recogidos por los agentes en el lugar de los hechos, todos con idéntico resultado.
Finalmente se recurrió al análisis del vómito, una vez más con resultado infructuoso. Resultaba
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evidente que la degradación ambiental estaba detrás de estos falsos negativos, así que in extremis
se hizo un último intento. Una vez llegados al punto exacto de levantamiento del cadáver y si-
guiendo instrucciones del laboratorio, se excavó ligeramente la arena donde el vómito del zorro
fue arrojado por el animal durante su agonía. Se tomaron restos de la arena que había quedado
salvaguardada de la temperatura y la acción degradante de la luz solar y se llevaron al laboratorio
para análisis. Por fin se obtuvo un positivo y con ello el desenlace del caso. Hoy han desaparecido
los envenenamientos en esta zona, lo que ha permitido desde entonces su eliminación como pun-
to negro de veneno en Andalucía.

En este caso práctico presentamos el análisis de otra parte del cadáver que no había sido ex-
plorada hasta la fecha, el paladar, como parte de una investigación policial llevada a cabo en
un caso de mortalidad masiva ocurrida en Huelva. En marzo de 2012 un agente del Paraje Na-
tural de Sierra Pelada y Rivera del Aserrador localizó el cadáver muy degradado de un buitre
negro (Aegypius monachus) y de 9 buitres leonados (Gyps fulvus) en un muladar tradicional.
Los cadáveres estaban situados entre 5 y 15 metros de los restos de un caballo carroñeado por
buitres y por lógica en un principio se sospechó que el caballo podía ser la fuente del veneno.
Todos los cadáveres de buitres presentaban claros síntomas de muerte por envenenamiento.

Los 10 buitres muertos y restos de piel, tendones y del esqueleto del caballo fueron remitidos
para su análisis y estudio al Centro de Análisis y Diagnóstico de la Fauna Silvestre (CAD), el
laboratorio de referencia en fauna silvestre de la Consejería de Agricultura, Pesca y Medioam-
biente situado en Málaga.

Desde una óptica puramente procesal penal, resultaba fundamental obtener un resultado positivo
en el cadáver del buitre negro, dado su estatus de conservación, lo cual se aventuraba difícil de-
bido a su avanzado estado de degradación.

Los análisis del paladar del buitre negro realizados en última instancia jugaron un papel crucial
en la relación con otras evidencias recopiladas. Es la primera vez que se recurre al análisis
del paladar para la detección de veneno durante el curso de una investigación forense relacio-
nada.

Cómo se hicieron los análisis (métodos)

Recuperación de los cadáveres, necropsia y datación de muerte

Los cadáveres de los 9 buitres leonados y el buitre negro, así como restos del caballo (piel,
músculo, tendones y costillas) fueron recogidos por un agente siguiendo el protocolo oficial
(Ruiz & al. 2010a, 2010b; Fajardo & al. 2011) y enviados al CAD. Todos los buitres fueron ne-
cropsiados según lo permitía el grado de descomposición, el cual oscilaba entre moderado y
avanzado según los individuos. Cuando fue posible se estimó la fecha de la muerte a partir de
la entomofauna recuperada del cadáver (ver Fernández Verón, 2011).

Análisis toxicológico

El cadáver del caballo había sido totalmente consumido por los buitres, imposibilitando por
completo cualquier análisis toxicológico que pudiera revelar si fue o no la causa de envenena-
miento de los buitres.
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Paralelamente se lograron extraer algunas muestras de calidad en dos de los buitres leonados y
del buitre negro para análisis de plaguicidas organofosforados y carbamatos. La extracción de
residuos y el screening se realizó según Zoun & Spierenburg (1989), ya estándar en casos de
envenenamiento: se diluyó entre 5-10 g de material recuperado del tracto digestivo de los buitres
leonados (interior de la cavidad oral y boca, proventrículo y estómago) y de los órganos momi-
ficados indistinguibles del buitre negro, con una solución de sulfato sódico, extraídos con diclo-
rometano seguido de una purificación en fase sólida (columnas C18). Se emplearon alícuotas
de los extractos para análisis mediante cromatografía en capa fina y posterior cromatografía lí-
quida y de gases-masas (GC-MS/MS y ULPC-MS/MS), siguiendo la Directriz 2002/657/CE de
la Unión Europea. 

En total se rastrearon 131 plaguicidas del tipo organofosforados y carbamatos, los más factibles
de uso para cebos envenenados en esta parte de España. 

Los resultados se presentan en la Tabla 11.

Análisis genético

El supuesto cebo envenenado encontrado en el digestivo de uno de los buitres leonados se so-
metió a análisis genético para conocer su naturaleza. El análisis de ADN también se realizó para
determinar si era la carne del caballo muerto la que había envenenado a los buitres. El método
usado en ambos casos se basó en la secuenciación del gen D-loop.

Resultados

Necropsia y datación de muerte

La recuperación de insectos en los cadáveres de los buitres leonados permitió datar la muerte
de los buitres nº1 entre 3 y 6 días y para el buitre nº2 entre 15 y 20 días. La ausencia de insectos
en el cadáver del buitre negro impidió la datación de su muerte.  

Análisis toxicológico

Los resultados toxicológicos de los buitres leonados fueron positivos, revelando la presencia
de clorfenvinfós, un organofosforado enormemente peligroso para los buitres y empleado con
frecuencia para envenenar aves carroñeras (ver Tabla 11 y cromatogramas).

Desgraciadamente y como era de esperar por su avanzada degradación, las muestras de buitre
negro resultaron negativas a la detección de todos los compuestos tóxicos sondeados. No obs-
tante según el cuadro postural y otros indicios, era evidente que se trataba de un falso negativo.
En estas circunstancias las posibilidades procesales de éxito del caso quedaban cercenadas,
por lo que fue necesario diseñar un plan alternativo para explotar todas las posibilidades al
alcance y obtener un resultado positivo sobre este individuo. Acuciados por la necesidad, el
equipo de trabajo recreó de forma imaginaria de qué forma se alimenta un buitre negro en una
carroña y se trató de deducir qué partes del cuerpo del animal podrían haber entrado en con-
tacto en uno u otro momento con el supuesto tóxico contenido en el cebo envenenado. Tras
esta reflexión se analizaron minuciosamente otras muestras alternativas de emergencia: garras,
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pico en su parte exterior y otras zonas del cuerpo, todas con resultado negativo. Por fin, sin
muchas esperanzas y ya a punto de desechar cualquier posibilidad de éxito, se optó por recurrir
al paladar, al entender que las papilas del mismo podrían tal vez contener residuos tóxicos
atrapados en su cara interna. Las papilas están dispuestas en sentido favorable a la deglución
y dirigidas hacia interior del esófago y de alguna manera pudieron retener trazas del tóxico
por la acción de tragar..

Por fin y dentro de las papilas del paladar los resultados fueron positivos, hallándose también
clorfenvinfós, esta vez de forma sorprendente en dosis muy elevadas (Tabla 11).

Análisis genético

La carne envenenada ingerida por el buitre leonado nº1, coincidió en un 99% con caballo do-
méstico Equus caballus. Es decir, al menos ese buitre había muerto envenenado tras ingerir
carne de caballo o bien alimentarse de su cadáver. Pero la comparación de las secuencias de
ADN del caballo encontrado en las inmediaciones del área de aparición de los 10 buitres, re-
velaron que las dos muestras no correspondían, en otras palabras que el buitre leonado 1 había
muerto tras ingerir carne de caballo impregnada en clorfenvinfós, pero no del mismo caballo
que se encontraba a pocos metros de distancia. 

Conclusiones

En un principio las hipótesis iniciales apuntaban a que el caballo cercano a los cadáveres de bui-
tres había sido la fuente del veneno causante de la mortandad masiva de buitres leonados y negro
en el interior del espacio protegido. Sin embargo y aplicando el criterio que denominamos “la
Piedra de Sebas” tras un examen más sosegado de numerosas pruebas forenses circunstanciales,
confirmados posteriormente por los análisis toxicológicos y genéticos, la realidad se mostró bien
distinta. Una vez más queremos poner de manifiesto la relevancia de la tecnología y el estudio
minucioso desde una óptica forense para esclarecer episodios de envenenamiento.

Los análisis genéticos fueron extraordinariamente relevantes al demostrar que los cebos envene-
nados que dieron muerte a los buitres se correspondían con carne de caballo, pero no del mismo
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Nivel de residuo (mg/kg)Tipo de muestra

3.39Paladar
a

Buitre negro

0Órganos convencionales del digestivo Buitre negro

2.49Contenido de la cavidad oral Buitre leonado

0.45Contenido de la cavidad oralBuitre leonado

0.70Contenido del proventrículo y molleja: cebo ingerido 
identificado como caballo (Equus caballus)

Buitre leonado

Tabla 11. Residuos de clorfenvinfós detectados en las muestras seleccionadas a partir de los cadáveres de buitre de-
gradados en el sur de España.

a Ver Figuras 1a-1f

1

1

2



animal que se encontraba en el muladar donde se hallaron los buitres, como a simple vista podía
deducirse. Los buitres habían ingerido el veneno en otro lugar diferente y habían muerto allí al
coincidir el muladar con el dormidero habitual. Este hallazgo dio paso a una nueva línea de inves-
tigación policial conducente a averiguar la procedencia real del punto de envenenamiento.

Lo relevante del caso recae en evidenciar la utilidad de las muestras no convencionales para aná-
lisis toxicológicos en casos de emergencia, cuando los tejidos habituales ofrecen resultados ne-
gativos falsos. Es entonces cuando debemos recurrir a tejidos que a simple vista carecen de todo
interés forense, pero que pueden ser vitales para la resolución de un caso. Desde esta fecha nues-
tro equipo de trabajo investiga en la actualidad otras posibilidades de tejidos alternativos, siendo
algunos de ellos de mayor o menor utilidad según se trate de aves o mamíferos.

Como resultado final este episodio de envenenamiento ha quedado resuelto desde una perspectiva
policial y forense. En el momento de redactar este texto, la investigación ha permitido la impu-
tación de al menos cuatro personas por colocación de venenos y el desmantelamiento de una
red de distribución de este compuesto tóxico, ya retirado del mercado. El caso está abierto y por
razones lógicas han de omitirse detalles al respecto al encontrarse en plena resolución judicial
penal.
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Capítulo VII

LA PRÁCTICA DE LA PRUEBA EN LOS 
PROCEDIMIENTOS DE VENENO: EL ANÁLISIS 
TOXICOLÓGICO
Irene Zorrilla Delgado, Centro de Análisis y Diagnóstico de Andalucía 
José Antonio Alfaro Moreno, Teniente Jefe del Servicio de Protección de la Naturaleza de la Coman-
dancia de la Guardia Civil de Huelva

“La realidad es una ilusión, aunque sea persistente”. Albert Einstein.

Introducción

En el presente capítulo trataremos de explicar cómo la adecuada colaboración y comunicación
entre AAA y técnicos puede cambiar radicalmente el enfoque de un hecho en concreto, lo cual
resulta de vital importancia. Se ha reiterado en muchas ocasiones que trabajamos siempre en
una delgada línea divisoria entre lo penal, lo administrativo y la simple constancia de hechos.
De ahí la importancia de los informes técnicos en los delitos contra la fauna, especialmente los
análisis toxicológicos. De ellos en muchas ocasiones dependerá la posterior calificación de los
hechos.

Podemos afirmar sin miedo a equivocarnos que en la lucha contra el veneno en el medio natural,
el paso fundamental fue el análisis toxicológico de cebos y cadáveres. Afortunadamente, técnicas
aplicadas como los estudios forenses, la entomología, la comunicación no verbal o incluso los
perfiles criminales, nos aportan multitud de indicios a la hora de enfocar un caso, pero lo cierto
es que nada podríamos hacer sin la constatación científica que nos reporta el informe conjunto
de la necropsia y el estudio toxicológico

Breves apuntes sobre el concepto de la prueba

No es el objeto de este capítulo profundizar en la prueba como concepto3, pero a modo intro-
ductorio sí daremos unos breves retazos al respecto.

3. Al no iniciado le será de gran ayuda: García Borrego, J.A. y Fernández Villazala, T. Introducción al Derecho Procesal Penal. 2007. Editorial
Dykinson



Es habitual que, coloquialmente nos refiramos a pruebas cuando en realidad nos referimos a in-
dicios o vestigios. No obstante, en el procedimiento penal, cualquier indicio, vestigio, informe
o testimonio no adquiere el grado de verdadera prueba hasta que es sometida en el juicio oral a
los principios de: inmediación, contradicción, igualdad y publicidad.

Lo anterior cobra una extraordinaria importancia a la hora de que testigos y peritos se enfrenten
a la ratificación de lo actuado o manifestado en su momento en el juicio oral. Requiere que du-
rante todo el proceso hayamos respetado las formalidades ya vistas en capítulos anteriores4 y
que los medios por los que se haya logrado sean lícitos5, dado que lo contrario la invalidaría. 

Tengamos en cuenta que para desvirtuar la presunción de inocencia6 sobre el procesado, la carga
de la prueba recae en la parte acusadora (Fiscalía, acusación particular o popular), la cual habrá
de apoyarse en la investigación realizada. No basta con meras sospechas o conjeturas7.

Por último, trataremos brevemente de los siguientes conceptos relativos a la prueba:

• Prueba de cargo: Es una prueba que, respetando los requisitos anteriores, por sí sola desvirtúa
la presunción de inocencia.

• Prueba anticipada / Prueba preconstituida: Es aquella que por sus características, no puede
ser reproducida en el juicio oral8. Debe respetar igualmente los principios anteriormente re-
señados. Un ejemplo gráfico puede ser el testimonio de un testigo con una enfermedad grave
que pudiera morir antes de la celebración del juicio oral.

• Prueba Indiciaria: Es la que se basa en aportaciones de prueba indirectas, pero que supera la
mera sospecha y desvirtúa la presunción de inocencia.

• Fuente de prueba: Podríamos decir que es el medio material por el que logramos la prueba.
Por ejemplo, el testigo es la fuente de prueba que constituye el testimonio.

Realización de necropsias y análisis toxicológicos en el laboratorio. Sistema de
calidad y acreditación de los laboratorios forenses veterinarios

Como referencia en el procedimiento penal la Policía Judicial cuenta para el análisis de muestras
con el Instituto Nacional de Toxicología, al que normalmente se acude con auto judicial al efecto.
Sin embargo, la especificidad y amplitud de los asuntos que tratamos en la lucha contra el veneno
precisan de laboratorios que trabajen específicamente en las necropsias de fauna silvestre y los
análisis toxicológicos pertinentes
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4. No dejaremos de repetir la importancia de la cadena de custodia en la recogida de vestigios, y del respeto de los procedimientos a seguir al
objeto de evitar nulidades posteriores.

5. Teoría del fruto del árbol envenenado. 
6. Artículo 24.2 de la Constitución Española.
7. Ya se trató en el Capítulo VIII del indicio y sus propios requisitos, y de cómo se diferencia de la mera sospecha.
8. Arts. 333, 336, 343, 350, 356, 466, 467, 569, 579 y 584 de la LeCrim.
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En este sentido, desde hace unos años, diversos laboratorios a lo largo de la geografía española
se han especializado en la realización de necropsias y análisis toxicológicos de fauna silvestre,
especialmente casos de envenenamiento. Estos laboratorios dependen de de las comunidades
autónomas9 o de otras instituciones como Universidades, aunque también las FCSE cuentan con
medios propios10. Cuentan con certificaciones oficiales11 y están avanzando constantemente
aportando por un lado la constatación científica de la causa de la muerte del animal y el com-
puesto utilizado, y por otro, técnicas como la obtención de perfiles de ADN, que han resultado
fundamentales en la resolución de diversos casos12. Merecen un reconocimiento los Centros de
Recuperación de Fauna Silvestre y la labor que realizan en las diferentes comunidades autóno-
mas a la hora de la realización de necropsias, asesoramiento a los AAA, etc. Se han convertido
en una herramienta valiosísima en la lucha contra el veneno.

El objetivo final de cualquier laboratorio forense relacionado con casos de sospecha de envene-
namiento u otras actividades ilegales que afecten a la fauna es auxiliar a las Autoridades y a su
resolución. Los resultados obtenidos en los laboratorios pueden tener un destino judicial y cada
caso puede estar relacionado con un daño que puede ser ecológico, económico, afectivo e incluso
llegar a afectar a la salud en humanos. En los casos en que estén involucradas especies protegidas
en riesgo de extinción, el daño biológico puede ser incalculable. Es comprensible, pues, la pre-
ocupación por parte de los laboratorios y Autoridades por la fiabilidad de los resultados que
puedan llegar a ser rechazados o cuestionados.

Por todo ello la tendencia actual en las comunidades autónomas es favorecer que los laboratorios
tengan implantado un Sistema de Calidad, cumplan las Normas internacionales  al respecto (ba-
sadas en la ISO/IEC 17025)13, consigan la acreditación por ENAC14 que permita demostrar la
competencia técnica del laboratorio y, así, la tranquilidad de obtener unos resultados seguros y
contrastados.

No hay que olvidar que la calidad de un laboratorio se genera en el trabajo diario y lo funda-
mental es tener una buena infraestructura, una instrumentación adecuada y unos buenos profe-
sionales responsables, formados y motivados y, si procede, el respaldo de la Administración
competente. El Sistema de Calidad implantado, junto con la experiencia del laboratorio, es una

9. Centro de Análisis y Diagnóstico de la Fauna Silvestre de Andalucía (CAD) o el Instituto de Investigación en Recursos Cinegéticos (IREC)
de Ciudad Real

10. Laboratorio de Criminalística de la Guardia Civil. 
11. Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) + www.enac.es. 
12. Envenenamiento de un ejemplar de lince ibérico. 2008. Andújar (Jaén). La comparación genética por el CAD de los cebos con las gallinas

de los supuestos autores, supusieron una prueba fundamental para la condena de los mismos. 
Operación Dakar. 2009. Desarticulación de una banda organizada de caza furtiva y distribución de caza en establecimientos hosteleros en
el Espacio Natural de Doñana. Constatación por el CAD de la misma identidad entre una cabeza de cierva hallada en el lugar de los hechos
y la carne hallada en los registros resultó fundamental para la resolución del caso y la constatación de los indicios que las escuchas telefónicas
habían revelado.
Operación Caperucita Roja. 2012. La extracción y análisis genético de muestras de sangre de varios rebaños de ovinos y caprinos en la
Sierra de Castril (Granada) y su comparación genética con los cebos hallados en el lugar del levantamiento de varios quebrantahuesos por
el CAD fue vital para la resolución del caso.

13. NORMA UNE-EN ISO/IEC 17025: Requisitos generales relativos a la competencia de los laboratorios de ensayo y calibración, 2005 
14. Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) + www.enac.es.  
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garantía para la resolución de incidencias y permite dar respuesta a las necesidades de los clientes
(Administraciones incluidas). Este es uno de los objetivos perseguidos por muchos laboratorios,
incluido el CAD.

En los apartados siguientes se realiza una aproximación al Sistema de Calidad en un laboratorio
con un enfoque especial sobre aquellos que realizan análisis toxicológicos para la resolución de
casos de envenenamiento. Por otra parte es importante conocer qué laboratorios están autorizados
para la realización de este tipo de trabajos y, por último, se describirá brevemente cómo se rea-
lizan en el CAD los estudios forenses, incluyendo necropsias, toma de muestras y análisis toxi-
cológicos para la resolución de casos de envenenamiento siguiendo procedimientos normalizados
de ensayos (ISO/IEC 17025) con vistas a la acreditación por ENAC. 

¿En qué laboratorios pueden realizarse los estudios de envenenamiento de fauna?

Al amparo de  la Ley 8/2003 de 24 de abril de Sanidad Animal15, cada Comunidad Autónoma
tiene potestad para determinar los laboratorios autorizados para los distintos análisis (diagnóstico
de las enfermedades de los animales, análisis y control de las sustancias tóxicas, etc.).

La necropsia y el análisis toxicológico posterior de las muestras son pruebas fundamentales. © CAD

15. Título II, Capítulo V, relativo a los laboratorios.
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Los laboratorios deberán estar dotados de medios humanos y materiales precisos para garantizar
la conservación de muestras depositadas, su posterior análisis y emisión de los correspondientes
informes o peritaciones.

En el caso concreto de los laboratorios autorizados en los que normalmente se lleva a cabo el
proceso completo en casos de envenenamiento, se incluyen algunas Universidades que tienen
Facultades y Departamentos con experiencia en toxicología, Centros de Recuperación y Centros
y Laboratorios especializados16. 

En Andalucía hay requisitos estrictos que aparecen reflejados en el Decreto 73/200817 y afectan
a todos los establecimientos, tanto públicos como privados, que realizan estudios, análisis y pro-
yectos relacionados con la sanidad animal y vegetal y con la flora y la fauna silvestres. Cualquier
laboratorio que realice las actividades analíticas descritas en dicho Decreto, entre las que se in-
cluye el diagnóstico de enfermedades animales, el análisis de residuos de productos que puedan
ser utilizados como venenos en perjuicio de la fauna o  el control de calidad y análisis de material
genético, deben obtener la autorización administrativa.

En Andalucía el único laboratorio autorizado especializado en fauna silvestre es el CAD, con
sede en Málaga. Está incluido en el Registro Único de los Laboratorios Agroganaderos y de los
Laboratorios de Especies Silvestres de la Comunidad Autónoma de Andalucía18. Por tanto los
resultados analíticos emitidos por este laboratorio tienen validez oficial. Actualmente el CAD
está en vías de acreditación de ensayos lo que sin duda aportará un valor añadido a la Consejería
de Agricultura, Pesca y Alimentación de la Junta de Andalucía.

Del campo al laboratorio

Como se ha indicado, fruto de las inspecciones e ITOs que se realizan en el  medio natural, al
laboratorio llegan muestras de muy diversa índole: 

• Cadáveres en distinto estado de conservación (frescos, autolíticos, momificados y restos óseos). 

• Vómitos de los animales envenenados, huevos, cebos de muy distinta naturaleza y diseño (de
tipo cárnico, embutidos, cadáveres con venenos).

• Insectos.

• Material inerte que ha podido estar en contacto con los venenos (guantes, botes, bolsas, me-
naje del hogar, etc.). 

16. Universidad de Cáceres, cuyo Departamento de Toxicología de la Facultad de Veterinaria es un laboratorio autorizado en Extremadura; el
Instituto de Investigación en Recursos Cinegéticos (IREC) en Castilla la Mancha, o La Alfranca del Gobierno de Aragón como ejemplo de
Centro de Recuperación de Fauna Silvestre autorizado para tal fin.

17. Decreto 73/2008, de 4 de marzo, por el que se regula la autorización, Régimen Jurídico y Registro Único de los Laboratorios Agroganaderos
y de los Laboratorios de Especies Silvestres. Apartados 2a, 2b y 3. 

18. Acceso a la Relación de laboratorios autorizados e inscritos en el Registro Único de los Laboratorios Agroganaderos y de los Laboratorios
de Especies Silvestres: http://www.juntadeandalucia.es/agriculturaypesca/portal/areas-tematicas/ganaderia/laboratorios-
agroganaderos/registro-de-laboratorio-agroganaderos.html



El laboratorio, respetando en todo momento la cadena de custodia de la que forma parte, registra
y fotografía el material recibido precintado, comprueba que las muestras coinciden con las in-
dicadas en las actas, y les asigna un código único que se mantiene para todos los análisis que re-
aliza, permitiendo en todo momento la trazabilidad de los ensayos, almacenamiento, destrucción
o devolución o, si procede, cesión a proyectos nacionales e internacionales.

Fundamental resulta saber la datación de la muerte del ejemplar. Como se ha tratado, ante la
existencia del delito debemos situar al sujeto activo en el lugar y el momento de los hechos, con
lo cual resulta fundamental establecer con la mayor precisión posible el momento de la muerte
del animal19. 

En este punto, por enésima vez nos retrotraemos a la importancia de la ITO, dado que de ella y
de cómo se refleje toda la información en las actas e informes podrán o no obtener los datos los
técnicos del laboratorio. Es imprescindible reseñar:

• Aportar minuciosamente cuantos datos meteorológicos generales y concretos se obtengan:
Estación meteorológica más cercana; temperatura, humedad relativa del momento del levan-
tamiento; otros datos como la umbría o exposición al sol del cadáver según el momento del
día; cuadro postural, zona de contacto con el suelo del cadáver20; así como cualquier otra in-
formación complementaria de interés.

• Incluir como parte del levantamiento fauna cadavérica (normalmente en frasco aparte del ca-
dáver), restos de pelo y piel o mezcla de fluidos y tierra en caso de existir.

En otras palabras, debemos ser los ojos de los técnicos que van a realizar la necropsia en el cam-
po, al objeto de que puedan interpretar los datos de la forma más completa posible. Desafortu-
nadamente, no siempre existe ese buen trabajo previo ni esa comunicación posterior, lo que debe
erradicarse por completo21. 

Examen post-mortem y toma de muestras durante las necropsias

El primer paso lógico y previo al análisis de las muestras, es el análisis macroscópico. Hay que
considerar todas las posibilidades, no sólo el envenenamiento. De hecho, una simple radiografía
puede mostrar cebos fabricados con clavos o traumatismos severos en animales.

En otros casos el examen visual permite obtener los primeros indicios sobre los posibles tóxicos
que contengan las muestras, principalmente en los cebos (por ejemplo granulado o sustancias
líquidas o pringosas, con distintas coloraciones). Sin embargo sólo el análisis químico nos pro-
porcionará la composición exacta.
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19. E.N. Doñana. Verano 2011. La aparición de un cadáver de lince ibérico subadulto en avanzado estado de descomposición supuso la impu-
tación de dos personas por su presunta participación en la muerte del mismo por disparo de escopeta, resultando fundamental la datación
de la muerte por parte del CAD.

20. El reportaje fotográfico debe reflejarlo de forma tan precisa como sea posible. 
21. De nuevo sale a colación la necesidad de colaboración, imprescindible en la lucha contra el delito medioambiental.



Durante el examen externo, valoración del cadáver

Durante la necropsia, independientemente del estado de conservación del cadáver, se realiza una
inspección externa detallada del mismo. Son muy importantes algunas señales, como salida de
sangre por orificios naturales (puede implicar intoxicación o traumatismos severos); quemaduras
en garras o plumas (electrocución), perforaciones en la piel (posibles disparos o por acción de
entomofauna cadavérica), y un largo etcétera de posibles hallazgos.

Los animales que mueren rápidamente con signos neurológicos muy severos (por ejemplo por
la acción de estricnina o de plaguicidas inhibidores de la colinesterasa), presentan evidencias
de este sufrimiento y podemos apreciar en la necropsia un cuadro postural atípico. En aves es
frecuente encontrar rigidez en las garras, con restos de vegetación, pico entreabierto, flexión en
cuello y en las alas. En mamíferos es bastante común la típica risa sardónica y, a veces, lesiones
provocadas por las convulsiones. También puede observarse salida de heces y presencia de restos
de cebo en el interior de la boca y en las garras de las aves. 

Cuando se aprecian traumatismos óseos es necesario valorar estas lesiones, evitando extraer
conclusiones precipitadas. La presencia o ausencia de hematomas o reacción asociada reciente
o antigua en hueso y tejidos circundantes, permite determinar si se trata de lesiones ocurridas
antes de la muerte (ante o peri-mortem), o bien se trata de lesiones antiguas no relacionadas con
la muerte o son posteriores a la misma, por acción de carroñeros o simple desmembramiento
provocados por el arrastre por otros animales.

Un dato muy importante a considerar es la condición corporal del cadáver, si es el adecuado en
principio es posible descartar enfermedades crónicas o debilitantes o intoxicación crónica por
compuestos tóxicos acumulativos (por ejemplo organoclorados o algunos metales).

Durante el examen interno (órganos, tejidos)

En el laboratorio se realizan las necropsias de forma meticulosa y detallada. Es lo que denomi-
namos necropsia reglada.

Cuando analizamos un cadáver supuestamente envenenado, aves y mamíferos son los más co-
munes, no sabemos qué tipo de veneno ha podido ingerir. Todos los sistemas y órganos son exa-
minados, ya que en muchos casos las lesiones causadas por los venenos son muy inespecíficas,
es más, en casos de exposición aguda a un toxico, la muerte puede ser tan rápida que no se apre-
cian señales en los órganos y tejidos.  

Uno de los sistemas que más información puede aportar es el digestivo, razón por la cual se exa-
mina con sumo detalle. La presencia de material granular o con coloración puede hacer sospechar
de un posible envenenamiento. La ausencia de contenido, cuando la condición corporal es buena,
puede indicar que el animal vomitó, dato importante en la valoración final del caso (típico en
aquellos en los que no se detecta tóxico alguno pero los cuadros posturales son compatibles con
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envenenamiento). También se intenta localizar en la mucosa señales de irritación gástrica que
apoyen la posibilidad del vómito o de dilatación del estómago, señal que se mantiene incluso en
cadáveres muy autolíticos.

Con carácter general, los compuestos más activos son los organofosforados y carbamatos, se-
guidos por los organoclorados y compuestos como el metaldehído, que pueden actuar en minutos
o pocas horas (muerte súbita o de tipo agudo). En estos casos puede observarse desde simple
enrojecimiento o congestión hasta hemorragias en el tejido subcutáneo, intestino, pulmones, ri-
ñones e hígado. Las lesiones en pulmones (congestión, exceso de fluido, etc), indican un fallo
respiratorio, ocurre en muertes agudas por envenenamiento, aunque también por otras muchas
causas.

Las lesiones por rodenticidas anticoagulantes se aprecian tras ingestión crónica o cuando se ago-
tan los factores de coagulación (vitamina K, sintetizada en el hígado). La muerte no tiene porqué
ser inmediata, sino que pueden transcurrir días, razón por la cual son difíciles de recuperar en
el análisis toxicológico posterior. En los animales pueden observarse lesiones tales como con-
gestión, hemorragias generalizadas, gran cantidad de sangre libre sin coagular y palidez de los
órganos. 

Los compuestos tóxicos más persistentes como son los organoclorados, la estricnina o metales
pesados, pueden permanecer en el organismo durante semanas e incluso años. En muchos casos
en el laboratorio los detectamos de forma incidental gracias a los efectos secundarios que pro-
ducen: emaciación (delgadez muy aparente, músculo laxo, ausencia de grasa), hepatomegalia
(hígado de anormalmente grande)... El adelgazamiento causado por el estrés de la migración,
inadecuada alimentación, y otras causas, puede concentrar residuos de organoclorados en el ce-
rebro y causar toxicidad aguda. La debilidad les hace más susceptibles al traumatismo (atropello,
colisión) o a las infecciones, estas últimas debido a la inmunosupresión causada por este tipo de
tóxicos. En estos casos se pueden observar desde señales de inmunodepresión en tejidos del sis-
tema inmune mediante estudios histopatológico (bazo, sistema ganglionar), como ocurre con
intoxicaciones por DDD (el análogo del DDT), hasta lesiones en órganos provocadas por los
microorganismos causantes de la infección. 
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Un esquema muy general de posibles signos de envenenamiento que pueden encontrarse durante
la necropsia, según el tipo de compuestos y tiempo transcurrido desde la ingesta, se muestra a
continuación:

Muestras importantes a recoger para estudio toxicológico a partir de los 
cadáveres

Según nuestra experiencia en el laboratorio, la selección de muestras debe incluir al menos las
siguientes porque, de alguna manera, han podido estar en contacto con el compuesto o con sus
metabolitos:

• Garras o restos en la cavidad bucal. 

• Vómitos incluso secos, en la comisura de la boca y entre los dientes.

• Contenido traqueal, estómago y, en aves, egagrópila, buche, ventrículo y proventrículo. 

• Órganos implicados en el metabolismo de los tóxicos, tejidos diana o de almacenamiento co-
mo son el hígado, riñón, grasa y huesos.

• Si es posible, muestras de sangre y encéfalo. El análisis toxicológico de estas muestras permite
la realización de importantes estudios de inhibición de colinesterasa. Realiza a partir del en-
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Fig. 7. Posibles signos de envenenamiento que pueden encontrarse durante la necropsia
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céfalo constituye una prueba irrefutable de muerte por envenenamiento. Para estos análisis
es preferible que el animal esté fresco y conservado en refrigeración antes y durante el envío.

• Además se deben recoger huevos/larvas/crisálidas de insectos necrófagos. Los invertebrados
pueden contener acumulación de tóxico.

Lógicamente la toma de todas o parte de las muestras, dependerá del estado de conservación
del cadáver. En el siguiente apartado se detalla el protocolo que se sigue en el laboratorio del
CAD en cadáveres muy autolíticos, incluso ya momificados.

En el intervalo entre la exposición al veneno y el descubrimiento del cadáver, los tejidos blandos
se degradan (autolisis), llegando incluso a la momificación. En estos casos en el laboratorio ob-
servamos que los órganos internos están irreconocibles o ausentes, por lo que no disponemos
de este material para el análisis toxicológico. La experiencia del laboratorio permite buscar
muestras alternativas a las clásicas antes citadas. Siguiendo la premisa de que las mejores mues-
tras en estos casos son las que mejor han estado protegidas de las condiciones ambientales, en
el laboratorio del CAD hemos obtenido muy buenos resultados a partir las garras, pico, fauna
cadavérica e incluso el paladar. Todas han permitido la  resolución de casos de envenenamiento
en cadáveres recogidos en el medio natural en estado de momificación o de reducción esquelé-
tica.

Procedimiento analítico toxicológico

Todas las muestras obtenidas de los cadáveres, de los cebos y otro material diverso, deben ser
procesadas de manera que no se produzcan perdidas del tóxico y que se evite la contaminación
de la misma con otros tóxicos o con sustancias que interfieran en el análisis. En todo momento
se siguen las recomendaciones oficiales referentes a los análisis toxicológicos citados anterior-
mente:

1. El primer paso es homogeneizar la muestra, suele incluir selección, corte, trituración, dese-
cación. 

2. La separación del tóxico de otros compuestos de la muestra. Existen diversas técnicas, líqui-
do-líquido, fase sólida, etc. La primera es una de las más utilizadas. La muestra ya homoge-
neizada se mezcla con solvente orgánico (diclorometano en caso de plaguicidas, cloroformo
para la extracción de estricnina y una mezcla de acetona y metanol para rodenticidas), se agita
en un embudo de decantación con el solvente y se evapora.

3. Purificación del tóxico para eliminar en lo posible las sustancias que interfieren en los análisis,
como son las grasas (muy común en cadáveres autolíticos y cebos fabricados) o excesos de
proteína. Esto se consigue con una o varias técnicas combinadas. En el laboratorio del CAD
funciona muy bien con nuestras muestras habituales las columnas de extracción en fase sólida
(SPE). Según el material de relleno de estas columnas, el disolvente y la muestra pasan por
las columnas mediantes succión por vacío. Los analitos por atracción permanecen en ellas y
son eluidos con un disolvente distinto, quedando retenidas las interferencias. 
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4. Los extractos ya limpios se evaporan a sequedad y se reconstituyen en un volumen del mismo
solvente para proceder a continuación a la identificación del tóxico o tóxicos (coctel). La nor-
mativa establece que para ello se realicen al menos dos técnicas diferentes, siendo una de
ellas más específica que la anterior. Dentro de la amplia variedad de técnicas, suele realizarse
un primer análisis (screening de compuestos) y un segundo análisis para la confirmación y
cuantificación:

• Los ensayos de screening pueden estar dirigidos a un grupo reducido de sustancias quími-
cas, como la estricnina, o a un abanico más amplio, como los organofosforados, carbamatos
o rodenticidas.

• Técnicas de confirmación: incluye el uso de técnicas más específicas y sensibles y con di-
ferente principio físico-químico que la primera técnica.

En el laboratorio del CAD como técnica de screening empleamos la cromatografía en capa
fina, por ser rápida y permitir realizar una valoración previa semi cuantitativa de qué tenemos
en las muestras. Estos ensayos incluyen patrones comerciales y controles positivos y negativos
en todos los ensayos.

También pueden utilizarse otras técnicas. La selección depende del tóxico, por ejemplo, la
cromatografía gaseosa (GC) es muy usada en el análisis de plaguicidas. Si el compuesto es
termolábil (por ejemplo el aldicarb), o de alta polaridad, no puede utilizarse la técnica GC.
En estos casos se emplea otra técnica, como por ejemplo la cromatografía líquida de alta re-
solución (HPLC).

5. La técnica de elección para la confirmación es la cromatografía de gases-espectrometría de
masas (GC-MS). Los compuestos son convertidos en iones y se resuelven según su relación
masa/carga. La ionización se consigue mediante impacto electrónico (EI) muy usando para
plaguicidas.

En el laboratorio del CAD los resultados son confirmados mediante técnicas que emplean cro-
matógrafos de gases acloplados a detectores de masas (GC-MS/MS) de tipo trampa de iones
(IT) y triple cuadrupolo (QqQ); cromatógrafos de líquidos de ultra-alta presión conectados tanto
a detectores de masas (UHPLC-MS/MS) de tipo triple cuadrupolo (QqQ) como a analizadores
de masas de alta resolución (UHPLC-MS Orbitrap). Este último permite la detección de muy
bajas concentraciones de subproductos de degradación (ver esquema resumen en anexo 1). 

6. Para facilitar la identificación de las distintas sustancias presentes en una muestra, existen
numerosas librerías de espectros de referencia obtenidos mediante impacto electrónico, pu-
blicadas por autores o casas comerciales. Los espectros obtenidos para la muestra problema
se pueden comparar con los que están recogidos en estas librerías. 

La evolución de las técnicas analíticas actualmente permite la determinación de hasta 150 com-
puestos plaguicidas en una misma inyección. Estos métodos multirresiduos se idearon inicial-
mente para la industria agroalimentaria y para análisis de matrices medioambientales.

La analítica de plaguicidas y rodenticidas puede llegar a plantear una cierta dificultad al tratarse
en algunos casos de cantidades muy bajas, porque se presenten  mezclados (casos de cócteles



de venenos) o porque el compuesto se haya degradado en el organismo o en el ambiente (bio-
transformación), de forma que sólo puedan detectarse los subproductos de degradación. Por esta
razón las técnicas deben se lo suficientemente sensibles. 

En el Anexo I se muestran esquemas resumen de los protocolos analíticos que se llevan a cabo
en el laboratorio del CAD. 

Variables que influyen en los resultados analíticos y su interpretación

Aunque son muchas variables las que pueden influir en los resultados analíticos, sólo se citan
las más relevantes en base a nuestra experiencia:

1. Los que afectan a la estabilidad del compuesto en la muestra. Ciertamente los venenos que
se usan con mayor frecuencia en el medio natural, pertenecientes a los grupos de organofos-
forados (clorfenvinfós, metamidofós, malatión) y carbamatos (aldicarb, carbofurano, meto-
milo), son los más difíciles de detectar porque son poco estables. Se metabolizan e hidrolizan
rápidamente en el organismo (para intentar eliminarlos por la orina y heces) y en el medio
ambiente (debido a la temperatura, la humedad y las bacterias). Por estos motivos los labo-
ratorios deben emplear técnicas de detección lo suficiente válidas para detectar concentra-
ciones bajas de tóxicos y, como ya hemos explicado, muy importante en nuestros casos de
envenenamiento en fauna silvestre, subproductos de degradación.

2. Interferencias con el método analítico. La muestra en sí puede contener inhibidores o com-
puestos que pueden reaccionar durante el análisis y dar lugar a un resultado falso negativo.
Por esta razón son necesarios los pasos de purificación. 

3. Momento de la toma de la muestra. Algunos animales pueden morir por intoxicación incluso
después de haber eliminado el tóxico y, por tanto, resultará imposible detectar el producto en
sus vísceras. Esto ocurre por ejemplo cuando se somete al animal a un proceso de desintoxi-
cación en centros veterinarios y mueren a continuación. 

4. Otro problema en cuanto a la interpretación de los resultados es la variedad de efectos del
mismo tóxico según la especie animal y la falta de datos de letalidad en muchas de ellas, es-
pecialmente importante en casos en las que están involucradas especies silvestres. 

Respecto al primer factor, un mismo tóxico tiene efectos muy distintos según se trate de un ma-
mífero o un ave, pero además, hay diferencias interespecíficas en base a la diferencia de sensi-
bilidad por causa genética, tolerancia o circunstancial (enfermedad subyacente que afecte a
órganos de eliminación del tóxico y, por tanto, lo haga más susceptible). 

Respecto al segundo factor acerca de datos de letalidad de tóxicos en fauna, se suma una com-
plicación más, la presencia de varios tóxicos (uso de cócteles en envenenamiento), que pueden
dar lugar a interacciones tanto de sinergia y potenciación como antagónicas, por lo que no deben
interpretarse aisladamente las concentraciones de los diferentes tóxicos.

En definitiva, la interpretación de los resultados analíticos no es fácil y debe hacerse atendiendo a
las características y circunstancias del individuo y del tóxico, así como las implicaciones derivadas
del tiempo transcurrido entre la absorción del tóxico hasta la toma de muestra en el laboratorio.
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El informe de resultados

El informe de resultados del laboratorio del CAD, al igual que el de otros laboratorios, debe in-
cluir todos los datos que exige la Norma ISO/IEC 17025: toda la información necesaria para
identificar el caso y su procedencia, los resultados de los ensayos y la firma del responsable de
los mismos. 

Adicionalmente puede incluir la interpretación de los hallazgos en la necropsia, descripción de
cebos, interpretación conjunta de todos los resultados, conclusiones si procede y referencias a
la Legislación y efectos en los animales específicas del tóxico detectado. El objetivo de dicha
información es facilitar el uso de la información por personal jurídico ajeno al laboratorio. 

Este informe de resultados, junto con toda la documentación relacionada con la cadena de cus-
todia, supone una herramienta importante para la lucha contra el veneno coordinada por el Go-
bierno Andaluz.

Elaboración de informes técnicos

Los informes técnicos son siempre importantes y en ocasiones fundamentales en los casos de
delitos contra la fauna. Pueden aportarnos una información complementaria importantísima, que
derivará en muchos casos en la vía penal o en la administrativa. Evidentemente, siempre estarán
firmados por técnicos titulados en la materia de la que se trate, que actúan en calidad de peritos.

Estos informes pueden aportar información:

En la vía penal:

• Gradación entre el dolo o la imprudencia:

– En el caso del veneno, como se ha visto, el artículo 336 del Código Penal no tipifica la
conducta imprudente, con lo cual, resulta crucial establecer si ha existido voluntad o no de
envenenar. P.ej., en el caso de los organofosforados, que son compuestos de acción no in-
mediata (tele veneno), un uso no indicado puede resultar con fauna envenenada, pero puede
no existir intencionalidad. Esto es:

- Un biocida indicado para desinsectación de perros mediante prescripción veterinaria
puede ser usado por mala praxis en ovinos, que si mueren pueden ser predados inme-
diatamente antes de ser retirados. Estudios establecen que en estos casos, bajas concen-
traciones pueden ser suficiente para acabar con pequeñas rapaces y córvidos22, pero no
en grandes necrófagas como el buitre leonado.

- Un informe técnico puede revelar en base a la alta concentración del producto, el com-
portamiento de las aves23 muertas y la disposición del cadáver que existe la intenciona-

22. Henny, C.J. y otros. Case histories of bald eagles and other raptors killed by organophosphorus insecticides topically applied to livestock.
1987. Journal of Wildlife Diseases. Páginas 292 a 295.

23. Una gran necrófaga acudirá a un gran cadáver, y no a un cebo pequeño. 



lidad (postura de un gran cebo como un ternero o una oveja rociado a conciencia con el
producto) y no la imprudencia (intoxicación accidental de pequeñas rapaces al aplicar
en la piel del ovino el producto a pesar de no estar indicado para esta especie), y por
tanto la confirmación del delito, o todo lo contrario y por tanto la falta de responsabilidad
penal.

– Grado de afectación al medio de la conducta punible:

- En caso de especies amenazadas, un informe técnico nos aportará información fidedigna
del impacto de la muerte del animal en cuestión en la población y supervivencia de la
especie.

- En el caso de espacios protegidos, determinadas conductas pueden afectar determinan-
temente a las especies que la habitan24, incidiendo indirecta pero fulminantemente contra
ella25.

– Informes balísticos: En el caso de uso de armas de fuego, los informes balísticos aportan
una valiosa información en la coincidencia del arma presunta con las vainas halladas en
una ITO, en la trayectoria de los impactos, etc., revelando importantes datos también sobre
la intencionalidad de los hechos. 

En la vía administrativa:

Todos los informes anteriormente expuestos pueden tener una gran importancia en la gradación
de las infracciones y sanciones, independientemente de si la vía administrativa es la inicialmente
abierta, o es el resultado del archivo, sobreseimiento o sentencia absolutoria en la vía penal.
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24. La caza indiscriminada de ranas para consumo humano puede considerarse una infracción administrativa, pero el enfoque puede cambiar
radicalmente si en el paraje anida la cigüeña negra (Ciconia nigra), especie en peligro de extinción que se alimenta fundamentalmente de
anfibios. Un análisis toxicológico de las ranas en el que se halle salmonela puede conducir a un delito contra la salud pública si el destino
es el consumo humano en establecimientos hosteleros (ancas de rana). 

25. En el caso de los medios no selectivos es más evidente este efecto indiscriminado sobre cualquier especie. Especialmente lazos, cepos y ve-
neno. Es imprescindible el informe técnico que evidencie  este efecto. 



Anexo 1. Resumen de los métodos de análisis toxicológico para la detección de tóxicos en
el laboratorio del CAD:

1. Técnicas de screening empleadas por grupos de tóxicos:
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2. Técnicas de confirmación:
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cología. Ilustre Colegio Oficial de Químicos. Sevilla. CD-TOM. 2012. ISBN: 13: 978-84-695-
3142-6.

Acceso al Registro de autorización del Centro de Análisis y Diagnóstico de la Fauna Silvestre
(CAD): http://www.juntadeandalucia.es/agriculturaypesca/portal/export/sites/default/comun/ga-
lerias/galeriaDescargas/cap/agricultura-
ganaderia/Ganaderia/CENTRO_DE_ANxLISIS_Y_DIAGNxSTICO_DE_LA_FAUNA_SILVE
STRE_xCADx.pdf.
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Capítulo VIII
ACTUACIONES EN LA VÍA PENAL
José Antonio Alfaro Moreno, Teniente Jefe del Servicio de Protección de la Naturaleza 
de la Comandancia de la Guardia Civil de Huelva 

“La imaginación es más importante que el conocimiento”. Albert Einstein

Introducción
La importancia de la lucha contra los cebos envenenados, como de cualquier investigación cri-
minal en materia de fauna o del delito contra el medio ambiente, en general, va abriéndose paso
poco a poco. La sociedad toma conciencia de la importancia de preservar el medio natural y la
biodiversidad, gracias al arduo trabajo que desde distintas instancias se viene realizando desde
hace décadas. En España, particularizando en especies en peligro de extinción como el lince
ibérico, el águila imperial o el quebrantahuesos, se ha logrado una auténtica conciencia social,
de tal forma que el ciudadano siente como parte integrante de su ser como sociedad a estas es-
pecies, y entiende como vital su preservación. 
En definitiva, se ha pasado en nuestros ambientes rurales, de las “Juntas Locales de Extinción
de Alimañas” al desarrollo de los Proyectos Life; de la figura del “alimañero” a la del naturalista,
en un tránsito que tiene ya un sólido camino recorrido, de modo que las nuevas generaciones
entiendan la conservación del medio como un hecho absolutamente vital y consustancial al bien-
estar del propio ser humano.
Por otra parte, si la sociedad invierte parte de sus recursos en preservar la biodiversidad, a través
de las instituciones y de las Organizaciones No Gubernamentales, adecuando el ordenamiento
jurídico a tal fin, es lógico pensar que las conductas contrarias a tales fines sean merecedoras
del reproche colectivo mediante sanciones administrativas, siendo incluidas las más graves en
el Código Penal.
No obstante, en España la jurisprudencia penal en materia medioambiental es aún incipiente,
más prolija en delitos contra la ordenación del territorio e incendios forestales, pero escasa en
los delitos contra la flora y la fauna. 
Este capítulo pretende desenvolverse a mitad de camino entre los aspectos jurídicos del proce-
dimiento penal y los métodos de investigación, de forma que resulte útil tanto al profesional de
la Judicatura como al técnico o Agente de la Autoridad. Se pretende, por tanto, otorgar al lector
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una visión veraz y actualizada de cómo se desarrolla la investigación en el ámbito de los delitos
contra la fauna y especialmente contra los cebos envenenados. 
Estas investigaciones, llevadas a cabo en función de sus competencias por los Agentes de la Au-
toridad Ambiental26, y en estrecha interacción con técnicos y Laboratorios acreditados, es hoy
día equiparable y llevado a cabo con el mismo rigor que en cualquier otra investigación criminal. 
En cada apartado del presente capítulo se reflejará un ejemplo de cada intervención mediante
un caso real que servirá de guía gráfica de lo expuesto. 

El inicio de todo: la Inspección Técnico Ocular27

No es el objeto de este capítulo, y se ya se expone en otros capítulos, pero sí debe hacerse men-
ción expresa a la importancia del primer reconocimiento de la “escena del crimen” por los AAA.
Es primordial dejar patente que tratándose del ámbito medioambiental, el Agente no sabe, ni
debe presuponer, cuando actúa, si se enfrenta a un delito, ante una infracción administrativa, o
ante un hecho que no tendrá consecuencias posteriores. Debido a ello debe actuar con toda la
minuciosidad posible, para que lo recopilado pueda tener los efectos que procedan en el ámbito
penal o administrativo.
De forma análoga, a título ilustrativo, situándonos en el plano de la seguridad vial, cuando un
Agente de Tráfico lleva a cabo una prueba de alcoholemia, siempre sigue el mismo procedi-
miento, independientemente de que el resultado de lugar a una denuncia administrativa, a una
imputación penal o a un “buenas noches, puede continuar”. 
Sería ilógico, por contra, que se pretendiese esclarecer un delito contra la seguridad vial tres
meses después cuando en su momento sólo se interpuso una denuncia por no utilizar el cinturón
de seguridad.
En el medio en el que trabajamos, el campo, el escenario es cambiante no ya de un día a otro,
sino de una hora a otra, y la información que no podamos recabar hoy, quizás no esté disponible
mañana. Esta premisa debe rondar permanentemente la cabeza de un AAA y de cualquier técnico
que tenga o pueda llegar a tener algo que ver con la protección del medio ambiente.
Cualquier miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad28 recibe en su período académico de
formación, unos conocimientos básicos de cómo realizar una ITO. Es más, todos a lo largo de

26 En adelante AAA. Principalmente Servicio de Protección de la Naturaleza de la Guardia Civil (SEPRONA) en todo el territorio nacional,
Agentes de Medioambiente (con distintas denominaciones según la Comunidad Autónoma), el Equipo de Delitos Medioambientales de
los Mossos d’Esquadra en Cataluña, la Brigada Medioambiental de la Policía Foral en Navarra, la Unidad Verde de la Eirtzantza en la
Comunidad Autónoma Vasca, y las Unidades Adscritas del Cuerpo Nacional de Policía en Comunidades Autónomas como Andalucía,
Galicia o la Comunidad Valenciana.

27 En adelante ITO.
28 En adelante FCS. 
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su carrera profesional se enfrentarán a la confección de un informe o diligencia, que será com-
plementado por los especialistas con posterioridad en su caso. Estos conocimientos básicos pue-
den resumirse, simplemente, en: observar, tomar notas, fotografiar, y sobre todo, no tocar nada
que no se deba tocar.  

En el caso de los AAA, cualquiera que sea la naturaleza del cuerpo al que pertenecen, deben
tener una formación no básica, sino avanzada, a la hora de realizar levantamiento de cadáveres
e ITO, ya que la validez en el procedimiento posterior podemos asegurar que radica en tres fac-
tores fundamentales:
• Carácter de Agente de la Autoridad de los intervinientes.
• Adecuación entre los procedimientos establecidos y el modo de materializar la actuación.29

• Mantenimiento de la cadena de custodia de las muestras obtenidas durante todo el proceso.

Momento de la inspección ocular en un episodio de veneno. © Seprona Huelva.

29 Entre otros: 
Junta de Andalucía-Consejería de Medio Ambiente-Instrucción de la Viceconsejería para la Prevención, Disuasión y Persecución del Uso
Ilegal de Cebos Envenenados, de 03 de marzo de 2009
Dirección General de la Guardia Civil-Jefatura SEPRONA-Guía de Procedimiento Técnico número 02, febrero de 2013
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Como se ha detallado en capítulos anteriores, de una forma metódica los AAA realizarán un re-
conocimiento exhaustivo y concienzudo de la zona, dejando constancia escrita, fotográfica e in-
cluso videográfica del escenario, levantando los cadáveres y recogiendo cuantos vestigios sean
de interés para la investigación. Insistimos en que los actuantes deben ser conscientes de que
esta primera ITO es única, y de que a pesar de que se puedan hacer inspecciones complementa-
rias posteriores, el escenario habrá cambiado, por lo que serán especialmente minuciosos, aco-
tando un radio lo suficientemente amplio alrededor del hallazgo principal, reseñando entre otros
vestigios:
• Cadáveres, cebos, restos óseos o biológicos. Se prestará especial atención a reseñar conve-

nientemente el cuadro postural, incluyendo coordenadas GPS (y el Datum utilizado).
• Fauna cadavérica, pupas de insectos, restos de pelo, piel, etc., que mediante el posterior es-

tudio de expertos en entomología forense serán imprescindibles para delimitar la datación
de la muerte. 

• Huellas de calzado, rodadas de vehículos, según los procedimientos estandarizados, al objeto
de su comparación posterior o su inclusión en las bases de datos policiales.

• Envases, guantes, o cualquier objeto susceptible de haber sido manipulado por  el autor de
los hechos, con el fin de obtener posteriormente en los laboratorios huellas dactilares, iden-
tificación de productos fitosanitarios, ADN, etc.

El atestado: Reflejo del trabajo de campo e inicio del procedimiento
El atestado no es un documento rígido, en contra de lo que muchos profesionales puedan opinar.
Tiene a todos los efectos carácter de denuncia30, pero es mucho más que eso. Es el reflejo del
trabajo que el agente de la policía judicial ha llevado a cabo en el curso de una investigación
criminal, el instrumento por el cual el investigador deja constancia de lo actuado exponiéndolo
a la autoridad judicial y fiscal, y el inicio y la base en la que se desarrollará el consiguiente pro-
cedimiento penal31.  
Con esto se quiere dejar patente que a pesar de que el atestado presente unos contenidos mínimos
o comunes a cualquier hecho que tratemos, permite a su vez la inclusión de cuantas diligencias
estime el instructor pertinentes, informes técnicos, etc., al objeto de aportar cuantos indicios,
datos o informaciones obren en su poder, y trasladarlos a la autoridad competente. Al tiempo,
deberemos ser escrupulosos con las formalidades procesales32.

30 Art. 297 LeCrim., primer párrafo.
31 Para estudio en profundidad del atestado, véase Marchal Escalona, A.N. El atestado. Inicio del Proceso Penal.1999 (2ª Edición). 
32 Art. 297 LeCrim., tercer párrafo.
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En síntesis, el atestado por el delito contra la fauna debe incluir, al menos:
• Exposición de hechos. La fuerza actuante expondrá por escrito lo ocurrido, del modo más

exhaustivo y concreto posible, haciendo referencia a los documentos posteriores.
• Antecedentes. Si existen en la zona antecedentes o no de interés, deberán hacerse constar en

una diligencia expresa.
• Diligencia de manifestación de testigos. Si los hay, se les invitará a declarar voluntariamente.

En todo caso, se incluirá su filiación para conocimiento de la autoridad judicial o fiscal. No
se incluyen aquí las manifestaciones que libre y espontáneamente puedan hacer interesados
o testigos, y que deberán obrar en el acta. Es muy importante tener en cuenta:
– Si se tienen indicios de algún grado de participación del testigo en los hechos, deberá va-

lorarse, independientemente de lo que se haya expresado en el acta, la posibilidad de to-
mar la manifestación en calidad de imputado no detenido, al objeto de salvaguardar los
derechos constitucionales del sujeto, y evitar posteriores nulidades33.

Recogida de cebos envenenados. © Seprona Huelva.

33 Se desarrollan estos extremos en el siguiente punto del capítulo.
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– Si el testigo en su manifestación aporta indicios que llevan al instructor a la conclusión
de su participación en los hechos, deberá detenerse en ese instante la declaración, y con-
tinuarla en calidad de imputado no detenido, con las formalidades legales que se detallarán
posteriormente. 

• Diligencias de trámite procesal. Son aquellas que el atestado precisa para dejar constancia
de determinados hechos (nombramiento de instructor y secretario, constancia de gestio-
nes, etc.).

• Conclusiones provisionales. Esta diligencia consiste en un informe en el que el Instructor,
en base a todo lo actuado, interpreta la información y la expone al juez o fiscal. Del mismo
modo, reflejará los puntos por desarrollar en la investigación. Se trata, en definitiva, de dejar
constancia del modo de actuar y de la línea que se seguirá en el futuro.  

• Actas. El acta es el medio de trabajo en el que cualquier Agente de la Autoridad se des-
envuelve in situ34. Se incluirán como anexo preferentemente. Deja constancia escrita de
lo actuado, de un modo descriptivo y aséptico, sin hacer ningún tipo de valoración. Debe
reseñar:
– Espacio físico y el temporal en el que se desarrolla, así como el personal actuante, testigos,

si los hubiere, e interesados (propietarios o titulares), y en la medida de lo posible las cir-
cunstancias meteorológicas y del lugar35. 

– Toda la actuación con detalle (muestras obtenidas, otros vestigios). 
– En caso de precisar anexos, se añadirán los que sean necesarios, haciendo constancia de

ello en el primer folio. 
– Las alegaciones del interesado serán escritas preferentemente por él mismo, leyéndosele

al finalizar. 
– Deberá ser firmada en todas sus hojas por todos los intervinientes, y en caso de no constar

alguna firma, se hará constar la causa. También figurará el sello de la unidad. 
– Se ofrecerá copia al interesado, y se reflejará si la acepta o la rechaza. 
– Incluirá información relativa a la protección de datos de carácter personal36 incluidos en

el acta. 
• Documento de cadena de custodia. De cada muestra obtenida, se cumplimentará debida e

inexcusablemente el documento, que acompañará durante todo el proceso a la misma. En el
atestado quedará copia en el momento de la instrucción del mismo.

34 Consúltese a modo de ilustración Manual de Protección de la Naturaleza de la Guardia Civil.
35 En el Capítulo X se abundará sobre este aspecto.
36 En virtud de lo preceptuado en la LO 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (en adelante, LOPD).
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• Reportaje fotográfico. Fundamental en un atestado instruido por un delito contra la fauna
para aportar una composición del lugar adecuada a la autoridad destinataria y  técnicos de
laboratorio. Se incluirá como anexo:
– Comenzará con un documento explicativo de la identificación y función de los agentes

que lo confeccionan, lugar y hora de su realización, así como los datos técnicos del ma-
terial utilizado (cámaras, impresoras, papel). 

– Incluirá planos generales del lugar, incluyendo contraplanos (vista opuesta), planos me-
dios y cuantos planos detalle sean necesarios. Para ello se utilizarán los testigos alfanu-
méricos necesarios. 

– Al pie de cada fotografía se añadirán las oportunas explicaciones, en concordancia con
lo expresado en el acta, así como fecha y hora. 

– En caso necesario, puede aportarse junto al atestado, adicionalmente, un soporte físico
(CD o similar) con copia de las fotografías sin editar.

– Si la ITO ha tenido lugar en condiciones adversas (noche, falta de visibilidad por circuns-
tancias meteorológicas), es conveniente confeccionar un reportaje complementario con
condiciones idóneas.

• Finalización y entrega. A falta de diligencias más urgentes, se entregará el atestado en el
Juzgado o en la Fiscalía, en función de las circunstancias que iniciaron la instrucción37. Que-
dará constancia de la forma y el día de la entrega.

• Informes38. Se unirán al atestado los informes técnicos que procedan, normalmente como
anexos, uniendo asimismo el oficio o medio por el que se solicitó al organismo en cuestión.

• Diligencias Ampliatorias. En función de cómo se desarrolle la investigación, se instruirán
tantas ampliatorias como sean necesarias, bien sea comunicando las nuevas indagaciones re-
alizadas, aportando nuevos documentos, etc.  

La detención
Huelga decir que la detención es una medida cautelar de carácter personal y provisionalísima,
con fundamento en la Constitución Española, concretamente en su artículo 17, desarrollada
en la LeCrim.39 Deberá durar el tiempo estrictamente mínimo imprescindible y en todo caso,
en el plazo máximo de setenta y dos horas el detenido será puesto en libertad o a disposición
judicial.

37 Art. 295 de la LeCrim.
38 Se desarrolla en el Capítulo X.
39 Art.  489 al 501 de la LeCrim.



Capítulo VIII - Actuaciones en la vía penal

109

Es interesante enumerar los casos y las personas que pueden adoptar esta medida40, teniendo en
cuenta que deberá ser practicada en la forma que menos perjudique al sujeto en su persona, re-
putación y patrimonio41:
• Práctica de la detención por particulares:

– Al que intentare cometer un delito, en el momento de ir a cometerlo
– Al delincuente in fraganti.
– Al que se fugare del establecimiento penal en que se hallare extinguiendo su condena.
– Al que se fugare de la cárcel, donde estuviere esperando su traslado al establecimiento penal

o lugar en que deba cumplir la condena que se le hubiere impuesto por sentencia firme.
– Al que se fugare estando detenido o preso por causa pendiente.
– Al procesado o condenado que estuviere en rebeldía.
Es importante en este punto, recordar que un particular que se vea obligado a practicar una
detención, incluso si ostenta carácter de agente de la autoridad, no es un miembro de las
FCS, y por ello:
– Justificará convenientemente el motivo al detenido42.
– Entregará al Cuerpo competente de las FCS al detenido y todos los efectos recogidos de

forma inmediata, dado que no están capacitados para realizar otras diligencias. No dila-
tarán la entrega sino el tiempo imprescindible, y lo contrario daría lugar a responsabilidad
por parte del actuante43.

• Detención por autoridad o agentes de policía judicial:

– Todos los casos anteriores.
– Al que estuviere procesado por delito que tenga señalada en el Código Penal pena superior

a la de prisión correccional o menor (Prisión de seis meses a tres años).
– Al procesado por delito al que esté señalada pena inferior, si sus antecedentes o las cir-

cunstancias del hecho hicieren presumir que no comparecerá cuando fuere llamado por
la autoridad judicial (se exceptúa al que preste fianza bastante, que haga presumir que
comparecerá cuando le llame el juez o tribunal).

40 Art.  490 al 492 de la LeCrim.
41 Art. 520 LeCrim.
42 Art. 491 LeCrim.
43 Capítulo XX del Código Penal. De la detención ilegal.



Uso ilegal de cebos envenenados. Análisis jurídico e investigación.

110

– Al que estuviere incluso en el caso anterior, aunque todavía no se hallase procesado, si
concurren las siguientes circunstancias:
> Que se tengan motivos racionalmente bastantes para creer en la existencia de un hecho

que presente los caracteres de delito.
> Que los tenga también bastantes para creer que la persona a quien intente detener tuvo

participación en él.
Los derechos constitucionales del detenido que se desarrollan en la LeCrim44 son:
• Comunicación al sujeto de forma inmediata de los hechos que motivan su detención, de

forma que le sea comprensible y de lo contenido a continuación. 
• Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar alguna o algunas de

las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará ante el juez. 
• Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. 
• Derecho a designar abogado y a solicitar su presencia para que asista a las diligencias poli-

ciales y judiciales de declaración e intervenga en todo reconocimiento de identidad de que
sea objeto. Si el detenido o preso no designara abogado, se procederá a la designación de
oficio. 

• Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que desee, el hecho de la
detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. Los extranjeros tendrán
derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la oficina consular de su
país. 

• Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate de extranjero que no
comprenda o no hable el castellano. 

• Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el
de la institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del estado o de otras
administraciones públicas.

Conviene también recordar lo preceptuado en la LeCrim en cuanto a la asistencia de letrado al
detenido, que consistirá en: 
• Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los derechos establecidos y que

se proceda al reconocimiento médico. 
• Solicitar de la autoridad judicial o funcionario que hubiesen practicado la diligencia en que

el abogado haya intervenido, una vez terminada ésta, la declaración o ampliación de los ex-
tremos que considere convenientes, así como la consignación en el acta de cualquier inci-
dencia que haya tenido lugar durante su práctica. 

44 Capítulo IV de la LeCrim. Art. 520 y ss., donde se especifican las peculiaridades, entre otras, de los derechos del menor o incapaz.
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• Entrevistarse reservadamente con el detenido al término de la práctica de la diligencia en
que hubiere intervenido.

• En caso de que el detenido sea menor de edad, el letrado también podrá entrevistarse con él
antes de la práctica de la exploración.

Detención por parte de agentes forestales
En el orden práctico, la autoridad o sus Aagentes de policía judicial, miembros de las FCS podrá
practicar detenciones en todos los descritos. Por supuesto, podrá practicar estas diligencias como
la consecuencia lógica de las investigaciones policiales.
Los agentes forestales o cualesquiera otra denominación, que no forman parte de las FCS no
podrán detener si tuviesen noticias de un hecho presuntamente delictivo. Tampoco como con-
secuencia de posibles investigaciones. Deben en este caso comunicarse en caso de considerarse
necesario con los miembros de las FCS competentes. Podrán hacerlo directamente a juzgados y
ministerio fiscal, como de hecho ocurre diariamente. Ahora bien, si el delito o caso a investigar
requiere de técnicas concretas de investigación policial o es necesario proceder a la detención o
imputación policial, se estarán perdiendo medios de prueba.
Ocurre también que la comunicación entre órganos dilataría en demasía las actuaciones, incluso
meses. Si éstas finalmente deben ser realizadas por las FCS, por orden de jueces y fiscales se
habrá perdido un tiempo irrecuperable.
No obstante, como cualquier ciudadano, pero también como agentes de la autoridad, los agentes
forestales pueden detener en el transcurso de su servicio a individuos que vayan a cometer hechos
delictivos o a los que se sorprenda in fraganti, teniendo en cuenta las siguientes prevenciones:
• Deben justificar los motivos de la detención al sujeto detenido45

• Deben entregar al Cuerpo competente de las FCS al detenido y todos los efectos recogidos
tan pronto como sea posible, dado que no están capacitados para realizar otras diligencias,
sin dilatar esta entrega sino en el tiempo imprescindible, y lo contrario daría lugar a respon-
sabilidad por parte del actuante

A modo de ejemplo, sin perjuicio de convenios y procedimientos de actuación, un incendio fo-
restal causado por una línea eléctrica podría ser investigado y remitido al juez sin intervención
policial, si se conviene que no es necesaria la detención o imputación del presunto autor, dado
que el informe técnico puede ser realizado por un agente forestal titulado y el resto del atestado
puede no precisar de la utilización de técnicas policiales específicas. Es importante este aspecto
puesto que si posteriormente el juez solicitase ampliación de la investigación a las FCS de seguro
que las actuaciones se verían perjudicadas por la demora en el tiempo.

45 Artículo 491 LECrim.
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¿Podrían los Agentes en el ejercicio de sus funciones detener a un envenenador o a un cazador
furtivo in fraganti? De la legislación se deduce que sí, si bien tendrían que comunicarle al
sujeto el hecho de que queda detenido y que será entregado a las FCS, requiriendo inmedia-
tamente a éstos46, junto con todos los efectos (armas, lazos, cepos,  piezas de caza en su
caso), lo que en unión de un reportaje fotográfico dará lugar a una actuación válida proce-
salmente. Sería función de las FCS tomar manifestación a los Agentes actuantes o recabar el
informe de su actuación, y garantizar los derechos y garantías constitucionales del detenido,
así como cualquier otra. 

Breves apuntes sobre el 
Habeas Corpus
En este somero repaso a los conceptos legales
de la detención, se estima conveniente hacer
mención a la figura del Habeas Corpus47, que
consiste en síntesis en un procedimiento suma-
rio por el que se pretende la reparación de las
posibles ilegalidades cometidas en la detención
de un sujeto, bien sea en la supuesta falta de
legitimación de la propia detención o en las
condiciones en las que se desarrolla ésta. 
El propio detenido o cualquiera de las personas
legitimadas para instar el inicio del procedi-
miento, puede invocar del juez de instrucción la
reparación de una supuesta situación irregular
en la que se encuentre, resolviéndose lo que pro-
ceda en el plazo máximo de veinticuatro horas.
En síntesis, para el lector no versado, la Constitución Española obliga al legislador a asegurar
mediante este procedimiento que cualquier persona que se considere detenida ilegalmente, con
violación de los derechos que le son inherentes en calidad de detenido, o en circunstancias irre-
gulares, pueda, directamente o a través de terceros cualificados, invocar estas circunstancias en
un brevísimo espacio de tiempo y con las formalidades imprescindibles ante el juez instructor,
al objeto de reparar esta supuesta situación ilegal. 
El juez valorará lo expuesto y podrá decidir entre la puesta en libertad del detenido, el cambio
de lugar o personas de su custodia o de cualquier otra circunstancia, o en la validez de lo actuado
y por tanto la invariabilidad de su situación.

46 Teléfono Emergencias 112 / Guardia Civil 062, para todo el territorio nacional.
47 Art. 17.4 de la Constitución Española. Regulado en la LO 6/1984, de 24 de mayo.

Los Agentes de Medio Ambiente son policía judicial imprescindi-
ble en la investigación de delitos contra la fauna. 
© ARurales Cataluña.
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La figura del imputado no detenido
La Ley Orgánica 38/2002, de 24 de octubre, denominada popularmente como “de los Juicios
Rápidos” introdujo en la LeCrim. la figura del imputado no detenido como diligencia policial48.
El Agente de las FCS en el curso de su investigación concluye que el supuesto autor tiene un
grado de participación en los hechos, y le cita de forma expresa para tomarle declaración, pero
en ningún momento el sujeto es detenido. Consecuentemente, no se le priva en ningún momento
de libertad, debido a lo cual:
• El imputado no detenido no tiene obligación de personarse en las dependencias policiales.
• La citación deberá hacerse por escrito siempre que sea posible, o dejando constancia escrita

en caso contrario, recibiendo copia el imputado con la firma o circunstancias que sean rele-
vantes. En la copia del interesado figurará la obligación de personarse ante el juez cuando
sea citado para ello.

Igualmente es necesaria la presencia de Letrado en la diligencia de toma de manifestación al
objeto de preservar los derechos constitucionales que le asisten, que son:
• Debe ser informado de los hechos que motivan su imputación, de forma que le sea compren-

sible.
• Derecho a no declarar, a no confesarse culpable, a manifestar que declarará ante el Juez o a

no contestar a una o varias preguntas que se le formulen.
• Derecho a designar abogado que le asista en las diligencias policiales, o en su defecto a que

le sea designado uno del turno de oficio.
• Derecho a ser asistido por intérprete, en caso de extranjeros que no comprendan el idioma

castellano.
• Derecho en el caso de extranjeros, a que se comunique a la oficina consular o embajada en

España de su país el hecho de la imputación.

La entrada y registro en domicilio. Intervenciones telefónicas49

La inviolabilidad del domicilio y el secreto de las comunicaciones son derechos fundamentales
recogidos en la Constitución Española y que gozan del mayor grado de protección que contempla
nuestro ordenamiento jurídico. Obligan a su protección por tanto de forma especial a todos los
funcionarios públicos y su quebrantamiento está tipificado penalmente50.

48 Véase el trabajo: Burgos Ladrón de Guevara, J. Diario La Ley. Número 5.864.Sección Doctrina. 6 de octubre de 2.003. Editorial La Ley.
La determinación del imputado en el sistema procesal español por la Ley Orgánica 38/2002, de 24 de octubre.

49 Véase el Título VIII de la LeCrim.
50 Art. 18 de la Constitución Española. Véase también el Título XXI, Sección 1ª del Código Penal ( De los delitos cometidos por los funcio-

narios públicos contra la inviolabilidad domiciliaria y otras garantías de la intimidad).
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Parémonos un instante en el concepto de domicilio51, el cual debe ser interpretado en sentido
amplio, dado que la Constitución Española no ofrece una definición del mismo. Podríamos con-
venir que domicilio es “cualquier lugar cerrado, mueble o inmueble, en el que transcurra la
vida privada individual y familiar, de forma permanente o transitoria, o la actividad profesional
privada de personas físicas o jurídicas”.
En nuestro ámbito de actuación, es frecuente que se invoque por parte del ciudadano como
domicilio cualquier propiedad privada, lo cual es aceptable desde el punto de vista de que
evidentemente éste podrá realizar las alegaciones que estime oportuno, y como ya se ha visto,
es conveniente dejar constancia escrita de ellas. Más bien obligan al AAA a tener un conoci-
miento y manejo amplios de la legislación aplicable y de la forma de actuar en cada caso,
como veremos más adelante, a la hora de llevar a cabo su función inspectora o investigadora,
según el caso.
Sin entrar en detalle en lo que la LeCrim establece52, y centrándonos en nuestro ámbito de ac-
tuación preferente, podremos poner varios ejemplos de lugares cerrados que constituyen domi-
cilio, tales como:
• Las autocaravanas, en el habitáculo destinado a vivienda, así como las tiendas de campaña.
• Las habitaciones de hotel cuando están ocupadas.
• Las sedes sociales de empresas o despachos profesionales.
• Las trastiendas privadas de establecimientos abiertos al público.
• Casas de campo destinadas al domicilio eventual.
• Jardines interiores ocultos a la vista del exterior.
Por contra, no podremos considerar domicilio, entre otros:
• Naves de aperos de labranza.
• Almacenes, excluyendo la parte dedicada a oficinas. 
• Los garajes, siempre que estén completamente aislados del domicilio con acceso indepen-

diente.
• Cualquier establecimiento público (en la parte del local abierta al público y dentro del horario

de apertura).
• Fincas, que ni siquiera constituyen un lugar cerrado.
• Vehículos, y cabinas de conducción de las autocaravanas. Mención especial al habitáculo

destinado a cama en los camiones.

51 Véanse, entre muchas, la STS  436/2001, de 19 de marzo, la STC 10/2002, de 17 de enero, o la STC 69/1999, de 26 de abril.
52 LeCrim. Título VIII. Arts. 545 y ss.



En tales casos, no cabe el término “entrada y registro”, sino el de inspección, de la que se dejará
constancia del modo ya expuesto mediante acta, toma de muestras y evidencias, reportaje foto-
gráfico e informe. Cabe decir igualmente que el hecho de la inspección deberá estar plenamente
motivado, explicando suficientemente el fin de la misma al responsable.
Se nos presentan dos alternativas a la hora de realizar una entrada en el domicilio de una persona
física o jurídica:
• El consentimiento del morador: El morador puede dar su consentimiento a la entrada en ha-

bitáculos cerrados que tengan la consideración de domicilio. Deberán tenerse en cuenta las
siguientes prevenciones:
– El consentimiento será otorgado de forma expresa por escrito en el acta levantada al efecto.
– Se realizará la entrada en presencia del mismo, y siempre que sea posible de dos testigos.
– Se tendrán en cuenta las mismas prevenciones metodológicas que en una ITO.
– El morador puede retirar su consentimiento en cualquier momento que estime oportuno.

Ello deberá hacerse constar en el acta, deteniendo en ese instante la práctica de la dili-
gencia.

– No obstante, los vestigios y muestras hallados hasta ese preciso instante serán oportuna-
mente reseñados, custodiados y remitidos al destino que sea procedente, resultando pro-
cesalmente válidos a todos los efectos.

• El auto judicial: Siempre que se tengan fundadas noticias de que el presunto autor de los he-
chos, vestigios importantes para el esclarecimiento de los mismos o elementos del delito se
encuentren en el domicilio, el Juez podrá, motivadamente, otorgar el auto de entrada y registro.
Entre otras detalladas en la LeCrim, a efectos del investigador destacamos las siguientes:
– El instructor de las diligencias policiales solicitará la práctica de la diligencia mediante

oficio motivado, exponiendo cuantos antecedentes tenga conocimiento, y las razones que
indican la necesidad de la entrada y registro.

– Aunque posteriormente se aportarán consideraciones al efecto de la motivación de este
oficio, es necesario señalar la importancia de la veracidad y la precisión de los datos que
obren en él, al objeto de evitar nulidades posteriores.

– Asistirá inexcusablemente a la práctica de la diligencia de principio a fin el secretario ju-
dicial, el cual dará fe de cuanto ocurra.

– Se realizará la diligencia en la medida que menos perjudique el morador, evitando ins-
pecciones inútiles.

– Asistirá a la diligencia el morador o su representante, y será conveniente la presencia de
dos testigos53. La no presencia del morador detenido producirá, según doctrina reiterada
del Tribunal Supremo, la nulidad de lo actuado.
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– En caso de que el morador éste detenido, éste podrá otorgar su consentimiento para la
práctica de la diligencia sin necesidad de auto judicial, en presencia de Letrado, no siendo
obligatoria la presencia de éste al registro, aunque sí aconsejable54.

– En cuanto al hallazgo casual de efectos, vestigios o muestras procedentes de delitos dis-
tintos al que motivó la práctica de la diligencia, es preciso señalar que aunque existe ju-
risprudencia55 que considera que este hallazgo no interfiere el normal desarrollo de la
misma, en contra de lo que ocurre con las intervenciones telefónicas, en la práctica existe
cierta reticencia por parte de Jueces y Secretarios Judiciales, siendo partidarios de detener
la actuación y la instrucción de nuevas diligencias y la solicitud de un nuevo auto judicial,
en aras de evitar nulidades posteriores.

Respecto a la intervención de comunicaciones telefónicas56, es una diligencia que los medios
técnicos y telemáticos han cambiado radicalmente en los últimos años. La LeCrim.57 habla de
“la detención de la correspondencia privada, postal y telegráfica”, así como de la “intervención
de las comunicaciones telefónicas”, siempre que hubiese indicios de obtener por estos medios
el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o circunstancia importante para la causa”.
Actualmente este término ha quedado un tanto desfasado, y hay que añadirle la intervención del
correo electrónico, y otras modernas aplicaciones telemáticas58. 
Deber reseñarse que, evidentemente, este tipo de intervenciones ha resultado decisivo a la hora
de esclarecer innumerables hechos delictivos, pero al tiempo es preciso tener en cuenta el hecho
de que se entra de lleno en la esfera donde pueden llegar a desarrollarse los aspectos más íntimos
de la persona y sus relaciones. Ello propicia en definitiva que los criterios de concesión de estas
medidas sean evidentemente restrictivos, y que se deba ser especialmente cuidadoso a la hora
de llevarlos a cabo.
Sin duda estamos ante unas medidas eficaces, pero a la vez técnicamente difíciles de llevar a
cabo, y susceptibles de incurrir en vicios procesales que pueden provocar la tan temida nulidad
de los medios de prueba obtenidos a partir de ellas. Los medios de comunicación a diario están
repletos de ejemplos de casos fundamentados en intervenciones telefónicas o telemáticas que
posteriormente resultan invalidadas por instancias superiores.  
Resulta en este punto muy interesante incluir lo que la STS nº 4/2010 de fecha 28 de enero de
201059 expone respecto a las intervenciones telefónicas:

53 Entre otras, STS 1241/2000, de 6 de julio, 1417/2001, de 11 de julio o STS 183/2005, de 18 de febrero. 
54 STS de 11-12-98, 21-1-99 y 4-3-99
55 STS 315/2003, de 4 de marzo, recogiendo la doctrina de sentencias anteriores.
56 Art. 579 y ss. LeCrim.
57 Art. 579.
58 Véase al efecto la STS 99/2010, de 16 de febrero.
59 Doctrina Jurisprudencial de la Sala de lo Penal. Año Judicial 2009-2010. Tribunal Supremo. Sala Segunda. Gabinete Técnico. Noviembre

2010.



“Las líneas reguladoras de las escuchas telefónicas se han trazado por la jurisprudencia a la
vista de la insuficiencia de la normativa que se recoge en el artículo 579 de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal. Podemos enumerar, con carácter general, los trámites a seguir en relación
con la validez de las escuchas. 

Criterios:

a) Excepcionalidad. Huida del automatismo.
b) Imprescindibilidad o necesidad.
c) Ponderación de los intereses en conflicto.
d) Subsidiariedad. Métodos de investigación menos agresivos.
e) Proporcionalidad, legalidad, catálogo de delitos.

Control Judicial:

a) Habilitación judicial. Motivación.
b) Duración de la medida. Tiempo razonable.
c) Control periódico de la marcha de las escuchas
d) Trascripción literal bajo fe de secretario.
e) Audición de las cintas por el juez de instrucción.
f) Envío de las cintas originales al juez instructor.
g) Negación de la autenticación de las voces. Pruebas periciales. Momento de pedirlas.”

En otras palabras, y sin entrar de lleno en lo que la LeCrim especifica, el investigador tendrá
muy en cuenta respecto de la solicitud de intervenciones:
• Motivación:Al igual que en la diligencia de entrada y registro, la intervención postal, tele-

fónica o telemática es concedida por el Juez mediante auto motivado, el cual habitualmente
ha sido solicitado por el Instructor de las diligencias policiales. Se debe ser especialmente
cuidadoso a la hora de fundamentar la motivación.

• Concreción vs. Abstracción: Los datos y razonamientos aportados deben ser lo más concretos
posible, dado que unas intervenciones mal fundamentales son susceptibles de ser anuladas
posteriormente. Además, la falta de concreción puede dar la impresión de que “se busca en
el océano” ante la falta de evidencias en la investigación.

• Falta de medios de investigación menos gravosos para la intimidad de la persona: Será uno
de los motivos por los que el auto judicial sea denegatorio o por el que posteriormente la in-
tervención sea anulada. Tanto las diligencias policiales como el oficio de solicitud deben
evidenciar que se ha realizado un trabajo de investigación amplio, y que la intervención es
precisa para el aporte de nuevos datos para la resolución del hecho delictivo.

• Amplitud de la solicitud: Los criterios restrictivos y la buena resolución procesal aconsejan
que se sea concreto y conciso a la hora de la solicitud de la medida.
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• Duración:A pesar de que la LeCrim. otorga un plazo de hasta tres meses para la intervención
de las comunicaciones, lo habitual es que se concedan en plazos de quince o días o un mes,
con sucesivas prórrogas en caso de necesidad mediante nuevo auto.

• Alcance: No todo son intervenciones telefónicas, postales o de correo electrónico. En oca-
siones puede bastar con la solicitud de un titular de una cuenta, de una dirección “IP” de un
ordenador, o de un listado de llamadas. Estos datos pueden resultar definitivos o pueden
basar futuras solicitudes.

Caso real: Véase la Sentencia número 229/09, del Juzgado de lo Penal número 1 de la Audiencia
Provincial de Huelva, por la que se condena a dos individuos a delitos de caza en grupo de especies
cinegéticas en época no autorizada, delitos de tenencia de armas largas ilícitas con número de serie
borrados, delitos de receptación y responsabilidad civil por los especimenes abatidos, todo ello tras
una investigación llevada a cabo por el Equipo de Investigación del Seprona de la Comandancia de
Huelva, con medios de investigación de intervenciones telefónicas y entradas y registros en domi-
cilios, en coordinación con el Fiscal Delegado de Medio Ambiente y Urbanismo.
Caso real: La reciente Sentencia número 206/2013, de 19 de julio, del Juzgado de lo Penal nú-
mero 4 de la Audiencia Provincial de Navarra supuso la condena de tres personas en calidad de
presidente, tesorero y guarda de un coto de caza. Quedó probado que en 2011, en época de re-
producción de carnívoros, una vez terminada la temporada cinegética y al objeto de evitar su-
puestos daños a las especies cinegéticas que se explotaban en el citado coto, repartieron cebos
impregnados con fentión en zonas de presencia de aves rapaces. Previamente la Policía Foral
había levantado los cadáveres de siete aguiluchos laguneros. Fundamental en la investigación,
además del evidente daño a una especie amenazada, pudo resultar la constancia del beneficio
económico perseguido con esta acción, patente en intervenciones telefónicas. También se incautó
un arma de fuego prohibida.

Consideraciones operativas sobre la investigación del delito contra la fauna. Vin-
culación con otros tipos delictivos. Medios de investigación. Prueba indiciaria60
Es tarea del investigador que se enfrenta ante un ilícito contra la fauna realizar un adecuado en-
foque del caso, recopilando todos los datos de los que tenga conocimiento, auxiliándose de téc-
nicos de la Administración, solicitando informes, y siendo capaz de trasladar la importancia del
delito y la necesidad de los medios de investigación que se solicitan. Todo ello llevado a cabo
con la máxima pulcritud procedimental, lo cual nos llevará a en ocasiones a la averiguación de
los hechos, que serán en ocasiones más graves de lo que en inicio pueda parecer, y en otras ni
siquiera merecedoras de una sanción administrativa leve.
Procediendo del modo que se explica, con una cierta amplitud de miras, el investigador debe
hacerse las siguientes preguntas:
• ¿El veneno nace donde aparece el cadáver? “Tele veneno”. Para llegar hasta el sujeto activo

del delito, debemos ubicarlo en el tiempo y en el espacio, por lo que es fundamental averiguar

60 Véase Fajardo, I. y Martín, J. (Coordinadores) 2009. Manual para la protección legal de la biodiversidad para agentes de la autoridad am-
biental en Andalucía. Consejería de Medio Ambiente. Junta de Andalucía.
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si el veneno “nace” en el lugar donde aparecen los cadáveres o cebos, o una acción retardada
del cebo hace que surta efectos kilómetros más lejos y horas después de su ingesta.

• ¿Hay conexiones con otros tipos delictivos? 
– Antecedentes61. Se investigará en los archivos al objeto de averiguar antecedentes de he-

chos similares, mismos productos, modus operandi, etc.
– Veneno-Otros medios no selectivos de caza. Es más que habitual que el causante de la

aparición de veneno utilice más de un método para conseguir su objetivo de eliminación
de la “especie diana” 62.

– Incendios forestales. En los ambientes cinegéticos no es infrecuente el uso del fuego
como medio para llevar a cabo la caza, venganzas, etc.

– Delitos contra el patrimonio. Perjuicio económico a propietarios y gestores de cotos ci-
negéticos. Compra y venta de trofeos de caza.

– Tenencia ilícita de armas. Es habitual el uso de armas ilegales en los delitos contra la
fauna, al objeto de evitar un posible estudio balístico con las legalizadas que posea el
autor de los hechos.

El uso de cebos envenenados está asociado a otros métodos masivos y no selectivos como los cepos o redes. © Seprona Huelva

61 Mención al magnífico trabajo que los técnicos de la Estrategia Andaluza contra el Veneno han realizado en la confección del “Mapa An-
daluz del Veneno”, herramienta fundamental en la investigación contra el veneno de los AAA en Andalucía.

62 Aunque no es ámbito específico de este capítulo, se hace mención a que se denomina así a la especie destinataria del veneno, pero que
precisamente por la falta de selección de éste y otros métodos de eliminación, es habitual que no siempre sean las únicas que sufran sus
efectos.
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• ¿Qué riesgos para la salud pública se han producido? ¿Es posible que haya peligrado la
integridad física de las personas? Delito contra la salud pública.

– Posibilidad de que sustancias tóxicas pasen a la cadena trófica humana. La experiencia
nos ha hecho hallar y retirar miles de cebos envenenados de lugares como áreas recrea-
tivas o inmediaciones de puertas de colegios, incluso, con el evidente riesgo de ingesta o
intoxicación por la potente toxicidad de los productos utilizados.

– Posibilidad de que carne o pescado contaminado (salmonela, brucelosis, toxinas) pro-
cedente de actividades furtivas sea consumida en establecimientos públicos. La combi-
nación de veneno con rápida transmisibilidad y especies cinegéticas consumidas por el
hombre puede resultar letal en muchos con muchos de los productos utilizados.

• ¿El presunto autor ha obtenido algún tipo de beneficio económico consecuencia de los he-
chos? ¿Podemos demostrarlo? El deporte de la caza supone el movimiento de una gran can-
tidad de dinero, por lo que la motivación económica debe ser tenida en cuenta a la hora de
investigar un caso contra la fauna y concretamente de veneno. Cuando la motivación implica
a personas de sectores tales como ganaderos, agricultores o apicultores, debe tenerse muy
en cuenta el beneficio económico perseguido con la postura de veneno.

• ¿Cuál es la valoración los daños producidos? Responsabilidad civil.63 La valoración de las
especies afectadas, la afectación a programas de conservación, etc. dan nuevos argumentos
para mostrar la importancia del delito investigado. En el apartado de informes se ampliará
este apartado, si bien es necesario mencionar que precisamos de técnicos y peritos de las Ad-
ministraciones.

Si hacemos un ejercicio de reflexión, seguro que podremos recordar algún caso en el que plan-
teándonos estas preguntas y otras muchas, quizás hubiésemos llegado a unas conclusiones dis-
tintas. 
Evidentemente, es nuestra obligación recabar todos estos datos y ponerlos encima de la mesa
de jueces y fiscales, y toda esta información, más la que obre en informes técnicos y analíticas,
nos capacitará para solicitar medios de investigación tales como la entrada y registro o las in-
tervenciones telefónicas de las que antes hablábamos.
Paralelamente, debemos realizar otra reflexión en cuanto a la detención. Técnicamente, valora-
remos si a la hora de proceder, es más adecuada la figura de la detención o de la imputación64
en función de las circunstancias de cada caso y de cada persona. 
Operativamente, quizás sea un error generalizado de los investigadores el hecho de querer cerrar
el caso con demasiada premura, deteniendo al presunto autor. Precisamente cuando el investi-

63 En este sentido, recientemente Sentencia número 150/2013, de 06 de junio, de la Audiencia Provincial de Jaén, Sección 1ª, que modifica
la Sentencia del Juzgado número 1 de lo Penal por la que se condena a dos personas como coautores de un delito del art. 336 del Código
Penal por la muerte por envenenamiento de un ejemplar de lince ibérico en Andújar.

64 En el delito medioambiental se ha mostrado extremadamente útil la figura del imputado no detenido, como se viene apuntando en las úl-
timas memorias de la Fiscalía, sobre todo en cuanto a incendios forestales imprudentes, contaminación, etc.



gador ha acumulado una gran cantidad de indicios sólidos, el resto de circunstancias del caso
pueda llevarnos a solicitar esos medios de investigación para finalizarla con total éxito. 
Seamos conscientes de que una vez que se ha producido el hecho de la detención, el margen
de maniobra del que gozábamos, se nos ha restringido extraordinariamente, y que sin em-
bargo, los indicios que ya habíamos acumulado previamente perduran durante la investiga-
ción. Debe ser un buen momento idóneo para la paciencia y para, una vez más, tener amplitud
de miras.
Al hilo de lo anterior, centrándonos en la prueba indiciaria, la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional ha reiterado la necesidad de que debe cumplir los siguientes requisitos65:
• Concurrencia de más de un indicio o de uno solo de especial significación.
• Necesidad de que los indicios se encuentren probados.
• Enlace preciso y directo entre los indicios y el hecho presunto.
• Inexistencia de contraindicios.
• Inexistencia de explicaciones alternativas de la concurrencia de los indicios.
• Motivación de la resolución.
• Debida aportación de los indicios al procedimiento.

Concretamente en los casos de veneno, en la mayoría de las ocasiones iniciamos la investigación
tras haberse materializado el delito, lo que nos obliga a realizar una reconstrucción de los hechos
que resulta, como estamos tratando de explicar, extraordinariamente laborioso y donde, en cual-
quier caso, las testifícales suelen brillar por su ausencia. Incluso cuando se ha logrado realizar
la detención in fraganti del autor de los hechos, en muchas ocasiones ha sido consecuencia de
este acumulo indiciario previo.
En definitiva, el investigador debe aspirar a desvirtuar la presunción de inocencia pasando de la
mera sospecha al verdadero indicio, válido como prueba en el juicio oral. Según la doctrina del
Tribunal Supremo66:
“Los indicios no son equiparables a la mera sospecha. Ésta –la sospecha– es tan sólo una cir-
cunstancia meramente anímica; el indicio es un vestigio racional que precisa para entenderse
fundado hallarse apoyado en datos objetivos, que han de serlo en un doble sentido: en primer
lugar, el de ser accesibles a terceros, sin lo cual no pueden ser objeto de control, y en segundo
lugar, que han de proporcionar una base real de la que pueda inferirse que existen elementos
probatorios del ilícito penal investigado en la diligencia que se autoriza”.

El propio desarrollo de la investigación devendrá en la confirmación de esas primeras sos-
pechas, o por el contrario al hallazgo de otras líneas tras confirmarse la falta de veracidad de
las mismas. 
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65 Entre otras anteriores, STC 109/2002, de 6 de mayo; 135/2003, de 30 de junio; 186/2005 de 4 de julio.
66 STS 717/2010 de 22 de junio de 2010.
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Intervención del AAA. Funciones y coordinación
El sistema policial español se desarrolla por mandato constitucional67 en la Ley Orgánica 2/1986,
de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad68. Esta LO establece quiénes componen las
FCS, sus principios básicos de actuación, su régimen específico, las disposiciones estatutarias
comunes, delimita sus competencias, sus  demarcaciones territoriales, y la forma en la que deben
coordinarse, como principales aspectos.
La policía judicial, por su parte se define también en la propia Constitución Española (art. 126),
y se desarrolla como concepto, dependencia, funciones, formación, etc. en la propia LOFCS,
en la LeCrim. (arts. 282 al 298 y 786), en la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial (arts. 443
al 446), en el Estatuto del Ministerio Fiscal y en el Real Decreto 769/1987, sobre la Regulación
de la Policía Judicial.
Esta diversidad normativa debe ser analizada de una forma breve pero clara y concisa, al objeto
de llegar a unas conclusiones finales desde dos ópticas:
Desde lo establecido en la LOFCS:

La LOFCS establece como cuerpos policiales a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado69,
formadas por el Cuerpo Nacional de Policía y la Guardia Civil, a los cuerpos de policía depen-
dientes de las Comunidades Autónomas y a las Policías Locales. También establece la adscrip-
ción de unidades del Cuerpo Nacional de Policía a aquellas Comunidades Autónomas en las
cuales su Estatuto de Autonomía contempla la posibilidad de contar con un propio Cuerpo po-
licial, sin llegar a desarrollarla. 
Así pues, en España actualmente contamos con los siguientes cuerpos policiales:
• El Cuerpo Nacional de Policía.
• La Guardia Civil.
• Las policías autonómicas: Mossos d’Esquadra en Cataluña, Ertzaintza en la Comunidad Au-

tónoma Vasca y la Policía Foral en Navarra.
• Unidades adscritas del Cuerpo Nacional de Policía en Comunidades Autónomas como Galicia,

la Comunidad Valenciana o Andalucía.
• Los Cuerpos de Policía Local en los municipios que cuenten con ellos.

67 Constitución Española. Arst. 104, 148.1.22 y 149.1.29. 
68 En adelante LOFCS.
69 En adelante FCSE.
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La LOFCS70 establece, asimismo, que es competencia de la Guardia Civil, dentro de las FCSE,
“Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la naturaleza
y medio ambiente, de los recursos hidráulicas, así como de la riqueza cinegética, piscícola, fo-
restal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza, en todo el territorio nacional y
su mar territorial”. Esta competencia también es ejercida71 por los Cuerpos de Policía depen-
dientes de las Comunidades Autónomas con carácter “de prestación simultánea e indiferenciada
con las FCSE”, en su ámbito territorial.
En definitiva, como cuerpos policiales, son competentes en materia medioambiental, la Guardia
Civil y las Policías Autonómicas (incluyendo las Unidades Adscritas del Cuerpo Nacional de
Policía), sin perjuicio del carácter colaborador de los demás Cuerpos policiales como miembros
de la Policía Judicial genérica.
Desde la óptica de la Policía Judicial72:
El término “policía” en un Estado democrático de derecho como el nuestro, tiene una doble sig-
nificación. Por un lado, el de la prevención, el Estado ejerce sus funciones de protección al ciu-
dadano vigilando el cumplimiento de la normativa vigente y la convivencia, antes de que se
cometa el delito. Nos encontramos en el ámbito de la policía administrativa y de la protección
de la seguridad ciudadana, dirigida por el Gobierno. 
Por el otro lado, el de la represión, el Estado investiga la comisión del hecho delictivo al objeto
de castigar al culpable y evitar la comisión de otros. Nos encontramos en el ámbito de la Policía
Judicial, dirigida funcionalmente por Tribunales, Jueces y Fiscales.
La LeCrim. expone en su artículo 282, que “La Policía Judicial tiene por objeto y será obliga-
ción de todos los que la componen, averiguar los delitos públicos que se cometieren en su te-
rritorio o demarcación; practicar, según sus atribuciones, las diligencias necesarias para
comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, instrumentos o pruebas
del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos a disposición de la Autoridad Ju-
dicial”.

En su artículo 283, la LeCrim. establece que “Constituirán la Policía Judicial y serán auxiliares
de los Jueces y Tribunales competentes en materia penal y del Ministerio Fiscal, quedando obli-
gados a seguir las instrucciones que de aquellas autoridades reciban a efectos de investigación
de los delitos y persecución de los delincuentes:

1. Las autoridades administrativas encargadas de la seguridad pública, de la persecución de
todos los delitos o de algunos especiales.

70 Consúltese el Título II de la LOFCS.
71 Consúltese el Título III de la LOFCS.
72 Véase el magnífico trabajo: Fernández Rodríguez, I. Boletín de Información del Ministerio de Justicia en España. Año 2007. Número

2.039. La Policía Judicial como función de investigación y su ejercicio por funcionarios no pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos de Se-
guridad. El caso de los Agentes Forestales.
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2. Los empleados o subalternos de la Policía de seguridad cualquiera que sea su denominación.

3. Los Alcaldes, Tenientes de Alcalde y Alcaldes de Barrio.

4. Los Jefes, Oficiales e individuos de la Guardia Civil o de cualquier otra fuerza destinada a
la persecución de malhechores.

5. Los Serenos, Celadores y cualesquiera otros agentes municipales de Policía urbana o rural. 

6. Los guardas de montes, campos y sembrados, jurados o confirmados por la Administración.
7.  Los funcionarios del Cuerpo especial de Prisiones.

8. Los Agentes Judiciales y los subalternos de los Tribunales y Juzgados.

9. El personal dependiente de la Jefatura Central de Tráfico, encargado de la investigación
técnica de los accidentes.”

Esta definición decimonónica de la Policía Judicial, en la que una gran amplitud de funcio-
narios y cargos públicos quedaban obligados a la colaboración con la Administración de Jus-
ticia, está sobrepasada por la legislación contemporánea, como se está tratando de analizar.
En lo que respecta a los Agentes Forestales73, en sus distintas acepciones autonómicas (los
modernos “guardas de montes, campos y sembrados confirmados por la Administración), la
Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, define al Agente Forestal como un “funcionario
que ostenta la condición de Agente de la Autoridad perteneciente a las Administraciones
Públicas que, de acuerdo con su propia normativa…, tiene encomendadas, entre otras fun-
ciones, las de policía y custodia de los bienes jurídicos de naturaleza forestal y la de policía
judicial en sentido genérico…”.  También regula que “Los agentes forestales y medioam-
bientales, en el ejercicio de sus competencias, actuarán de forma coordinada, y con respeto
a las facultades que atribuye su legislación orgánica reguladora, con las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad” 74.
Finalmente, diremos que tanto en la LeCrim.75, la LOFCS y el Real Decreto de Policía Judi-
cial, se determina la diferencia entre los conceptos de policía judicial genérica (sentido am-
plio) y específica (sentido restringido). Se otorga de este modo a los funcionarios policiales
destinados en las denominadas unidades orgánicas76, el cometido y los medios específicos
de la investigación del delito, a las órdenes (dependencia funcional) de tribunales, jueces y
fiscales. 

73 Se usa este término en concordancia con la Ley de Montes, no todos tienen esta denominación. Son Agentes Forestales madrileños, de
Protección de la Naturaleza aragoneses, Medioambientales manchegos, Rurales catalanes, o de Medio Ambiente andaluces.

74 Reforma según la Ley 10/2006 de 28 de abril, de Reforma de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, sobre montes, artículos 6 y 58.
75 Importantísimo el Art. 285 de la LeCrim.
76 Según la LOFCS, estas Unidades Orgánicas de Policía Judicial pertenecen a las FCSE, teniendo el resto de componentes y los Cuerpos

de Policía de las Comunidades Autónomas y de Policía Local carácter de colaborador. Sin embargo, los Estatutos de Autonomía y la
asunción de competencias en materia de seguridad ciudadana por parte de los Cuerpos de Policía han actualizado este concepto.
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Diferencia a estos funcionarios policiales de todos los demás, que independientemente del
cuerpo al que pertenezcan, están obligados a realizar, dentro de sus competencias, las pri-
meras diligencias ante la averiguación de un delito, con respeto de las de los demás Cuerpos
policiales.

De todo lo anterior puede deducirse fácilmente que es innegable el carácter de Agente de la Au-
toridad para el desarrollo de las funciones que los agentes de medio ambiente desarrollan, y que
lo que el legislador pretende otorgando el carácter de policía judicial genérica es otorgar validez
procesal a las actuaciones que éstos realizan en el ámbito estrictamente medioambiental, tales
como:

• Investigaciones de causas de incendios forestales.
• Levantamiento de cadáveres, recogida de vestigios y mantenimiento de la cadena de custo-

dia.
• Traslado de vestigios y evidencias a los servicios de criminalística de los cuerpos policiales

competentes.
• Elaboración de informes a solicitud de tribunales, jueces y fiscales.
• Elaboración, en el marco de sus competencias, de atestados.

Retrotrayéndonos a la introducción del capítulo, tratábamos la importancia de la pulcritud en
las actuaciones desde su inicio, dado el incierto procedimiento en el que desembocarán final-
mente, penal o administrativo, en virtud en muchas ocasiones tan sólo de detalles. Es lógico que
los agentes de medio ambiente tengan este carácter de policía judicial genérica, dado que serán
los que en primera instancia realicen por sí solos, o en unión de miembros de las FCS, las pri-
meras tareas de descubrimiento del delito y de aseguramiento de los efectos, teniendo sus testi-
fícales la oportuna validez, incluso con consideración de peritos, en el caso de las causas de
incendios forestales.

También, en consecuencia, ostentan el mismo grado de protección jurídica que los miembros
de las FCS, en cuanto al atentado contra los agentes de la autoridad en el ejercicio de sus fun-
ciones77. 

Para concluir este apartado es preciso añadir que en virtud de lo que la Constitución Española
y la Ley79 obligan, mediante conceptos como la eficacia, la eficiencia en el uso de los recursos
públicos, la colaboración, la cooperación, la buena fe y la confianza legítima, las diferentes 

77 Arts. 550 al 555 del Código Penal.
79 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
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administraciones deben llegar al cumplimiento de protocolos de actuación que respetan las com-
petencias de cada cuerpo, como ocurre en el ámbito de actuación de los incendios forestales en
la Comunidad Autónoma de Andalucía80.
Está ampliamente demostrado que la unión de los medios de FCS y Agentes, la frecuente co-
municación y la acción conjunta, lejos de menoscabar a alguno de los dos cuerpos, redunda en
el común prestigio y en el objetivo principal, que no es otro que la preservación del medio na-
tural, y en la evitación del daño por medio de la investigación.   
Es patente en estos momentos que los poderes públicos tienen en la agenda la modificación in-
tegral de la LeCrim., y que el Gobierno recientemente ha mostrado su intención de realizar otros
cambios legislativos al objeto de ordenar las competencias de los AAA.
Se considera fundamental este cambio normativo, si bien poco se conseguirá si no tenemos claro
que en la conservación mediante la investigación del delito, no sobra nadie, y que teniendo claro
que con colaboración y coordinación, en función de las competencias que cada uno ostenta, los
resultados pueden ser, simplemente, espectaculares, como ya se viene demostrando.
Sirva como muestra, la actuación conjunta de agentes de medio ambiente y Seprona en casos tan
notorios como la condena81 por envenenamiento de un ejemplar de lince ibérico en Andújar (Jaén)
de dos personas, la condena de un ganadero en la Sierra de Castril (Granada)82 por un delito con-
tinuado de envenenamiento de quebrantahuesos, o la condena de dos personas por el hallazgo de
más de cien cebos envenenados en área de influencia de Doñana (Huelva)83. En todos estos casos
participaron personas y medios de las dos administraciones con una coordinación y una predispo-
sición ejemplar, lo que propició la resolución de los casos, y en todos ellos tuvo un papel funda-
mental, a su vez, la labor de los fiscales delegados de medio ambiente y urbanismo. 
En el plano formativo, se están realizando algunas experiencias conjuntas en materia de inves-
tigación técnica y procesal84, con unos resultados excelentes, pero esta formación continua y
perfeccionamiento, parece razonable que en ningún caso pueda suplir un período académico bá-
sico con materias comunes para los AAA, independientemente del Cuerpo al que pertenezcan.

80 Protocolo sobre coordinación para miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Fuerzas Armadas y otros organismos en
las actuaciones que prevé el Plan Infoca, de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de 2 de agosto de 1995. Junta de Andalucía y Dele-
gación del Gobierno en Andalucía. 
Está en fase de estudio y preparación un protocolo de actuación y coordinación en materia de delitos contra la fauna y cebos envenena-
dos entre Agentes de Medio Ambiente y Guardia Civil-SEPRONA.

81 Sentencia número 150/2013, de 06 de junio, de la Audiencia Provincial de Jaén, Sección 1ª, que modifica la Sentencia del Juzgado nú-
mero 1 de lo Penal. 

82 Sentencia nº 39/2010, de 27 de enero de 2010. Otros procedimientos en curso. La aparición de ejemplares de quebrantahuesos envenena-
dos puso en serio peligro el proyecto de reintroducción de esta especie en Andalucía, lo que propició un Plan de Choque conjunto entre la
Guardia Civil y la Junta de Andalucía. En estas actuaciones, entre otras, se practicaron apostaderos, inspecciones con Unidades Caninas,
entradas y registros, tomas de muestra de sangre de ganado y comparación genética con los cebos, interviniendo la UFOA (Unidad Fo-
rense Avanzada, compuesta por técnicos y Agentes de Medio Ambiente para apoyar a las Delegaciones Provinciales y al SEPRONA) y el
CAD (Centro de Análisis y Diagnóstico de la Fauna Silvestre, sito en Málaga).

83 Sentencia número 36/2012, de 29 de marzo (Juicio Rápido), del Juzgado de Instrucción número 1 de Huelva.
84 Cursos mixtos de formación en la Comunidad Autónoma de Andalucía para Agentes de Medio Ambiente y SEPRONA sobre investiga-

ción de delitos contra la fauna y cebos envenenados.



Conclusiones
Probablemente hablar de investigación criminal en materia de delitos contra la fauna y cebos
envenenados pudiera parecer pretencioso hace unos años, cuando en 1998 varias organizaciones
ecologistas convencieron a la Guardia Civil para que elaborase un protocolo de levantamiento
de cadáveres. Hace pocos meses, como se ha señalado, la Jefatura del Seprona aprobó un pro-
cedimiento que en muy poco se parece a aquel primer documento, que ya por sí mismo supuso
un gran avance en su día. 
Puede decirse lo mismo de la publicación en 2004 de la Estrategia Nacional de Lucha Contra el
Uso Ilegal de Cebos Envenenados en el Medio Natural o de la creación de la figura del Fiscal
de Sala Delegado de Medio Ambiente y Urbanismo, y los Fiscales Delegados en las Audiencias
Provinciales, así como acciones concretas de algunas comunidades autónomas, tales como la
actuación de las brigadas de los Agents Rurals en Cataluña, las Brigadas de Investigación de
Envenenamiento de Fauna y Unidad Forense de Apoyo en Andalucía o la Unidad de Investiga-
ción de Venenos en Castilla La Mancha. 
En estos tiempos difíciles desde el punto de vista económico, debemos ponernos en perspectiva,
y pensar que nuestros antecesores ni siquiera soñarían con los medios técnicos y legales con los
que ahora contamos. Ciencia ficción, si nos retrotraemos a tan sólo veinte años atrás. 
Muchas personas de diversos ámbitos han dedicado y siguen dedicando gran parte de sus vidas
a esta labor, agentes forestales, cuerpos policiales, técnicos de las administraciones, organiza-
ciones ecologistas, jueces y fiscales. Diferentes responsabilidades, diferentes funciones y com-
petencias, pero un solo objetivo, que es el de preservar la biodiversidad y velar por el
cumplimiento de la ley.
En el centro de todo el proceso, un único concepto que engloba todos los demás, el de la CO-
LABORACIÓN: Coordinación-Cooperación-Buena fe y confianza legítima. Lamentablemente
estos conceptos aún tienen que calar en algunas zonas de nuestra nación.
Hablamos desde la experiencia. Hablamos desde el profundo convencimiento de que la descon-
fianza reina sólo desde el desconocimiento, y de que trabajando de forma conjunta y uniendo
los medios con los que contamos, nuestra eficacia se vuelve explosiva.
Algunos, desde luego, ya no sabemos trabajar de otra forma.
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Capítulo IX

ACTUACIONES EN LA VÍA ADMINISTRATIVA
Pablo Ayerza, asesor jurídico del Proyecto Life + VENENO (SEO/BirdLife) y de WWF/España

No es este el lugar de analizar individualmente la totalidad de la legislación autonómica admi-
nistrativa reguladora de la protección del medio ambiente enumerada en capítulos anteriores y
de la actividad de la caza, dado que por extensión y amplitud sobrepasa con mucho los objetivos
del presente capítulo. Sí se realizan referencias que ilustran el actual grado de desarrollo auto-
nómico y las principales modalidades legislativas con las que nos podemos encontrar como re-
acción normativa a la lacra del uso de cebos envenenados.

En cuanto a la autoría

Todas las legislaciones autonómicas y por supuesto la estatal, tipifican el empleo o la colocación
de cebos envenenados en el medio natural. Es por tanto unánime la existencia de la infracción
en sede administrativa, que suele recibir la calificación de grave o muy grave, con importantes
sanciones económicas por multa y clausura o suspensión de la actividad, como se muestra en la
Tabla 6 del Capítulo III, que expone las elevadas sanciones en Castilla-La Mancha y Andalucía,
en comparación con la multa prevista en Aragón, de las más bajas de España.

Debemos destacar que incluso dentro de la propia sede administrativa es usual que el concreto
hecho tipificado de la colocación o empleo de cebos envenenados esté previsto en al menos en
dos leyes distintas, la reguladora de la caza y la de protección ambiental o de especies protegidas,
debiendo acudirse en este caso, salvo regulación específica que se contenga en la propia norma,
al criterio de imponer la sanción más grave. También es usual el concurso de normas cuando
además de haberse dispuesto sobre el medio natural cebos envenenados, se ha constatado como
efecto derivado de dicha colocación la muerte de especies amenazadas, o incluso, en peligro de
extinción, en cuyo caso el criterio a seguir, también, salvo específica regulación, será la aplica-
ción de la norma de mayor gravedad.
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Duplicidad del tipo referido a la colocación de venenos en la legislación ambiental y de
caza en Castilla-La Mancha con regulación específica del concurso de normas.

Esta tipificación administrativa es a su vez una copia, un “duplicado” del tipo penal contenido
en el artículo 336 del Código Penal “El que, sin estar legalmente autorizado, emplee para la
caza o pesca veneno, medios explosivos u otros instrumentos o artes de similar eficacia des-
tructiva o no selectiva para la fauna, será castigado con la pena de prisión de cuatro meses a
dos años o multa de ocho a veinticuatro meses y, en cualquier caso, la de inhabilitación especial
para profesión u oficio e inhabilitación especial para el ejercicio del derecho a cazar o pescar
por tiempo de uno a tres años. Si el daño causado fuera de notoria importancia, se impondrá
la pena de prisión antes mencionada en su mitad superior”. La duplicidad de tipos es por tanto
el primer escollo que debe salvarse.

En la práctica, y de forma necesaria, el principio de prevalencia de la vía penal (art. 133 Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Proce-
dimiento Administrativo Común, art. 7 RD 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el

Ley 2/1993, de 15 de julio, de caza de Castilla-
La Mancha

Artículo 86.1.7, son infracciones muy graves:
“El empleo sin autorización, o incumpliendo las
condiciones de ésta, de los medios descritos en
el art. 36, letras a), b), c), d) y e), de la presente
Ley, así como cazar con medios prohibidos que
no sean autorizables en ningún caso.”

Regulación específica: No se contiene, por lo
que resulta de aplicación lo dispuesto en el Art.
4.4 RD 1398/1993, de 4 de agosto de 1993, Re-
glamento para el Ejercicio de la Potestad San-
cionadora:
“4. En defecto de regulación específica estable-
cida en la norma correspondiente, cuando de la
comisión de una infracción derive necesaria-
mente la comisión de otra u otras, se deberá im-
poner únicamente la sanción correspondiente a
la infracción más grave cometida”

Sanción: Multa de 500.001 a 10.000.000 de pe-
setas.

Retirada de la licencia de caza e inhabilitación
para obtenerla por un plazo comprendido entre
cinco y diez años.

Suspensión de la actividad cinegética durante un
plazo comprendido entre cinco y diez años.

Ley 9/1999, de 26 de mayo de Conservación de
la Naturaleza

Artículo 109.11, es infracción grave: “La co-
locación o empleo no autorizados de venenos o
cepos para la captura o muerte de ejemplares
de fauna silvestre, salvo cuando ello no pueda
afectar a especies amenazadas en cuyo caso se
considerará menos grave”.

Regulación específica: Art. 115.2 Ley 9/1999, de
26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza:
“En ningún caso se producirá una doble san-
ción por los mismos hechos y en función de los
mismos bienes jurídicos protegidos con arreglo
a esta Ley y a otras normas de protección am-
biental, debiéndose en este caso imponerse úni-
camente la sanción más alta* de las que
resulten tras resolverse los correspondientes
procedimientos sancionadores.

* Obsérvese que la regulación específica ha op-
tado no por el criterio de gravedad, sino por el
de la cuantía más alta de la multa, sea o no
más grave.

Sanción: Multa de 25.001 a 100.000 euros.

Suspensión total o parcial de la actividad por
un período no superior a dos años ni inferior
a seis meses. 
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Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, art. 10 Ley Orgánica del Poder Judi-
cial, entre otras) ha impuesto que sean escasísimas las resoluciones administrativas en procedi-
mientos sancionadores por autoría en la colocación de cebos envenenados, relegando a la
administración a una actuación de segundo grado para los casos en los que, siguiendo la doctrina
constitucional sobre el principio non bis in idem:

• Se haya producido sobreseimiento provisional de los artículos 641.2 y 779.1 de la Ley de En-
juiciamiento Criminal, como analizaremos.

• Se haya producido absolución por motivos formales que determinan la ausencia de declara-
ción de hechos probados respecto a la concreta infracción que puedan vincular a la adminis-
tración. 

• Se haya producido condena penal por la colocación de los cebos pero en vía administrativa
exista la posibilidad de sancionar como autor a otras personas penalmente no perseguibles
(por ejemplo personas jurídicas titulares o arrendatarias del aprovechamiento). Esta posibili-
dad ha sido limitada severamente desde el momento en que la Ley penal regula la responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas (artículo 31.bis CP).

El Tribunal Constitucional viene afirmando que el principio non bis in idem veda la imposición
de una dualidad de sanciones "en los casos en que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y
fundamento" (línea uniforme desde STC 2/1981, FJ 4). En palabras del Auto del Tribunal Cons-
titucional de 29 de junio de 1999, “la garantía de no ser sometido a bis in idem se configura
como un derecho fundamental que, en su vertiente material, impide sancionar en más de una
ocasión el mismo hecho con el mismo fundamento (por todas, SSTC 159/1985, de 27 de noviem-
bre, FJ 3; 94/1986, de 8 de julio, FJ 4; 154/1990, de 15 de octubre, FJ 3; y 204/1996, de 16 de
diciembre, FJ 2). Junto a esta vertiente material, este Tribunal ha dotado de relevancia consti-
tucional al aspecto formal o procesal de este principio, que,"de conformidad con la STC
77/1983, de 3 de octubre, (FJ 3), se concreta en la regla de la preferencia o precedencia de la
autoridad judicial penal sobre la Administración respecto de su actuación en materia sancio-
nadora en aquellos casos en los que los hechos a sancionar puedan ser, no sólo constitutivos de
infracción administrativa , sino también de delito o falta según el Código Penal" (por todos,
ATC 277/2003, de 25 de julio, FJ 2).

Es decir, el principio veda la posibilidad de que la administración continúe con la tramitación
de procedimientos sancionadores en aquellos casos en que los hechos puedan ser constitutivos
de delito o falta según el Código Penal, mientras la sede penal competente no se haya pronun-
ciado sobre ellos. De ahí la necesidad de que los expedientes sancionadores se incoen y queden
en suspenso a la espera de la comunicación de la resolución judicial firme, sean mediante sen-
tencia o por auto de sobreseimiento libre o provisional. Además de lo anterior, tal y como con-
sagran y reiteran la mayoría de las normas de carácter sancionador administrativo, el principio
non bis in idem obliga a que se habrá de respetar la cosa juzgada (Sentencia del Tribunal Cons-
titucional 77/1983, de 3 de octubre, FJ 3).

Si el órgano judicial decretara el archivo por no constituir hecho delictivo o por no constar su-
ficientemente acreditado el mismo, la administración puede continuar la tramitación por autoría
si considera que existen suficientes indicios o prueba de cargo. 



Pero en la práctica, el supuesto más numeroso será precisamente el de archivo de las actuaciones
penales por sobreseimiento provisional fundamentado en la imposibilidad de imputar a persona
determinada la comisión del hecho criminal. 

En estos casos, ha sido práctica frecuente el considerar de forma automática que si los órganos
instructores penales no han considerado procedente determinar de forma indiciaria la autoría de
la infracción, no corresponde a la administración “ir más allá” y es procedente también el archivo
del procedimiento suspendido por presunta autoría. Sin embargo, en palabras del Tribunal Su-
perior de Justicia de Castilla-La Mancha (STSJ CLM 20 de abril de 2009, Sala 2ª de lo Conten-
cioso Administrativo FD 2º) hay que partir en primer lugar de que el archivo del procedimiento
penal seguido por los mismos hechos no comparte sin más la imposibilidad de que se siguiera
expediente administrativo contra el actor que culminara con una resolución sancionadora que
ahora revisamos. No se cuestiona que las diligencias previas  terminaron con auto de sobresei-
miento provisional entendiendo que no existían motivos suficientes para atribuir los hechos a
persona determinada. Ahora bien, en ese dicho auto no se contienen hechos probados cuya de-
claración pudieran vincular a la Administración por mandato del artículo 137.2º de la Ley
38/1992. Es decir, no se declara que el imputado no es el autor de los hechos, que sería el pre-
supuesto para que en el caso que examinamos ni la Administración ni esta Sala pudieran abor-
dar la cuestión debatida, de modo que la Administración pudo continuar el expediente
suspendido mientras se sustanciaba la causa penal y este Tribunal puede entrar a revisar lo ac-
tuado a fin de pronunciarse sobre la comisión de la infracción imputada al recurrente.

Es precisamente en la discusión sobre la naturaleza y el concreto contenido del auto de sobre-
seimiento donde se centra el debate doctrinal en aquellos casos en que pese al archivo penal,
la administración considera que sí existen suficientes elementos de prueba para la atribución
de la autoría en sede administrativa, siendo factible defender que un auto de sobreseimiento
provisional que no descarte expresamente la autoría de determinada persona y por tanto vincule
a la administración, no puede producir los efectos derivados de la cosa juzgada, en especial la
eficacia negativa, al considerar que en todo caso se trata de un archivo provisional y no de una
sentencia. 

A día de hoy, y con sentido práctico, la cuestión deberá dilucidarse en cada caso, de acuerdo a
la importancia que presenten y el material probatorio del que se disponga, teniendo especial
trascendencia si la vía de la autoría es la única posibilidad de sanción posible, por no disponer
la autoridad ambiental de las herramientas legales para abordar la infracción por otras vías como
la sanción por falta de notificación, la responsabilidad in vigilando, o el aprovechamiento abusivo
o desordenado. 

En todo caso, nos parece importante dejar realizadas las siguientes prevenciones respecto de la
prueba, y que sin problema pueden hacerse extensivas a los procedimientos penales:

Es evidente que la obtención de prueba directa en este tipo de actuaciones es en la mayoría de
los casos improbable, dado el espacio de impunidad que sus autores se preocupan en buscar, al
amparo de la soledad de los espacios rurales abiertos. Suelen ser la excepción a esta regla las
complejas investigaciones que se llevan a cabo por la unidad de venenos de los Agentes Rurales
de Cataluña, que sorprenden a los autores “in fraganti”, con resultados sorprendentes en cuanto
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a la contundencia de la prueba que se elabora y aporta, con testifical directa de los agentes y re-
gistrada en medios que permiten su reproducción.

Usualmente, lo que tendremos a nuestro alcance es prueba indiciaria, que desde luego no resulta
extraña a nuestro ordenamiento jurídico. En este sentido, la prueba indirecta, consagrada juris-
prudencialmente en sus requisitos (acreditación de hechos base, pluralidad de indicios o alguno
muy privilegiado, refuerzo o anudación de los mismos, sentido unívoco en cuanto a la conclu-
sión) es prueba de cargo suficiente, como sucede en los casos de delitos contra la salud pública,
robos, etc. 

Los indicios que en la práctica son nuestros mejores aliados vienen constituidos por:

• Localizar el mismo producto empleado en los cebos dentro de instalaciones (especialmente
si precisan llave para su acceso) o vehículos de los sospechosos por razón del trabajo o co-
metido que desarrollan, descartando su uso fitosanitario legítimo, a cuyo efecto deberá acre-
ditar desde la compra en legal forma hasta estar en posesión del equipo y cursos adecuados.
Se ha demostrado la eficacia de los perros en la búsqueda dentro de inmuebles, vehículos y
terrenos, en especial de forma inmediata al descubrimiento del episodio.

• Identificar huellas de calzado o de ruedas de vehículos pertenecientes a dichas personas en la
zona o inmediaciones del lugar donde se ha producido el envenenamiento.

• Situar su presencia en la zona y días de su producción por otros testigos como pastores, pro-
pietarios de perros, etc.

• Que los sospechosos procedan a situar perfectamente la ubicación de los medios prohibidos,
siempre previa instrucción de derechos.

• ADN de los sospechosos en útiles directamente empleados en el envenenamiento (bolsas,
guantes, embalajes), o acreditación de la compra del producto cárnico empleado en la con-
fección de los cebos.

• La presencia o custodia de los mismos componentes de los cebos en posesión de los sospe-
chosos (por ejemplo, neveras con el mismo tipo de carne, incluso con la misma preparación).

• El ofrecimiento acreditado de asumir los tratamientos veterinarios o coste de los animales
(usualmente perros de pastores o de compañía) que hubieran resultado muertos como conse-
cuencia de la ingestión.

• Si la ubicación de los cebos coincide y se solapa con otras instalaciones cinegéticas o de otra
actividad relacionada con la finalidad del envenenamiento, que exige presencia regular del
sospechoso para su mantenimiento o control (como son bebederos, comederos, majanos, mé-
todos de control de predadores autorizados).

• La ocultación de cadáveres de animales muertos por el envenenamiento, que excluye el móvil
de la venganza y el perfecto conocimiento de los hechos.
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• El móvil del envenenamiento y su directa relación con el sospechoso, que puede ir desde la
pretensión de evitar daños a las piezas de caza, al ganado, corrales de gallinas o a las palomas
deportivas, justificándolo debidamente. En este aspecto es esencial recopilar antecedentes
documentales/testificales que lo pongan de manifiesto sin duda.

• El uso de los cebos dentro de zonas cerradas por vallados, patios o corrales, que excluyan he-
cho de tercero ajeno.

Es evidente que los atestados son los encargados de acreditar de forma objetiva la comisión del
hecho, dando una descripción precisa del estado de cosas y de la recogida de todas las evidencias
físicas sobre el terreno, incluso de las testificales que en el primer momento se ordenen. Pero es
de suma importancia que superando un concepto limitado de los mismos se dé paso a la acredi-
tación documental de los siguientes aspectos, aunque sea mediante diligencia ampliatoria tras
petición a los organismos o técnicos competentes por la materia:

• Grado de protección de los terrenos donde se ha producido el envenenamiento o la aparición
de los ejemplares afectados, con justificación documental de su declaración y régimen de
protección. Esto es esencial para cualquier territorio que forme parte de la Red Natura 2000:
LIC, ZEPA, ZEC, puesto que se debe acreditar la producción del hecho dentro de espacio
protegido.

• Con independencia de la calificación legal de las especies afectadas, estatus poblacional local
y afectación real a la biodiversidad, con informe específico sobre la gravedad del episodio o
de la mortandad.

• Planes Técnicos de Caza o autorizaciones ganaderas, según proceda.

• Existencia de planes de recuperación o conservación afectados por las especies muertas, y
proyectos que la administración lleva a cabo respecto de las mismas con presupuesto especí-
fico.

• Valoración económica de los ejemplares afectados, de acuerdo a normas administrativas, sin
perjuicio de coste estimado del daño causado y/o medidas de recuperación que se proponen
justificadamente.

• Peligrosidad para la biodiversidad y la salud pública.

• Justificación documental de la ficha individual de producto, así como del hecho de encontrarse
desautorizado su uso por su principio activo.

En cuanto a la responsabilidad in vigilando y la obligación formal de notificar

Hacemos especial referencia al artículo 22.2 de la Ley 9/1.999, de 26 de mayo, de Conservación
de la Naturaleza de Castilla La Mancha.
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Corresponde a los titulares cinegéticos establecer las medidas necesarias para impedir la exis-
tencia o colocación no autorizada en sus terrenos cinegéticos de cebos envenenados en circuns-
tancias susceptibles de dañar a la fauna silvestre. Esta obligación recaerá en el arrendatario
en el supuesto de que el arrendamiento del aprovechamiento cinegético constase documental-
mente.

Dicha infracción se califica como grave en el apartado 10 del artículo 109 de la misma ley, es-
tableciéndose en el artículo 113.1 c) sanciones que van desde los 25.001 a los 100.000 € y la
posibilidad de suspensión (total o parcial) de la actividad por un plazo de seis meses a dos años

Por otra parte el artículo 33.2 de la Ley 8/2.003, de 28 de octubre, de Flora y Fauna Silvestres
de Andalucía dice

Los propietarios de terrenos o titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de los
mismos tienen la obligación de adoptar las medidas precisas para impedir la existencia o co-
locación de cebos envenenados en condiciones susceptibles de dañar a la fauna silvestre. El
hallazgo de cebos envenenados así como el de cualquier método masivo y no selectivo cuya uti-
lización no haya sido expresamente autorizada será motivo para la suspensión cautelar de la
autorización del aprovechamiento correspondiente. Dicha medida de suspensión deberá ser
confirmada, modificada o levantada en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá
efectuarse dentro de los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del re-
curso que proceda. En todo caso, dicha medida quedará sin efecto si no se inicia el procedi-
miento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento
expreso acerca de la misma.

Dicha infracción se califica como leve, con sanciones de hasta 601 € y lo que es más importante,
la posibilidad de suspensión (total o parcial) del aprovechamiento. 

Con la introducción de estos artículos se ha perseguido especialmente evitar la duplicidad de
tipo con el Código Penal, estableciendo obligaciones específicas de vigilancia y control a cargo
de los titulares cinegéticos o arrendatarios en el caso de Castilla La Mancha, ampliados en la le-
gislación andaluza a propietarios y titulares de derechos de uso personal o real.

En ambos casos ha sido objeto reiterado de alegación en los expedientes administrativos trami-
tados en su aplicación la litispendencia de proceso penal por los mismos hechos ante los Juzga-
dos de Instrucción competentes, solicitando en suma la suspensión del procedimiento hasta
resolución en sede judicial.

La cuestión a día de hoy está resuelta de forma pacífica por las resoluciones de los Tribunales
Superiores de Justicia de ambas regiones, evidenciando que dicha alegación parte de un error
por cuanto precisamente las fórmulas de responsabilidad in vigilando pretenden desde su origen
romper con la dualidad de tipos administrativo y penal, para constituir un nuevo hecho que es
perseguible en sede administrativa sancionadora: La conducta infractora no es la colocación de
cebos envenenados, sino en palabras del Tribunal Superior de Justicia de Castilla La Mancha
(STSJ CLM 27/11/2007) lo que se busca y desea es una vigilancia efectiva sobre el terreno aco-
tado, con el fin de evitar conductas dañinas como pueden ser la colocación de los cebos enve-
nenados. En igual sentido, la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número
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2 de Albacete, de 19 de octubre de 2010 viene a establecer que el titular cinegético debe emplear
la máxima diligencia en el cumplimiento de las obligaciones que le vienen impuestas por Ley
para impedir la colocación de cebos o la existencia de cebos envenenados en sus respectivos
terrenos de explotación cinegética …haber infringido el deber de garante que el Art. 22.2 Ley
9/99 establece: Frente a los grandes derechos que le corresponden y de los que disfruta como
titular del mismo, no tiene otra consecuencia que el cumplimiento de ciertas obligaciones, entre
otras, la prevista en el Art. 22.2 de la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Natu-
raleza.

La STSJ CLM de 27 de noviembre de 2010 de forma tajante reitera que lo que se imputa al ti-
tular del coto sancionado no es la colocación de los cebos sino una conducta negligente con-
sistente en no haber adoptado las medidas de vigilancia exigibles con el fin de evitar el
emplazamiento de cebos envenenados en el coto del que es titular, o como también aclara, la
obligación que se impone al titular del terreno acotado el precepto que se le imputa como in-
fringido es una obligación de medios con el fin de impedir la colocación de cebos envenenados.
En evitación de estas situaciones antirreglamentarias se le obliga al titular a adoptar medidas
eficaces, es decir, una obligación de vigilancia efectiva sobre el mismo, una atenta y continuada
vigilancia que legalmente se impone. La exigencia de esa vigilancia efectiva (…) y la omisión
del comportamiento necesario para la comprobación y retirada de la fuente del peligro eran
causa suficiente para que se considerase cometida la infracción denunciada.

Así presentado, la infracción de estas normas viene a consagrar en nuestra legislación la estricta
posición de garante de determinadas personas a las que la ley la atribuye, como por otra parte
es usual en nuestro ordenamiento en materia de protección de los trabajadores, o en el ordena-
miento fiscal. La responsabilidad personal frente a la aparición de cebos envenenados en los te-
rrenos sometidos a su aprovechamiento, gestión o tenencia, en justa equivalencia a los derechos
de que goza por su posición que justifican la atribución de un plus de responsabilidad: No se es-
tablece una presunción de autoría, ni es una fórmula para atribuir subsidiariamente una acción
a determinadas personas, sino que claramente, y con autonomía propia, lo que se sanciona no
es una infracción de resultado o de actividad, sino de inactividad, en el sentido contenido en la
propia norma de no adopción por parte del titular cinegético de medidas necesarias para im-
pedir la existencia o colocación de cebos envenenados que puedan dañar la fauna silvestre (SJC
Albacete-2 de 5 de julio de 2007).

Por tanto, el único escollo legal que puede obstaculizar a priori la apertura y terminación de un
expediente por responsabilidad in vigilando o posición de garante al mismo tiempo que se ins-
truyen diligencias previas por delito del artículo 336 del Código Penal sería que, el propio titular
o arrendatario cinegético (según corresponda), o el resto de personas designadas en la ley anda-
luza, fueran las personas que aparecen como imputadas en el procedimiento penal, dado que re-
sulta en principio incompatible que se persiga en sede penal a una persona como presunta autora
de la colocación de los cebos, y al tiempo se pretenda su responsabilidad administrativa por no
haber desarrollado las acciones adecuadas para impedir su colocación.

En la práctica dicha coincidencia es difícil, por cuanto los garantes de la indemnidad del medio
natural suelen ser de ordinario sociedades mercantiles o asociaciones, personas jurídicas, y en
el ámbito penal se perseguirá la actuación personal de los presuntos autores. Por otra parte, la
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incriminación como autores intelectuales de los garantes declarados por la ley administrativa es
todavía baja, salvo que se constate su autoría material.

Es decir, cabe y es exigible la inmediata tramitación de los expedientes sancionadores por la vía
de la responsabilidad in vigilando aun cuando se sigan diligencias previas en sede penal por la
aparición de cebos envenenados, por cuanto la tipificación administrativa persigue castigar la
inactividad de los garantes, lo que es netamente distinto de la actividad que constituye la autoría
en su colocación.

Sólo resultaría discutible lo anterior cuando el garante es a su vez objeto de imputación formal
en diligencias previas como autor (material o intelectual) de la colocación, y mientras se man-
tenga tal carácter de imputado o acusado, por entender que dentro de la infracción de colocación
(más grave) se engloba y es consustancial a la misma, la omisión del deber de vigilancia, no
obstante ser defendible que no existe duplicidad de tipo por ser distintos los hechos que confor-
man la infracción. 

La obligación de notificar los episodios de envenenamiento de fauna silvestre o la presencia de
cebos en los terrenos tiene un ámbito distinto de acuerdo a las comunidades autónomas que lo
han incorporado a su legislación: Por ejemplo, en Castilla La Mancha, a través de los artículos
de la Ley 9/1.999, de Conservación, como infracción grave el 109.34

La no comunicación a las autoridades competentes, por parte de los responsables sanitarios,
las personas titulares de los aprovechamientos y sus vigilantes, cuando tengan conocimiento,
de la existencia de síntomas de epizootias o de enfermedades contagiosas o de cebos aparente-
mente envenenados o especímenes presuntamente afectados por los mismos.

Y como infracción menos grave en el artículo 111.8 del mismo texto

La no comunicación a las autoridades competentes, por parte de cualquier persona distinta de
las contempladas en el número 34 del artículo 109, cuando tenga conocimiento, de la existencia
de síntomas de epizootias o de enfermedades contagiosas o de cebos aparentemente envenenados
o especímenes presuntamente afectados por los mismos.

De esta forma, se da un tratamiento diferenciado a los obligados a la comunicación, siendo res-
ponsables en función de cuál sea su posición respecto de los hechos, correspondiendo en buena
lógica la mayor gravedad a los profesionales veterinarios y profesionales del ámbito cinegético,
con una relación directa y mayor grado de exigencia legal de conocimiento, degradando a san-
ción menos grave para el resto de personas que hubieran podido tomar conocimiento de los he-
chos. 

Además de un importante elemento de disuasión, esta previsión legal está encaminada también
a posibilitar que la administración y sus agentes dispongan de una información vital para la pre-
vención del uso de cebos envenenados, como es contar de inmediato con la localización de es-
pecies centinelas afectadas que permitan una rápida inspección del territorio posiblemente
afectado por dicha práctica, reforzando las obligaciones que recaen sobre los garantes del terri-
torio, a los que se obliga a impedir la aparición y caso de haberse constatado, actuar de forma
inmediata poniéndolo en conocimiento de la autoridad. En el caso de Andalucía se establece la
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obligación de notificación de episodios de envenenamiento en el artículo 16.3 de la Ley 8/2003:
Las autoridades locales, los titulares de aprovechamiento o cualquier persona deberán comu-
nicar de forma inmediata la existencia de síntomas de epizootias o de enfermedades contagiosas,
así como la aparición de cebos envenenados o especimenes afectados por los mismos. 

El caso de la Comunidad Foral de Navarra es de suma importancia por cuanto se ha convertido
en la herramienta clave para la apertura de procedimientos sancionadores que pueden desembo-
car en la clausura temporal o suspensión de la actividad cinegética, al no tener previstas fórmulas
específicas de responsabilidad in vigilando o derivadas del establecimiento de la posición de
garante. Establece al respecto el Art. 20.1 e) de la Ley Foral Navarra 17/2005, de Caza y Pesca,
que son deberes del titular del coto de caza 

Comunicar al Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda la apa-
rición de enfermedades sospechosas de epizootias, así como los sucesos de envenenamiento y
usos de artes prohibidas en los cotos,

Calificándose como infracción leve en el artículo 87.18 de la Ley, que establece la posibilidad
en el artículo 100, letra d) de que 

En el caso de infracciones cometidas por el titular del coto o por el titular del aprovechamiento
cinegético, la sanción podrá consistir en la suspensión temporal de la actividad cinegética en
el coto cuando se trate de infracciones leves y graves, o definitiva si se trata de infracciones
muy graves.

Esta previsión normativa ha permitido por ejemplo la suspensión de la actividad cinegética por
dos años en los cotos NA-10.013 y NA-10.231, por Resoluciones del Director General de Medio
Ambiente, de 13 y 15 de marzo de 2013, fundamentadas precisamente en que no es verosímil
que los titulares del aprovechamiento cinegético no conocieran el hecho de los envenenamientos
por la notoriedad que alcanzaron debido al gran número de especies afectadas, la fácil localiza-
ción de las mismas, la continuidad de la aparición, y algunas en zonas frecuentadas y de tránsito,
además coincidentes con otras actividades propias del acotado.

Las medidas recuperadoras, su fundamento, extensión y contenido

La regulación estatal está constituida por la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio
Natural y Biodiversidad. Dicha norma, al igual que lo hiciera en el anterior artículo 34.d) de la
Ley 4/89, dispone en el Título III (Conservación de la Biodiversidad), dentro del Capítulo IV
(De la protección de las especies en relación con la caza y la pesca continental),  artículo 62.d),
que se podrán establecer moratorias temporales o prohibiciones especiales cuando por razones
de índole biológico o sanitario lo aconsejen.

La anterior prevención legal viene a dar carta de naturaleza expresa a la posibilidad de la Admi-
nistración de actuar en la recuperación del medio afectado de forma independiente e incluso co-
etánea a la persecución del posible autor de los episodios de envenenamiento, sea en vía
administrativa o judicial, prescindiendo por tanto de la necesidad de apertura o mantenimiento



de un expediente sancionador o de la vigencia y actualidad de la atribución de autoría, al venir
referida a la posibilidad de establecer moratorias temporales o prohibiciones en relación a la ac-
tividad cinegética, cuando se den razones de índole biológico que así lo aconsejen:

La cobertura legal que proporcionan las limitaciones de derecho o prohibiciones específicas con
raíz marcadamente objetiva, y referidas especialmente a la conservación de especies amenazadas
prescinden de la autoría o de regímenes especiales de vigilancia para conectar de forma objetiva
(justificación técnica) la aparición de cebos o ejemplares de fauna protegida envenenados con
la razón de orden biológico que aconseja suspender la actividad cinegética para la recuperación
de las poblaciones de mesopredadores, superpredadores y necrófagos, y en suma, del equilibrio
afectado por el hecho objetivo de la aparición de venenos y afección al equilibrio natural, interés
preponderante por encima del mantenimiento incondicionado del derecho a la caza que debe
plegarse a dicho equilibrio natural afectado, haya sido quien haya sido el responsable o autor de
su uso, y desde luego sin anular o condicionar las acciones de quien resulte afectado contra los
mismos.

Es evidente que estas medidas precisan de los informes correspondientes de los técnicos, que
pongan de relieve el daño al equilibrio natural y la necesidad y proporcionalidad o adecuación
de suspender los aprovechamientos cinegéticos, o reducirlos, o acomodarlos a la nueva situación
creada, para posibilitar la recuperación del medio, mediante el condicionamiento de la actividad
de la caza (liberación de presión cinegética sobre la base trófica o especies base del ecosiste-
ma).

Las medidas adoptadas con este fundamento legal pueden tener una gran variedad de contenidos
y extensión temporal, por cuanto su fundamento y finalidad es la recuperación del daño o im-
pacto, o facilitar las condiciones para dicha recuperación. Desde la pura suspensión de la acti-
vidad cinegética o su condicionamiento, acomodándose en cada caso a las circunstancias
concretas de los hechos puestos de manifiesto, como a título de mero ejemplo pueden ser las si-
guientes, debidamente justificadas por informe técnico: Desde la prohibición absoluta de toda
actividad cinegética (no sólo el ejercicio de la caza sino también, por ejemplo, el control de pre-
dadores) a la reducción de jornadas o limitación de especies objeto de la caza o modalidades.

Estas medidas no tienen un plazo máximo, ya que su finalidad es protectora del equilibrio natural,
por tanto, se mantendrán hasta la definitiva recuperación de la biodiversidad afectada, lo que
dependerá de la constatación sobre el terreno de la evolución de los datos o de una previsión
inicial. En cuanto a la extensión, no tienen que limitarse a los terrenos sobre los que ha aparecido
el veneno o los efectos del mismo, sino que debe extenderse a todos aquellos sobre los que sea
preciso para alcanzar la recuperación que se pretende, pudiendo establecerse las debidas gra-
duaciones a criterio técnico. 

De hecho, Castilla La Mancha ya tenía regulado con anterioridad a la Ley de Patrimonio Natural
y Biodiversidad la posibilidad de dictar medidas de recuperación del medio afectado por la co-
locación de cebos envenenados: Así, el artículo 69.bis de la Ley 9/1999 dispone que cuando se
detecte la existencia de epizootias o enfermedades contagiosas para las personas, animales do-
mésticos o fauna silvestre, así como episodios de envenenamiento, la Consejería competente
adoptará las medidas necesarias que podrán llevar aparejadas suspensiones temporales, limita-
ciones o prohibiciones en el ejercicio de las actividades afectadas, incluidas las cinegéticas, de
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pesca y piscicultura. Artículo el anterior que en directa relación con lo establecido en el  63.1 de
la misma Ley, que impone de la Administración la necesidad de adoptar cuantas medidas sean
precisas para garantizar la conservación, protección y recuperación de las especies de flora y
fauna, con especial relación a las autóctonas, hace que sea imprescindible por parte de la Con-
sejería adoptar de inmediato medidas de recuperación del medio afectado por el uso de cebos
envenenados.

En la práctica, la necesidad de adoptar dichas medidas recuperadoras viene ya establecida en
diversos Planes Regionales contra el uso de venenos, como en el caso de Castilla-La Mancha
(punto 6.4 del Plan Regional de Lucha contra el Uso Ilegal de Venenos) y el de Aragón (Punto
3 del Protocolo de Actuaciones Administrativas), e incluso se pueden introducir a través de las
Ordenes Generales de Veda o del instrumento normativo por el que se aprueban Planes de Re-
cuperación o Conservación de determinadas especies. En el caso del Protocolo de Actuaciones
Administrativas de Aragón se exponen una serie de condiciones y circunstancias concretas en
las que la administración procederá a incoar el expediente de medidas recuperadoras, así como
las concretas medidas que se pueden adoptar, su extensión geográfica y duración, siempre, de
acuerdo a criterios técnicos habitualmente empleados y en especial consideración a la gravedad
de los hechos puestos de manifiesto.

Castilla y León ha hecho un uso acertado de estas medidas al no disponer en su legislación de
otras fórmulas de reacción que no sean la persecución de la autoría, como ejemplo muy reciente
es el contenido en la Sentencia de su Tribunal Superior de Justicia, Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo (sede Valladolid), Sección 1ª, de fecha veintiséis de julio de 2013, NÚMERO
1414/2013, por la que se confirma la legalidad de la Resolución de 26 de junio de 2007 de la
Dirección General de Medio Natural por la que se suspende el aprovechamiento cinegético en
el término municipal de Valdecañas de Cerrato y Antigüedad. Destacamos de sus fundamentos
de derecho:

Como hemos visto se plantea con cierta insistencia, en el escrito rector del proceso, que la re-
solución impugnada constituye en realidad una auténtica sanción encubierta para los cotos de
caza de que son titulares las asociaciones recurrentes, negando con ello que sea la medida de
suspensión acordada una actuación excepcional que pudiera estar justificada en razones de in-
terés público, y lo que a su juicio quedaría demostrado con el hecho de que en las sucesivas
convocatorias de subvenciones se excluyen las ayudas cuando aparecen casos de envenena-
miento, advirtiendo, en este sentido, que al no ser ellas las responsables de ninguna actuación
ilegal susceptible de sanción sería improcedente la misma.

Tales argumentos decaen con sólo reparar en que la suspensión de los Planes Cinéticos acor-
dada en la resolución recurrida es una medida de policía de carácter cinegético adoptada por
razones de interés público, siendo así totalmente inadecuado plantear motivos propios de pro-
cedimientos sancionadores cuando lo que se enjuicia es una resolución que no tiene este ca-
rácter.

Así lo entendió la Sala homónima de Burgos en relación a un supuesto parecido en la sentencia
de fecha 18 de noviembre de 2011 recaída en el recurso 77/2011, en cuyo fundamento de derecho
quinto, que ahora este Tribunal hace suyo en lo fundamental, se expresó lo siguiente:
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"Partiendo de tales presupuestos y no discutiendo la actora la aparición de tales animales muer-
tos, tampoco la causa de su fallecimiento y de que estamos ante especies, varias de ellas inclui-
das en el catálogo nacional de especies amenazadas y otras reconocidas como de "interés
especial", igualmente reseña la Sala desde este momento que el expediente tramitado y resuelto
no es un expediente sancionador y que la medida de suspensión acordada en las resoluciones
administrativas impugnadas no es una sanción ni tampoco una respuesta a la comisión de una
infracción administrativa, sino que nos encontramos ante una medida de policía cinegética, que
como más adelante veremos encuentra cobertura legal tanto en la normativa estatal como en
la normativa autonómica. Y por mucho que insista la entidad actora no estamos ante una sanción
o un castigo impuesto ni a la Junta Agropecuaria Local... ni tampoco al o a los arrendatarios
del coto de caza afectados y que se van a ver impedidos de poder disfrutar del aprovechamiento
cinegético de caza menor en los terrenos comprendidos en el coto cinegético NUM015 del t.m.
de Yanguas de Eresma. Por ello todos los motivos y alegaciones que formula la actora en su de-
manda en relación a que las consecuencias de las medidas adoptar solo debieran soportarlas
el o los responsables del envenenamiento, o las personas que resultaran imputadas y sanciona-
das por la comisión de aquella infracción administrativa que absorbiese tales hechos, no pueden
ser atendidos y no guardan relación con la naturaleza del expediente administrativo tramitado
ni con la naturaleza y finalidad de la resolución acordada y de los pronunciamientos en ella
acordados.

Recordamos que la medida de suspensión acordada con carácter excepcional no pretende cas-
tigar a nadie sino que busca como fin primordial y principal recuperar la estructura de la co-
munidad de vertebrados afectada por un episodio de mortandad no natural, pretende recuperar
la estructura natural de las poblaciones afectadas en el área descrita, a través de la intervención
en las redes tróficas que regulan dicha comunidad. Es verdad que la medida adoptada limita
derechos como medida de policía cinegética que es pero dicha limitación se justifica por lo ex-
cepcional de la situación producida y que se pone de manifiesto en el "delicado estado de con-
servación que presenta alguna de las especies afectadas por dicho episodio de muertes no
naturales”

(…)

Denuncia la actora que no existe precepto legal alguno de naturaleza sustantiva o procesal que
ampare la adopción de mencionada medida de suspensión adoptada en la resolución de 25 de
junio de 2.009 de la Dirección General del Medio Natural de la Consejería de Medio Ambiente
y confirmada en alzada. También este motivo debe decaer toda vez que dicha medida tiene co-
bertura legal como medida de policía cinegética que es y que como tal carácter se ha adoptado,
como así resulta de los razonamientos esgrimidos en sendas resoluciones. Y este amparo legal
lo encuentra en la normativa estatal integrada por la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Pa-
trimonio Natural y de la Biodiversidad EDL 2007/212254, y en la normativa autonómica, con-
cretamente en la Orden MAM/1137/2008, de 25 de junio por la que se aprueba la Orden Anual
de Caza de Castilla y León, y que se publica en desarrollo y cumplimiento de los arts. 41.1 y
42.3 de la Ley 4/1996, de 12 de julio de Caza de Castilla y León EDL 1996/15979. 

Una característica fundamental de las medidas de carácter recuperador es que tienen naturaleza
directamente ejecutiva, sin que puedan ser suspendidas por la interposición de recursos en vía
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administrativa, tal y como se desprende de su naturaleza y de lo dispuesto en el artículo 94 de
la Ley de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común. Por otra parte, lo deseable
en este tipo de procedimientos es que al mismo tiempo que se decretan las medidas adecuadas
para la recuperación de la biodiversidad, se decretará la suspensión de los planes cinegéticos
afectados por tales medidas, dado que el escenario que se contempla en los mismos se ha visto
radicalmente alterado por la irrupción del veneno, obligando a la adaptación de los mismos a
las circunstancias que se han puesto de manifiesto tras los episodios de envenenamiento, como
acertadamente recoge el Protocolo de Actuaciones Administrativas de la Junta de Castilla y León
(Anexo V).

El aprovechamiento incompatible con el mantenimiento de la biodiversidad
(abusivo o desordenado)

El artículo 62.h) Ley 42/2007, de 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y Biodiversidad esta-
blece que: Cuando se compruebe que la gestión cinegética desarrollada en una finca afecte ne-
gativamente a la renovación o sostenibilidad de los recursos, las Administraciones Públicas
competentes podrán suspender total o parcialmente la vigencia de los derechos de caza.

Es esencial comprender que en puridad no es un procedimiento sancionador, sino de revisión
de la autorización concedida por causas objetivas, en el que se pretende acreditar o constatar
que en determinados territorios sometidos a gestión y/o ordenación cinegética no se está produ-
ciendo el necesario respeto hacia el mantenimiento y/o fomento de la biodiversidad como valor
preponderante. En este expediente, el análisis de los antecedentes es una cuestión clave, dado
que normalmente se podrá acreditar una gestión desastrosa para el medio ambiente no sólo con
la actualidad de un envenenamiento, sino con la acreditación de un rosario de infracciones que
pongan de manifiesto que no se está actuando en consonancia con lo que las normas exigen.

Esta previsión estatal ha sido acogida por numerosas legislaciones autonómicas, algunas con
mayor grado de desarrollo, como en el caso concreto de Castilla-La Mancha, que establece el
procedimiento específico por el denominado aprovechamiento abusivo en el artículo 56.10 de
la Ley 2/1.993, de Caza:

Cuando los cotos privados de caza incumplan los fines del artículo 1 de la presente Ley, la Con-
sejería de Agricultura, previa incoación del oportuno expediente, con audiencia a los interesados
e informe del Consejo Provincial de Caza, podrá anular la declaración del coto o establecer un
vedado temporal sobre sus terrenos.

La existencia o colocación no autorizada de cebos envenenados en cotos de caza se considerará
un aprovechamiento abusivo de los recursos cinegéticos incompatible con el equilibrio natural.

Dicho procedimiento se reitera en el artículo 78.1.a) del Reglamento de Caza (Decreto 141/1996
de 9 de diciembre)

1.- Se podrá acordar la suspensión de la actividad cinegética, o en su caso la anulación de la
condición de acotado, en los casos siguientes:



a) Cuando en el coto no se cumplan los fines del art. 1 de la Ley de Caza. La existencia o
colocación no autorizada de cebos envenenados en cotos de caza se considerará un
aprovechamiento abusivo de los recursos cinegéticos incompatible con el equilibrio na-
tural.

Evidentemente se justifica la incoación de este tipo de expediente tanto en la fase de instrucción
o investigación del delito por el hecho objetivo de la aparición (existencia), y en la fase de sen-
tencia firme condenatoria por la declaración como hecho probado de la colocación no autorizada
que declara el orden penal con atribución concreta de autoría. La regulación de la comunidad
autónoma de Castilla-La Mancha es la más estricta desde el momento en que no requiere para
su aplicación la existencia de continuidad, reiteración, o episodios anteriores, bastando con la
existencia o colocación al haberse introducido en virtud de la Ley 9/1999 la calificación legal
de aprovechamiento abusivo respecto de la mera existencia o colocación. Muestra de este tipo
de expediente es la Sentencia de 29 de julio de la Sección 1ª de la Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, recurso 59/2010, en la que
frente a la pretensión de nulidad de la Resolución administrativa por la que se acuerda establecer
un vedado temporal de caza por dos años en un Coto de Caza de la provincia de Toledo, ante la
aparición en el mismo de cebos envenenados, el Tribunal la confirma, considerando que este
procedimiento administrativo no es sancionador y no precisa que se haya afectado a la fauna,
sino tan sólo de la presencia de cebos envenenados en el campo, que es la práctica que precisa-
mente se intenta combatir al calificar la ley de aprovechamiento abusivo la existencia o coloca-
ción de cebos envenenados en los cotos de caza.

En otras comunidades autónomas, como en el caso de Aragón, se exige “reiteración”, es decir,
que no haya una sola conducta aislada: Tal es el caso, por ejemplo, que lleva recientemente al
Director del Servicio Provincial de Huesca del Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio
Ambiente, a cursar la propuesta de adopción de acuerdo sobre suspensión temporal de la acti-
vidad cinegética en un coto de caza en la provincia de Huesca, el que de forma reiterada en el
tiempo vienen produciéndose envenenamientos y aparición de especies amenazadas muertas por
cebos, cepos, y otras conductas prohibidas por la Ley de Caza. El fundamento de dicha propuesta
no es otro que precisamente el artículo 20.1.a) de la Ley 5/2002, de 4 de abril, de Caza de Aragón,
que dispone:

1.- El Departamento responsable de medio ambiente podrá adoptar, como medida cautelar, la
suspensión temporal de la actividad de la caza en los terrenos cinegéticos, previo informe
del director del servicio provincial responsable de medio ambiente correspondiente, con la
finalidad de salvaguarda urgente de los bienes y derechos afectados por la constatación
objetiva de cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de indicios racionales de acciones reiteradas de colocación de venenos o
que pongan en peligro a las especies incluidas en los catálogos de especies amenaza-
das.

No obstante lo expuesto hasta ahora, con estos dos extremos en su formulación, la castellano-
manchega que sólo exige un episodio, y la más restrictiva aragonesa, que impone reiteración, lo
que sí podemos dar por válido para la regulación estatal, básica, es que la utilidad práctica de la
misma es especialmente relevante cuando se han venido sucediendo en el tiempo una pluralidad
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de acciones contra la biodiversidad, usualmente graves, que han venido quedando impunes por
archivos penales o falta de imposición de sanción administrativa, como suele ser habitual en los
casos de envenenamiento o aparición de especies catalogadas muertas: Es aquí donde el expe-
diente de revisión tiene su verdadero fundamento y finalidad. El caso para el que nos estamos
refiriendo anclaría su justificación en la aparición reiterada a lo largo del tiempo de especies sil-
vestres envenenadas o muertas de forma no natural, cebos, en unión de antecedentes de artes o
medios prohibidas, sanciones contra la ley de caza, etc., que o bien no han recibido sanción en
vía penal o administrativa por falta de autor, o aún habiéndola recibido, han creado un estado de
cosas que claramente pone de manifiesto una gestión desordenada del territorio. Lo que es objeto
de prueba en este procedimiento son los hechos que llevan a la conclusión de la defectuosa ges-
tión, y que como indicio privilegiado son el rosario de apariciones de cebos sin sanción por falta
de autor conocido, o episodios especialmente graves, especies muertas, medios prohibidos, ex-
cesos en las jornadas de caza, y otras infracciones en materia de caza o conservación. Como
siempre, el informe técnico que avala la medida se torna imprescindible, pues deben probarse
los antecedentes de hecho pero también ponerlos en concreta relación con el daño que se ha ve-
nido causando a los efectos de acreditar una negligente gestión.

Las medidas cautelares

En aplicación directa del principio de prevalencia de la vía penal, la administración ve tempo-
ralmente suspendida su potestad sancionadora durante la tramitación en sede judicial de los pro-
cedimientos de tal tipo, en lo que a autoría se refiere. Pero lo que nunca puede perder la
administración, ni menos todavía delegar, son el resto de sus competencias legalmente atribuidas
en defensa y tutela de los bienes jurídicos afectados, al menos las que no tengan naturaleza san-
cionadora y que además, dentro de las de este tipo, tengan plena coincidencia en identidad de
sujeto, hecho y fundamento entre la infracción penal y administrativa.

De esta forma queremos decir que precisamente la administración ambiental autonómica, que
es quien directamente tiene asumidas las competencias legislativas de desarrollo y de ejecución
en la defensa y promoción del medio ambiente en sentido lato, no puede aprovechar la mera
suspensión parcial de sus facultades sancionadoras ante la coincidencia en una infracción de
persona, hecho y fundamento para hacer dejación del resto de sus funciones: Esas funciones
abarcan desde la recogida de datos, la formulación de informes, el seguimiento de los hechos o
sus consecuencias, y en especial por su importancia, la adopción de las medidas de carácter ad-
ministrativo previstas en las leyes tendentes a la reparación del daño, evitar su continuidad o de
cualquier otra forma el aprovechamiento indeseable de los efectos de la infracción.

En este apartado es de suma importancia recordar que la suspensión de la actividad sancionadora
administrativa opera exclusivamente respecto de la posibilidad de imponer sanción por los mis-
mos hechos que son objeto de tramitación en sede de instrucción, pero no se extiende, y la ley
no lo dispone, a la posibilidad (obligación mejor dicho) de dictar las medidas de control y pro-
tección administrativa que se consideren necesarias: Y entre estas se encuentran, como más im-
portantes, las medidas cautelares y todas aquellas medidas de carácter recuperador o de
reposición de las cosas a su estado anterior. También quedan subsistentes las de control, super-



visión y revisión administrativa de todas las autorizaciones, licencias o trámites que sea preciso
realizar, como de especial importancia son al caso el contenido o vigencia de los Planes Técnicos
de Caza, que deben ser analizados a la luz de la nueva situación creada por el hecho del enve-
nenamiento, e incluso, el expediente de anulación o vedado temporal del acotado por aprove-
chamiento abusivo.

Hoy en día, la modificación del artículo 339 del Código Penal por la Ley Orgánica 5/2010, de
22 de junio, con su actual redacción: Los jueces o tribunales ordenarán la adopción, a cargo
del autor del hecho, de las medidas necesarias encaminadas a restaurar el equilibrio ecológico
perturbado, así como de cualquier otra medida cautelar necesaria para la protección de los
bienes tutelados en este Título, ha venido a dar carta de naturaleza a la insoslayable obligación
también para el órgano judicial, no como anteriormente estaba establecido en la mera posibilidad,
de dictar en fase de instrucción las medidas de protección adecuadas, y en la sentencia las de re-
cuperación a cargo del infractor. De esta forma se pretende que precisamente los órganos judi-
ciales se abstraigan o inhiban de su también inexcusable obligación de tutela de los bienes
jurídicos protegidos y de la obligación con rango constitucional de reparar el daño causado (art.
45 de la Constitución Española).

Es por tanto el momento de que la Administración Ambiental asuma todavía con más razón que
nunca sus competencias para brindar, con la adecuada coordinación con los operadores jurídicos
(Fiscalía y Juzgados), resoluciones administrativas encaminadas a la tutela de los bienes jurídicos
que puedan ser a su vez la base técnica o el precedente de las resoluciones judiciales que deberán
producirse en sede penal: Resoluciones que no tienen por qué ser idénticas por cuanto los Juz-
gados gozan en el ejercicio de su función de autonomía respecto del cuerpo legal administrativo,
y por tanto de una libertad y amplitud a la que la administración no está acostumbrada por la
exacta delimitación legal de hasta dónde puede llegar (territorialmente no pueden extenderse
más allá de la Comunidad Autónoma, limitaciones en cuanto a plazos de duración de las sus-
pensiones, ámbito de las mismas, etc.).

Las medidas cautelares se dictan para evitar la continuidad delictiva o la agravación del daño,
para lo que resulta esencial el informe de los técnicos y la adecuación de las medidas a la realidad
de cada caso y coto (examen pormenorizado de su Plan Técnico), así como a la gravedad de los
hechos a los que se anudan, y que las mismas sea dictadas al amparo de un expediente sancio-
nador, aunque el mismo resulte temporalmente suspendido hasta que se reciba la notificación
de la sentencia o auto que ponga fin al procedimiento penal. 

El artículo 136 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en relación con su artículo 72.1º,
dispone que: "Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos sancio-
nadores, se podrá proceder mediante acuerdo motivado a la adopción de medidas de carácter
provisional que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera recaer”. El artículo 15
del Real Decreto 1.398/1.993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedi-
miento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, de conformidad con lo previsto en los an-
teriores artículos prevé la adopción de este tipo de medidas en el procedimiento sancionador.

De especial mención resulta el hecho de que en la actualidad se considera que la aplicación de
las mismas también debe fundamentalmente en evitar una suerte de receptación ambiental, es
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decir, que no se pueda aprovechar ninguna consecuencia del envenenamiento en los terrenos
afectados, desprovistos de la carga de predación por el uso que se ha realizado del veneno, en
una perspectiva más centrada en el puro ámbito de motivación de la colocación de los cebos, e
incluso en la necesidad de replantearse y por tanto estudiar debidamente, cómo ha quedado el
medio afectado por la aparición de venenos, suspendiendo la vigencia de los planes técnicos
hasta su revisión a la luz de la nueva situación, a fin de evitar la agravación del daño. En la prác-
tica, sin embargo, las administraciones entienden de directa aplicación las medidas de recupe-
ración, desvinculadas del procedimiento sancionador, aunque las cautelares también gozan por
su naturaleza de carácter ejecutivo.   
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Capítulo X

LEGITIMACIÓN DE ASOCIACIONES Y 
ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES  
AMBIENTALES PARA INTERVENIR EN 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
SANCIONADORES Y PENALES POR USO 
ILEGAL DE VENENO.
Mª Soledad Gallego, abogada Despacho Justicia Ambiental 

1. Denuncia y personación como terceros interesados en procedimiento 
administrativo sancionador

Cualquier ciudadano, en el caso de ser testigo o tener conocimiento de episodios de envenena-
miento de fauna o de la existencia de cebos envenenados, puede presentar la correspondiente
denuncia ante los órganos competentes de las comunidades autónomas, o de la Administración
del Estado. La administración tiene la obligación de analizar la denuncia presentada y realizar
las actuaciones necesarias para comprobar si existen indicios de infracción administrativa, y en
ese caso iniciar el correspondiente procedimiento sancionador, o bien archivar las actuaciones,
comunicando en cualquier caso al denunciante la iniciación o no del procedimiento. Si la in-
fracción puede ser constitutiva de delito o falta, la administración lo pondrá en conocimiento
del órgano judicial competente y suspenderá el procedimiento administrativo sancionador, hasta
la resolución del procedimiento penal.

El Programa Antídoto es la alianza de las principales ONG conservacionistas contra el veneno
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Al igual que en otras infracciones administrativas, los procedimientos sancionadores por casos de
veneno se inician siempre de oficio, por acuerdo del órgano competente, petición razonada de otros
órganos o denuncia85. Mediante la denuncia, cualquier persona,  puede poner en conocimiento de
un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera constituir infracción
administrativa, en este caso, la existencia de cebos y fauna envenenada, o el conocimiento de la
colocación de veneno. Cuando se presente una denuncia, la administración deberá comunicar al
denunciante la iniciación o no del procedimiento cuando la denuncia vaya acompañada de una so-
licitud de iniciación. Por lo que en la denuncia que se realice, además de hacer constar los hechos
que pueden ser constitutivos de infracción, personas implicadas y demás circunstancias, el denun-
ciante debe solicitar expresamente la iniciación del correspondiente procedimiento sancionador,
así como que se le comunique la iniciación o no del procedimiento. 

Esto es así porque el denunciante no se convierte automáticamente en interesado en el procedi-
miento sancionador. La administración solo tendría obligación de notificar al denunciante la ini-
ciación o no del mismo, si previamente lo ha solicitado. Sin que en principio el denunciante que
no sea perjudicado por la infracción, tenga legitimación para participar como interesado en el pro-
cedimiento sancionador o recurrir la desestimación de la denuncia.

Sin embargo, sean o no denunciantes, se admite la participación de terceros interesados en el pro-
cedimiento sancionador, siempre que los mismos se personen en el procedimiento antes de su fi-
nalización, y sean titulares de derechos o intereses legítimos que puedan verse afectados por la
infracción cometida86. También en el caso de que se reconozca la acción pública, como sucede en
las normas de protección de la naturaleza o caza de varias comunidades autónomas, cualquier ciu-
dadano sin necesidad de acreditar legitimación podría participar como interesado en el procedi-
miento. 

Con carácter general, y para todo el ámbito nacional, a las asociaciones ecologistas constituidas
desde hace más de dos años y que tengan entre los fines de sus estatutos la protección del medio
ambiente, se les puede tener como parte interesada en el expediente (y así deben pedirlo expresa-
mente en su denuncia o personación) ya que según el artículo 23 de la Ley 27/2006, de 18 de julio,
por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso
a la justicia en materia de medio ambiente, están legitimados para ejercer la acción popular admi-
nistrativa en asuntos medioambientales. 

Aunque los pronunciamientos judiciales no son unánimes, los Tribunales vienen manteniendo87

que entre las obligaciones que la administración tiene respecto de los interesados (distintos del de-
nunciado) en los expedientes sancionadores, se encuentran las siguientes: permitir el derecho de
los interesados (incluyéndose entre ellos al denunciante) a conocer el estado de tramitación del
procedimiento y obtener copias del mismo, el derecho a permitir que se formulen alegaciones y a

85. Art. 11 Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora. 

86. Artículo 31 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.  

87. Ver Sentencia TSJ Cast-León (Bur) Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, S 9-1-2009, nº 14/2009, rec. 155/2008 . Pte: Revilla
Revilla, Eusebio.
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aportar documentos88, el derecho a recibir comunicación de la iniciación o incoación del expediente,
el derecho a proponer prueba, el derecho a tener conocimiento de la propuesta de resolución que
se formule en su caso, así como notificación de la resolución que se dicte y que finalice el proce-
dimiento, sea sancionadora o no.

La obligación de la administración, no incluye necesariamente (aunque lo pida el denunciante o
interesado), la obligación de incoar el expediente sancionador o dictar resolución sancionadora, si
no existen unos hechos sancionables o personas presuntamente responsables. Ello sin perjuicio de
que las organizaciones legitimadas para la defensa del medio ambiente, o ciudadanos que ejerzan
la acción popular, en su caso, puedan interponer los correspondientes recursos jurisdiccionales
frente a la actuación o inactividad de la administración en dichos expedientes sancionadores. 

En el caso de que se formule una denuncia administrativa en un caso de envenenamiento de fauna,
y la administración no actúe, se producirá un acto presunto de denegación, frente al que se podrá
interponer recurso contencioso-administrativo, una vez transcurrido el plazo máximo de resolución
(3 o 6 meses, según la doctrina jurisprudencial). Tal y como indica DOBARRO GÓMEZ89 "la sen-
tencia podría determinar o bien la condena de la Administración a tramitar el expediente sancio-
nador, o bien en la imposición directa de la sanción y  medidas reparadoras por parte del órgano
jurisdiccional" al no existir un criterio jurisprudencial unánime.

En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo las asociaciones de defensa del medio am-
biente apoyarían su legitimación activa para intervenir en los recursos judiciales derivados de ex-
pedientes sancionadores de veneno, en dos apartados (b y h) del artículo 19.1, de la Ley 29/1998,
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, que legitima a "las asociaciones...que resulten afec-
tados o estén legalmente habilitados para la defensa de los derechos e intereses colectivos", así co-
mo a “Cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente previstos
por las Leyes”.

Se puede citar un pronunciamiento sobre la legitimación de una entidad conservacionista en un
procedimiento sancionador ambiental del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala
de lo Contencioso con sede en Burgos, de 17 de enero de 2003, Arz. JUR 2003, 22624, en que re-
conoce el carácter de interesada a una asociación ecologista en un expediente sancionador iniciado
mediante denuncia de la misma, en el que se recurrió administrativamente la desestimación por
silencio administrativo. Se transcribe un fundamento jurídico:

“TERCERO.- El recurso de apelación se funda esencialmente en que no se admite la fi-
gura del interesado diferente a la del denunciado o inculpado, en el expediente sanciona-
dor.

Pero eso no es así. Analizando lo dispuesto en el R.D. 1398/93, su artículo 13.2 esta-
blece que el acuerdo de iniciación se comunicará al instructor, con traslado de cuantas
actuaciones existan al respecto, y se notificará al denunciante, en su caso, y a los in-

88. Art. 3 Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad San-
cionadora.

89. DOBARRO GÓMEZ, C., La pasividad de la administración ante la denuncia administrativa. Cauces procesales para la satisfacción del de-
nunciante, Revista Xurídica Galega nº 47, pág. 67.
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teresados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado. En la notificación se adver-
tirá a los interesados que, de no efectuar alegaciones sobre el contenido de la iniciación
del procedimiento en el plazo previsto en el artículo 16.1, la iniciación podrá ser con-
siderada propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca
de la responsabilidad imputada, con los efectos previstos en los arts. 18 y 19 del Re-
glamento.

Es decir, en este artículo 13.2 se admite la posibilidad de interesados distintos del denun-
ciante y del denunciado o inculpado, pues en otro caso, no establecería la diferenciación
entre interesados, y en todo caso al inculpado.

Pero esta misma distinción la tiene presente el legislador en los momentos cruciales de la
tramitación del expediente sancionador, pues tanto, cuando regula el derecho de infor-
mación y transparencia en el expediente, artículo 3.1, como cuando trata de las fases
esenciales del expediente sancionador, asimismo, y con anterioridad al trámite de audien-
cia, los interesados podrán formular alegaciones y aportar los documentos que estimen
convenientes.

Pueden hacer alegaciones, aportar documentos o informaciones y proponer prueba en el
plazo de quince días, artículo 16.1.

Se vuelve a hablar del interesado cuando se rechaza de forma motivada la prueba pro-
puesta, artículo 17.2, pudiendo aportar la prueba directamente los interesados, artículo
17.3.

El artículo 19.1 vuelve a referirse a los interesados a los que se les notificará la propuesta
de resolución. Ordena el artículo 20.1 que se notificará a los interesados el acuerdo de
practicar actuaciones complementarias y el traslado que se les dará para que puedan
manifestar lo que a su derecho convenga, así como también se les notificará a los intere-
sados, la resolución que dicte, artículo 20.5.

Por tanto se llega a la conclusión que como persona distinta al denunciado o inculpado,
se admite la existencia de interesados, y estos, serán aquellos que pueden incluirse dentro
del concepto de interesado establecido en la doctrina del Tribunal Constitucional ya men-
cionada, pues en otro caso el legislador se referiría siempre al denunciado y no haría re-
ferencias a los interesados.

Podrá discutirse si a esta asociación ASDEN, puede incluírsela en tal concepto, y real-
mente si el objeto social es la defensa del medio ambiente, la protección y estudio de la
naturaleza y de los ecosistemas y medio ambiente de la provincia de Soria, en particular,
es evidente que la resolución que se dicte en el expediente sancionador, atribuirá a la hoy
recurrente... la titularidad potencial de una posición de ventaja o de una utilidad jurídica
por parte de quien ejercita la pretensión y que se materializaría de prosperar ésta. Utilidad
jurídica que se manifiesta en lograr que vuelva a su estado anterior la situación física del
monte y el entorno del arroyo, y si no se puede volver la vida a la flora destruida, si se
sancionará en forma a quien haya contravenido la legislación vigente, logrando medidas
preventivas para acciones posteriores de igual signo”.
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En el primer caso, reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo interpreta el artículo 19.1.b)
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en base al principio rector de protección
del medio ambiente de los artículos 45 y 53.3 de la Constitución Española, ampliando el ámbito
de legitimación en esta materia para asociaciones de protección del medio ambiente, al consi-
derar que están “investidas de un especial interés legítimo colectivo”. Así, la Sentencia de la
Sala 3ª del Tribunal Supremo de 25 de junio de 2008 (rec. 905/2007), indica: “la especial y de-
cidida protección del medio ambiente por parte del artículo 45 de la Constitución española, y
el carácter amplio, difuso y colectivo de los intereses y beneficios que con su protección se re-
portan a la misma sociedad -como utilidad substancial para la misma en su conjunto, nos obliga
a configurar un ámbito de legitimación en esta materia, en el que las asociaciones como la re-
currente debemos considerarlas como investidas de un especial interés legítimo colectivo, que
nos deben conducir a entender que las mismas, con la impugnación de decisiones medioam-
bientales como las de autos, no están ejerciendo exclusivamente una defensa de la legalidad vi-
gente, sino que están actuando en defensa de unos intereses colectivos que quedan afectados
por el carácter positivo o negativo de la decisión administrativa que se impugna. (…) La recu-
rrente, pues, al impugnar los actos frente a los que se dirigieron las pretensiones objeto del pre-
sente recurso, actuó -al hacerlo con la finalidad con que lo hizo- debidamente legitimada y en
el marco de legitimación permitido por el artículo 19.1.b) de la LJCA”. En el mismo sentido,
se pronuncia la Sentencia de la Sala 3ª del Tribunal Supremo de 25 de mayo de 2010 (rec.
2185/2006). Por lo que para dar entrada a la tutela judicial de los intereses colectivos y difusos,
como los medioambientales, se parte de una idea de legitimación más amplia, que además de
los derechos subjetivos, da entrada a los “intereses legítimos” que regula el artículo 24.1 de la
Constitución Española: Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los
jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso,
pueda producirse indefensión.

En segundo lugar, la legitimación de asociaciones de defensa del medio ambiente, en el orden
contencioso-administrativo deriva también del artículo 19.1.h) de la Ley de la Jurisdicción, cuan-
do ejercen la acción pública en materia de medio ambiente reconocida a organizaciones am-
bientales -que cumplan una serie de requisitos- en los artículos 22 y 23 de la Ley 27/2006, de
18 julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública
y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Los requisitos del artículo 23 de la Ley
27/2006, exigen que se trate de personas jurídicas sin ánimo de lucro que tengan en los fines de
sus estatutos la protección del medio ambiente en general o alguno de sus elementos en parti-
cular, estén constituidas legalmente hace más de dos años y vengan ejerciendo de modo activo
las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos, en el ámbito territorial
afectado.

Sin embargo, esta regulación de la Ley 27/2006 no resulta suficiente, pues tal y como ha reco-
nocido el Tribunal Supremo, este tipo de asociaciones ambientales que tienen entre sus fines es-
tatutarios la defensa del medio ambiente (independientemente de que cumplan o no el resto de
requisitos del artículo 23 de la Ley 27/2006), no están ejerciendo exclusivamente una defensa
de la legalidad vigente (acción pública o popular), sino que están actuando en defensa de unos
intereses colectivos o difusos (19.1.b Ley 29/1998) que resultan afectados por el carácter positivo
o negativo de la decisión administrativa que se impugna, como puede ser la decisión de incoar
o no un procedimiento sancionador ante  un episodio de veneno, suspender la actividad cinegé-



tica del coto o no imponer medidas reparadoras de los daños ambientales causados. Y ello, in-
dependientemente de que además, la ley legitime y habilite expresamente a estas asociaciones
para el ejercicio de acciones colectivas en defensa de dichos intereses, al igual que hace con
otras asociaciones como las de consumidores y usuarios. Ello en cumplimiento del artículo 7.3
de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece que “Los Juzgados y Tribunales protegerán
los derechos e intereses legítimos, tanto individuales como colectivos, sin que en ningún caso
pueda producirse indefensión. Para la defensa de estos últimos se reconocerá la legitimación
de las corporaciones, asociaciones y grupos que resulten afectados o que estén legalmente ha-
bilitados para su defensa y promoción”. En este sentido, debe indicarse que el artículo 9 (apar-
tados 2 y 3) del Convenio de Aarhus90 sobre el acceso a la información, la participación del
público en la toma de decisiones y el acceso a la Justicia en materia de Medio Ambiente, indica
expresamente, en relación con las organizaciones no gubernamentales ambientales que cumplan
los requisitos exigidos por el derecho interno, que se entenderá que las mismas tienen un interés
suficiente, así como derechos que podrían ser lesionados, por acciones u omisiones que vulneren
las disposiciones del derecho medioambiental. Lo cual claramente reafirma su legitimación para
actuar en defensa de unos intereses medioambientales colectivos o difusos (19.1.b Ley 29/1998)
que resultan afectados por el carácter positivo o negativo de la decisión administrativa que se
impugna.

2. Intervención  de asociaciones y organizaciones no gubernamentales ambientales
en procedimientos penales como acusación popular

En el sistema procesal penal español, junto al Ministerio Fiscal, pueden ejercer la acusación,
tanto los ofendidos o perjudicados por el delito -acusación particular del artículo 110 de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal-, como cualquier ciudadano, sea o no ofendido por el delito, ejer-
citando la acción popular del artículo 270 de dicha Ley. 

Actualmente, en los procedimientos penales por delitos contra la fauna por el uso ilegal de ve-
neno existe disparidad de criterios sobre la naturaleza de la personación de asociaciones y orga-
nizaciones de defensa ambiental: determinados Juzgados y Tribunales admiten la personación
de las mismas como acusación particular, otorgándoles de facto la condición de perjudicados;
pero en otros casos, se les reconoce únicamente la condición de acusación popular, que es la
que puede ejercer cualquier asociación o ciudadano aunque no tenga entre sus fines específicos
la defensa del medio ambiente. Aunque parece más frecuente esta segunda opción, si no se acre-
ditan unos intereses específicos más intensos que los intereses generales de defensa ambiental.

Adicionalmente, determinados Juzgados y Tribunales, exigen a estas asociaciones ambientales,
que al actuar en ejercicio de la acción popular, lo hagan mediante la formalización de querella
y la prestación de una fianza, incluso aunque el procedimiento ya esté iniciado a instancia del
Seprona o Fiscalía. 

Capítulo X - Legitimación de asociaciones y organizaciones no gubernamentales.

151

90. Convenio sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de
medio ambiente, hecho en Aarhus (Dinamarca), el 25 de junio de 1998, conocido como “Convenio de Aarhus”. España ratificó el Convenio
de Aarhus en diciembre de 2004, (entrando en vigor el 31 de marzo de 2005), que ha pasado a integrarse en nuestro ordenamiento de con-
formidad con lo previsto en el artículo 96.1 CE.



Ante esto, tenemos que indicar que la acusación popular es un derecho constitucional (art. 125
Constitución Española), que pertenece no solo a las personas físicas, sino a las personas jurídicas
o colectivas (extremo éste que fue reiteradamente cuestionado, y hoy, es admitido sin reserva).
Igualmente en su ejercicio, la forma de querella y la prestación de fianza (artículos 274 y 289
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal), han sido oportunamente moderadas, entendiéndose am-
bos requisitos innecesarios por la Jurisprudencia, en los siguientes casos:

• En el caso de que tal personación fuese en una causa ya iniciada, se ha estimado que el requi-
sito de la querella no es exigible. 

• Por otro lado y en relación al requisito de exigencia de fianza (art. 290 Ley Enjuiciamiento
Criminal), ya desde la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 mayo 1992, quedó patente que
la misma constituye requisito de admisibilidad de la querella cuando esta es medio de inicia-
ción del procedimiento penal, pero no cuando el ejercicio de la acción popular se realiza en
un proceso en curso.

En este sentido se viene pronunciando, desde 1992, la jurisprudencia del Tribunal Supremo en
las Sentencias de 12 de marzo de 1992, 22 de mayo de 1992, 3 de junio de 1995, 30 de mayo de
2003, y 28 de marzo de 2006, entre muchas otras. Existiendo también numerosos pronuncia-
mientos, en este sentido, de Audiencias Provinciales, Juzgados de Instrucción, y de lo Penal.
Cabe citar como ejemplo, la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de marzo de 2006 (rec.
2067/2004), en la que se indica: “Sin olvidar que esta Sala viene manteniendo (SSTS. 18.3.92,
22.5.93, 3.6.95, 4.2.97), que el legislador, tratándose de delito público, no ha limitado la acción
popular al derecho de pedir la incoación del proceso penal mediante querella, sino que ha per-
mitido ejercitarla en las causas ya iniciadas personándose en los términos prevenidos en el ar-
tículo 110 LECriminal, es decir, mostrándose parte como adhesión en nombre de la ciudadanía
a un proceso pendiente, sin dejar condicionada la eficacia de la acción penal a la formulación
de querella. La existencia de fianza, impuesta por el atículo 280, constituye requisito de admi-
sibilidad de la querella cuando ésta es medio de iniciación del proceso penal, pero cuando el
ejercicio de la acción popular se realiza en un proceso en curso la necesidad de tal requisito no
parece razonable”.

La exigencia de formalizar querella y prestar fianza a las organizaciones ambientales cuando
intervienen en procedimientos penales ya iniciados, supone un serio obstáculo para el ejercicio
del derecho a la justicia ambiental en el ámbito penal, donde no olvidemos que en muchos casos,
si no se ejerce por este tipo de asociaciones la acusación particular o popular, los delitos contra
la fauna se sobreseen en un alto porcentaje sin solicitar diligencias adicionales, o no se realiza
una adecuada instrucción y aportación de pruebas que aseguren una sentencia condenatoria,
dada la especificidad de la materia. 

Hay que tener en cuenta, que en los casos de uso ilegal de veneno el efecto disuasorio para este
tipo de conductas, cuando se enjuician en el orden penal,  no consiste solo en la imposición de
penas de privación de libertad o multas, sino que la condena lleva derivada la responsabilidad
civil por los daños causados, consistente en la obligación de que el condenado indemnice los
daños, bien a las comunidades autónomas, bien a la Administración del Estado, por el valor de
las especies muertas o dañadas, medidas reparadoras o de restauración de los espacios, etc. Pen-
semos, por ejemplo que en el caso de muerte de un águila imperial, una cigüeña negra o un
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águila perdicera, cada una de ellas está valorada en 60.000 euros en comunidades autónomas
como Castilla-La Mancha91. En muchos casos, la indemnización incluye no solo el valor de la
especie, sino también el daño causado y el impacto económico en proyectos de conservación de
la especie llevados a cabo por la administración, habiendo llegado recientemente, en el caso de
envenenamiento de un lince ibérico hasta los 115.000 euros. 

Sin embargo, en muchos casos, las propias administraciones que perciben las indemnizaciones
en concepto de responsabilidad civil, ni siquiera están personadas en los procedimientos penales,
y el trabajo de personación, impulso procesal, asistencia a interrogatorios, aportación de pruebas,
asistencia a juicio oral, etc. que realizan las organizaciones ambientales, consiguiendo impor-
tantes indemnizaciones para la administración, ni siquiera se ve compensado con la posibilidad
de recuperar las costas procesales (gastos de abogado, procurador y peritos) que muchos juzga-
dos solo reconocen a la acusación particular, y no a la popular.

Sin desconocer el trabajo fundamental que realiza la Fiscalía, lo cierto es que dada la cantidad
de asuntos de toda índole, no solo ambientales, en los que interviene, resulta materialmente im-
posible su asistencia a todos los interrogatorios, y es más fácil para las organizaciones ambien-
tales, dada la especialización en estas concretas materias de sus letrados y peritos, realizar un
seguimiento más intensivo de los casos, y aportar periciales específicas.

La insatisfactoria regulación en nuestras leyes penales procesales de la participación de organi-
zaciones medioambientales en los delitos contra el medio ambiente, puede todavía empeorar,
de salir adelante propuestas de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal impulsadas por
ciertos sectores doctrinales que propugnan que la acción popular se reserve solo a las personas
físicas, y tan solo para determinados delitos, excluyendo su ejercicio para partidos políticos, sin-
dicatos y personas jurídicas públicas o privadas, entre las que se incluyen las asociaciones y or-
ganizaciones no gubernamentales ambientales.

El reconocimiento de la condición de perjudicado, para poder ejercer la acusación particular, en
vía penal, pasa por reconocer legalmente que estas organizaciones, a las que puede exigirse el
cumplimiento de determinados requisitos, actúan en defensa de unos intereses colectivos y di-
fusos que quedan afectados por actuaciones que perjudican o dañan el medio ambiente. El trabajo
y los recursos que estas organizaciones emplean para la protección, defensa, estudio y conoci-
miento por la sociedad de nuestro patrimonio natural, biodiversidad, etc., y el interés público en
ese trabajo, viene reconocido por la declaración de utilidad pública de muchas de ellas, su par-
ticipación en Consejos Asesores de Medio Ambiente, y la colaboración con diversas adminis-
traciones de ámbito local, regional, estatal y comunitario, en la protección y defensa de estos
intereses. Las actuaciones que lesionan el interés colectivo que estatutariamente protegen y de-
fienden, no solo suponen actuaciones contra la legalidad ambiental, que las legitima para inter-
venir solicitando el cumplimiento de las normas, en el ámbito administrativo o penal,  sino que
también  suponen un perjuicio moral, y en muchos casos material para estas organizaciones (por
ejemplo afección a especies incluidas en programas de conservación desarrollados por las mis-

91. Siguiendo con el ejemplo de dicha Comunidad Autónoma, una avutarda, un milano real, un alimoche o un halcón peregrino, se valora en
18.000 euros, un cernícalo primilla, una cerceta pardilla o una malvasía cabeciblanca, en 12.000 euros; un búho real, un aguilucho cenizo,
o un gavilán, en 6.000 euros; un sisón, un flamenco o una grulla, en 3.000 euros, etc.



mas), que las legitimaría activamente como parte perjudicada desde el punto de vista civil, tanto
en este orden, como en el penal. Este reconocimiento se está ya produciendo en países de nuestro
entorno, como Francia, y por nuestros propios Tribunales implícitamente, al admitir en deter-
minadas ocasiones la personación como acusación particular en vía penal, o declarando la exis-
tencia de un especial interés legítimo colectivo en vía contencioso-administrativa.

Tal y como indica la Sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno), S 31-1-1994, nº 34/1994,
rec. 1399/1991, BOE 52/1994, de 2 marzo 1994. Pte: Díaz Eimil, Eugenio: “La protección en
amparo del derecho del acusador popular requiere, por ello, que la defensa del interés común
sirva para sostener un interés legítimo y personal (STC 62/1983)”. (…) “Por otro lado, no puede
negarse que existen algunas infracciones cuya persecución se conecta directamente con el objeto
de ciertas entidades asociativas. Esto es lo que sucede precisamente con el de la Asociación re-
currente. No es posible ignorar que en este caso el ejercicio de la acción penal constituye un
medio especialmente indicado para el cumplimiento de los fines asociativos de la recurrente,
relacionados directamente con la defensa del patrimonio natural. Como ha señalado el Mº Fis-
cal, resulta evidente que una asociación con fines de defensa de la naturaleza y del mundo ani-
mal tiene un interés legítimo y personal en velar por el correcto ejercicio de la potestad
administrativa, en este caso respecto de la revocación de la sanción impuesta a un cazador que
había abatido una avutarda”.
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USO ILEGAL 
DE CEBOS ENVENENADOS.
INVESTIGACIÓN 
Y ANÁLISIS JURÍDICOEl uso ilegal de cebos envenenados es una práctica de control 

de depredadores que causa la muerte de miles de animales to-
dos los años. Entre los años 2005 y 2010 el veneno ha sido la 
causa de la muerte de más de 45.000 ejemplares de distintas es-
pecies, algunas en peligro de extinción como el águila imperial 
ibérica, el quebrantahuesos, el lince o el milano real. En este 
último caso su población se ha visto reducida en un 50% en al-
gunas regiones como Castilla y León por efecto de la ponzoña 
utilizada en cebos colocados en el medio natural.

Nuestro ordenamiento jurídico rechaza el uso de cebos como forma de cazar animales, considerán-
dolo un método masivo y no selectivo. Es una práctica tipificada como delito contra la fauna en el 
Código Penal y recogida como una infracción grave o muy grave en la legislación autonómica. A 
pesar de ello, este tipo de ilícito cuenta con un insoportable nivel de impunidad, siendo pocos los 
casos que finalmente terminan en los tribunales o son objeto de procedimientos administrativos. 

Administraciones, ONG, fiscalías y agentes de diferentes cuerpos de seguridad han hecho un es-
fuerzo singular por dilucidar los casos de veneno que amenazan sin pausa nuestra biodiversidad. 
Las investigaciones llevadas a cabo y la depuración de las técnicas utilizadas han permitido poner 
cerco a los envenenadores, a lo que sin duda ha contribuido el trabajo legal hecho desde algunos 
sectores como las ONG del Programa Antídoto, impulsor de la lucha contra el veneno en España.

Esta obra recoge la experiencia acumulada por diferentes actores en la investigación y actuación 
legal contra el envenenamiento de fauna, de tal forma que sirva a los profesionales del derecho e 
investigadores en las acciones que emprendan para esclarecer esta práctica ilegal y exigir las res-
ponsabilidades a que hubiera lugar. 

La presente publicación se enmarca en el Proyecto Life+ VENENO, que pretende lograr una re-
ducción significativa del uso ilegal de veneno en España y que coordina SEO/BirdLife. 
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Esta obra se enmarca dentro del proyecto 
Life+ VENENO  que tiene como objetivo 
lograr una disminución significativa del 
uso de veneno en España. Este objetivo 
se ha conseguido a través de la puesta en 
marcha de acciones efectivas y experien-
cias innovadoras para la lucha contra el 
veneno, todas ellas contempladas en la 
Estrategia Nacional Contra el Uso Ilegal 
de Cebos Envenenados en el medio natu-
ral, aprobada por la Comisión Nacional de 
Protección de la Naturaleza en 2004.

Estudio sobre las sustancias que pro-
vocan el envenenamiento de la fauna 
silvestre.

Disponible en www.venenono.org
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